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“Incidencias del visto bueno y el desahucio como formas de terminar las relaciones 
laborales en el sector privado de la sociedad ecuatoriana” 
 
Actualmente nos encontramos viviendo en un Estado constitucional de derechos y 
justicia social, en donde los derechos son la parte más importante para las autoridades, los que 
deben ser respetados por todos los ciudadanos y ciudadanas y en caso de no hacerlo, la persona 
perjudicada puede acudir al Estado quien por intermedio de sus autoridades competentes exijan 
el respeto de los derechos. 
 
Este es el caso de los trabajadores y trabajadoras, que por llegar a soluciones rápidas a 
sus problemas cuando se quieren dar por terminadas las relaciones, ya sea por medio de 
desahucio o por medio del visto bueno, acuden ante el Ministerio de Relaciones Laborales, que 
por intermedio de los inspectores de trabajo conocen este tipo de casos y los tienen que resolver. 
 
Pero ante las instancias judiciales se recurre pero por causas distintas a las que motivan 
el desahucio y el visto bueno; pero lo que se quiere es que se conozca la verdad o no de las 
causas que motivan a la presentación de estas instituciones jurídicas a las cuales los inspectores 
y subinspectores les dan paso, vulnerando los derechos de los trabajadores, que no tienen 
oportunidad de apelar. 
 
Palabras Claves: VISTO BUENO,  DESAHUCIO, RELACIONES LABORALES, SECTOR 


















“Incidences of the dismissal and eviction as a way to terminate labor relations in the 
private sector of Ecuadorian society” 
 
Currently we are living in a constitutional law ruling and social justice State, where rights are a 
the most important party for authorities, which should be respected by all citizens; and in the 
opposite case, the affected party can complaint before the State, who through competent 
authorities demand for observance of their rights. 
That is the case of workers, that in their intention to get quick solutions to their problems and 
terminate their labor relation, either through eviction of legal dismissal. Workers appear before 
inspectors from the Labor Relations Ministry, but a problem begins when one of the parties has 
not agreed with such legal action. Conflicts arise, the worker or the employer are summoned 
with eviction, the firs one has to continue working for fifteen more days, during which the labor 
relation between the worker and the employer deteriorate and they are treated differently, 
affected by psychological violence, which interdicted by the Constitution, Art 66, number 3. 
Additionally, in many cases such eviction procedures and legal dismissal breach several, 
worker’s rights, but unfortunately, impugnation in the same fashion is not possible, but judicial 
instances, which affects worker’s rigthts, who are not allowed to appeal to appeal in an 
administrative instance. 
Keywords: LEGAL DISMISSAL, EVICTION, LABOR RELATIONS, LABOR, PRIVATE, 
ECTOR, WORKER, EMPLOYER, INSTANCE, APPEAL RIGHT, IMPUGNATION. 
I certify that I am fluent in both English and Spanish languages and that I have prepared the 








Existen muchas formas de terminar con la relación laboral, entre las formas más 
conocidas se tiene a las legales y a las ilegales, entre las primeras se encuentran el desahucio y 
el visto bueno; entre las ilegales se encuentra el despido intempestivo, las cuales tienen 
connotaciones muy diversas y difíciles de probar, sobre todo despido, en vista que no se lo hace 
con documentos ni tampoco ante la presencia de testigos. 
 
 
En lo que respecta a la renuncia, está la ejecuta cuando se presenta un documento en la 
cual el trabajador, supuestamente, en forma voluntaria se separa de su puesto de trabajo, lo cual 
los empleadores lo presentan y es aceptado por los inspectores y por los jueces o juezas del 
trabajo, contraviniendo los preceptos de los tratados y convenios internacionales, la 
Constitución de la República, el Código del Trabajo y otras disposiciones jurídicas. 
 
 
Es así que, si se encuentran anomalías en este tipo de casos que son de fácil resolución, 
pero que se complican en vista que no tienen criterio jurídico los funcionarios competentes que 
dan paso, más aún se presentan en casos más complejos, tales como el desahucio y el visto 
bueno, y mucho más en este último, toda vez que existe un trámite de por medio y que con la 
resolución del Inspector del Trabajo termina, sin que el trabajador, generalmente, tenga la 
oportunidad de impugnar la resolución que en muchos casos se encuentra ya arreglado. 
 
 
Se presentan casos en los cuales se notifica al trabajador con el visto bueno, y los 
empleadores le convencen para que no comparezca con un abogado dejándolo en la indefensión 
o le notifican sin darle mayor oportunidad para contestar el pedido y presentar la prueba 
correspondiente, o, cuando a pesar de eso se logra desvirtuar los antecedentes y fundamentos del 
visto bueno, el inspector lo acepta. 
 
 
Generalmente, los casos en los que se encuentran inmersas empresas de mucha 
influencia o con mucho poder económico, estas repercuten para que los inspectores de trabajo 
no acepten los pedidos de los trabajadores y acepten los vistos buenos presentados, incluso 
muchos contrarios a los intereses legítimos de los trabajadores. 
2 
 
La impugnación es un derecho que tiene toda persona para poder acudir ante el superior 
jerárquico de la autoridad que emitió un fallo, sentencia o resolución para que revise la misma, y 




Pero en los trámites administrativos de trabajo, como son el desahucio y el visto bueno, 
esta posibilidad está vedada, por no decir, negada absolutamente, en vista que el Código del 
Trabajo no la contempla, por tal razón, con la resolución del inspector, que en muchos casos, 




Cabe señalar que, en el caso del desahucio, el trabajador tiene todo el derecho de dar a 
conocer a su empleador la voluntad de dar por terminadas las relaciones laborales, con quince 
días de anticipación por lo menos, y del empleador con treinta días, en el caso del trabajador no 
habría problema alguno, en vista que si lo solicita es porque encontró otra fuente de trabajo más 
beneficiosa para éste. 
 
 
Pero en el caso de ser el trabajador el desahuciado por parte de su empleador, los 
problemas se vuelven más perjudiciales, en vista que, el trabajador se queda sin una fuente de 
subsistencia, por lo que, en esta alternativa si se debería conceder la posibilidad de apelar a la 
decisión del inspector del trabajo en el caso del visto bueno, así como a la voluntad del 
empleador, el mismo que debería fundamentar en una buena causa su decisión y no solo 
presentar pedidos simples, sin motivación y fundamento. 
 
 
En el caso del visto bueno, es más compleja la situación, toda vez que existe litigio, el 
mismo que tiene un trámite específico, una vez presentada la petición, a la que hay que cumplir 
ciertos requisitos, como el aparejamiento de un cheque certificado con el valor de la 
remuneración que está ganando el trabajador o trabajadora. Con este pedido se le corre traslado 
al trabajador para que conteste y se realiza, por parte de la inspectora o inspector de trabajo, la 
investigación correspondiente, donde, supuestamente, es el inspector quien tiene que investigar 
pero no lo hace, y solo se limita a la audiencia en donde comparecen las partes, y con lo que 
presentan las partes en dicha audiencia, se resuelve. 
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Con lo cual se tiene que no existe una investigación verdadera, no se contempla la 
igualdad de posiciones entre las partes, tal como los señalan los tratados y convenios 
internacionales, así como la misma Constitución de la República, su vulnera el principio del in 
dubio pro operario, entre otros muchos. 
 
 
Por ende, es necesaria la posibilidad que una autoridad superior pueda revisar este acto 
y determinar, con un criterio más amplio si procede o no la petición y dar a las partes una nueva 





GENERALIDADES DEL DERECHO DEL TRABAJO 
 
 
1.1.  NATURALEZA DEL DERECHO DEL TRABAJO. 
 
 
El Derecho del trabajo es un derecho enmarcado dentro del Derecho público, cabe 
señalar que esta ubicación tiene sus antecedentes en el Derecho romano, donde se señalaba 
“Publicum jus est quod ad statum rei romanae; privatum quod al singulorum utilitatem” que 
quiere decir: “El derecho público es aquel que hace relación al estado de la cosa romana; y, el 
privado, es aquel que mira a la utilidad de los particulares. 
 
 




Trueba Urbina citado por Delgado (1977:60-65) menciona: que quien da la idea y el 
primer concepto de derecho social, fue Ignacio Ramírez el Nigromante, en su discurso 




Derecho Social son los medios jurídicos para proteger a los menos favorecidos, al 
hablar de los menos favorecidos, el político guanajuatense, se refería a los menores, 
mujeres, hijos abandonados, jornaleros; ciertamente este concepto no es tan amplio 
como los que encontramos hoy en día, pero lo que si era una realidad es, que ya los 
legisladores comenzaban a preocuparse por la situación social y jurídica, de las 
clases más desfavorecidas, y ya se pretendía a través de instituciones jurídicas 






Otra definición, señala que: 
 
 
Con el paso del tiempo y la evolución del mundo jurídico, grandes teóricos del 
derecho comienzan a establecer nuevos conceptos al respecto, que resultan más 
estables y concretos, y comienzan a notar que no solo están las personas 
económicamente débiles, sino también personas físicamente débiles y es cuando 
entonces el derecho sobre todo el social comienza a crear programas e instituciones 
jurídicas para éstas (Granja, 2003:4). 
 
 
En otras palabras, se puede señalar que el Derecho público, es el que tiene relación con 
todas las gestiones de la administración del Estado en pro del bien común; en cambio que el 
Derecho privado, es el que regula las relaciones entre los particulares, y la utilidad de los 
mismos. Sobre este aspecto, se tiene que, en opinión de Mendizábal (2009:19)  
 
 
Los grupos vulnerables son los grupos poblacionales que por circunstancias de 
pobreza, origen étnico, estado de salud, género, edad o discapacidad se encuentran 
en una situación de mayor indefensión para satisfacer sus necesidades básicas y 
para incorporarse a los seguros sociales, entre ellos: a) Mujeres, b) Personas de la 
tercera edad, c) Niños, d) Homosexuales, e) Indígenas, f) Trabajadores migrantes y 
sus familias, h) Trabajadores informales. 
 
 
Personalmente, se puede señalar que, el Derecho Social es un conjunto de principios, 
instituciones y normas que en función de integración, protegen, tutelan y reivindican a los que 
viven de su trabajo y a los económicamente débiles y la coincidencia de los diferentes autores 
respecto a su objetivo principal que es la protección social, a continuación se analizará la forma 
en que se encuentra constituido. 
 
 
Mendieta y Núñez (1980:54) apuntan que: 
 
 
El Derecho Social tiene como finalidad la protección a integrantes de grupos 
sociales o sectores de la sociedad y lo clasifican de la forma siguiente: 
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1. Derecho del Trabajo 
2. Derecho Agrario 
3. Derecho Económico 
4. Derecho de la Seguridad Social 
5. Derecho de la Asistencia 
6. Derecho Cultural 
 
 
En forma más explicativa, el derecho público es el que regula las relaciones entre el 
Estado y los particulares, o entre las instituciones públicas, cuando estas actúan para la 
consecución de los objetivos generales, en beneficio del Estado, de las instituciones públicas y 
de la sociedad; y el Derecho privado, es el que regla las relaciones entre los particulares, sean 
estas personas naturales o jurídicas. 
 
 
Es en este ámbito en donde se enmarca el Derecho del trabajo o Derecho laboral, sin 
conocer en un primer momento en donde se lo enmarca, para lo cual es necesario determinar 
varias apreciaciones dadas por las corrientes filosóficas, entre las que se encuentran las 
corrientes que determinan que previo a determinar que el Derecho del trabajo  se ubica en una 
determinada clasificación, hay que conocer las características del mismo como un derecho 
protector, un derecho en constante expansión, un derecho imperativo, entre otros. 
 
 
El Derecho del trabajo como un derecho protector.- Se señala que el Derecho del 
trabajo es un derecho protector, la pregunta es para quién, y la respuesta la da el mismo derecho 
cuando asegura que, como su nombre lo señala, el Derecho del trabajo es un derecho que 
protege al trabajo en sí, y por ende, a la persona que lo realiza, esto es el trabajador, el mismo 
que es la parte más débil de la relación jurídica. 
 
 
Pero este derecho no es centralista de un solo punto del trabajo, como es la actividad 
física o la intelectual, sino que tiende a proteger otros aspectos esenciales, tales como la jornada 
de labor adecuada para que el trabajador genere la riqueza; tiene que asegurar las condiciones de 
trabajo, tanto para hombres y con mayor razón para mujeres y los adolescentes; tiene que 
asegurarse además de las remuneraciones correctas y relacionadas con el esfuerzo de la clase 
obrera; evitar la explotación laboral así como la discriminación y el acoso de todo tipo, lo cual 
se relaciona con otras ramas del derecho, como la civil y la penal, respectivamente.  
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En este punto existía y parece que continúa la existencia de una antinomia en el 
derecho, tal como lo señala el tratadista alemán Daubler, cundo asegura que: 
 
 
“Existe un problema entre la función protectora del derecho del trabajo y su 
función tutelar del orden social existente, al que contribuyen disposiciones que 
limitan el derecho de coalición y de huelga, medidas protectoras del trabajador que 
a su vez corresponden a los intereses de los empresarios y la creación de una 
mentalidad que lo espera todo de la regulación estatal, sin hacer depender el 
desenvolvimiento del derecho del trabajo de la fuerza de la organización de los 
trabajadores. El Derecho de un país capitalista, son estas normas, conforme a su 
naturaleza, derecho de clase de tipo burgués” (Daubles, 1998, pág. 140) 
 
 
De lo cual se puede agregar que, el Derecho del trabajo no solo se encuentra inmerso en 
un punto específico, por el contrario, el derecho del trabajo se encuentra también en la 
posibilidad de crear trabajo, riqueza y progreso, sin vulnerar los derechos de las partes, con 
conciencia y con la repartición equitativa de la riqueza que se genera. 
 
 
Dentro de este ámbito, a lo mejor los tratadistas clásicos, señalan:  
 
 
Para los unos, es la clase obrera que habría impuesto el derecho del trabajo a la 
clase burguesa. Pero los adictos a la ortodoxia marxista, fieles al postulado según 
el cual el derecho general es la obra de la clase dirigente, no ven sino un derecho 
elaborado por la burguesía capitalista para perpetuar la explotación del hombre 
por el hombre”  (De Buen, 1994, pág. 143) 
 
 




“Art. 33.- El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, 
fuente de realización personal y base de la economía. El Estado garantizará a las 
personas trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una vida decorosa, 
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remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un trabajo saludable y 
libremente escogido o aceptado”. 
 
 
Lo cual se complementa con lo que señala el mismo Código del Trabajo, en los artículos 
2, 3, 4 y 5, que señalan: 
 
 
“Art. 2.- Obligatoriedad del trabajo.- El trabajo es un derecho y un deber social.  
 
El trabajo es obligatorio, en la forma y con las limitaciones prescritas en la 
Constitución y las leyes”.  
 
“Art. 3.- Libertad de trabajo y contratación.- El trabajador es libre para dedicar su 
esfuerzo a la labor lícita que a bien tenga.  
 
Ninguna persona podrá ser obligada a realizar trabajos gratuitos, ni remunerados 
que no sean impuestos por la ley, salvo los casos de urgencia extraordinaria o de 
necesidad de inmediato auxilio. Fuera de esos casos, nadie estará obligado a 
trabajar sino mediante un contrato y la remuneración correspondiente.  
 
En general, todo trabajo debe ser remunerado”. 
 
“Art. 4.- Irrenunciabilidad de derechos.- Los derechos del trabajador son 
irrenunciables. Será nula toda estipulación en contrario”. 
 
“Art. 5.- Protección judicial y  administrativa.- Los funcionarios judiciales y 
administrativos están obligados a prestar a los trabajadores oportuna y debida 
protección para la garantía y eficacia de sus derechos”. 
 
 
Aquí cabe hacer una precupón, y es en lo referente a la renuncia de los derechos del 
trabajador, que en la actualidad se ha vuelto una práctica común, pero se da paso por las 
autoridades, ya sean estas administrativas, como los inspectores, subinspectores, directores y 
subdirectores de trabajo; juezas y jueces de trabajo, que cuando el trabajador renuncia, sea 
voluntaria o en forma obligada a su trabajo, también renuncia a sus derechos y no le reconocen 




Pues en fin, de acuerdo con el artículo 1 de la Constitución, el Ecuador vive en un 
Estado constitucional de derechos y justicia social, de allí que, en concordancia con el artículo 
33, y de los artículos 2, 3, 4 y 5, no se debe dar paso a esta renuncia de derechos, no está 
diciendo derechos adquiridos, sino de todo derecho, de allí que se debe poner en práctica ello, y 
cumplir con la característica del derecho del trabajo, como un derecho protector. 
 
 
El derecho del trabajo como un derecho en expansión.- Como se puede señalar, el 
Derecho del trabajo como toda institución jurídica nació en forma restringida, básica o 




Se puede asegurar que, si bien el derecho del trabajador está orientado al trabajador y a 
la protección de sus derechos, estos al ser reclamados en forma individual no alcanzaban ningún 
resultado positivo, fue entonces como aparecen las primeras organizaciones sindicales, que tenía 
como objetivo elemental, el desarrollo de la contratación colectiva y de su acción que mueve al 
legislador a introducir nuevas reformas. 
 
 
Más tarde aparecen el Comité de Empresa, como una organización destinada a proteger 
los derechos de los trabajadores, no solo en forma administrativa sino judicial, y, el Comité 
especial, que surge cuando los derechos de los trabajadores eran vulnerados. 
 
 
Derecho imperativo.- Esta característica del derecho del trabajo, recibe la denominación 
indicada, proveniente de la distinción del derecho romano, sobre todo en lo que hace relación 
con la falta de declaración de la voluntad de las partes de la relación laboral; por un lado, y, por 
otro lado, se encuentra lo relacionado con el objeto de evitar o normar la formación de una 
relación jurídica, sea para gobernar los efectos de los que se hubieran formado dentro del nexo 
jurídico de trabajo.  
 
 
Cabe señalar que las normas del Derecho del trabajo o laboral, que en su mayoría se 
encuentran establecidas en el Código del Trabajo, tienen que aplicarse a las partes de la relación 
de trabajo, es decir, al trabajador y al empleador, los mismos que pueden llegar a formar y crear 
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la relación jurídica con las garantías necesarias, aplicándose los principios y respetando los 
derechos establecidos en la Constitución, en el Código del Trabajo, antes de éste, los 
determinados en los tratados y convenios internacionales, y demás disposiciones jurídicas, y en 
lo que señala el contrato individual de trabajo, que tiene que ser específico de acuerdo con lo 
que señala la norma legal y la jurídica. Sin dejar de lado, al contrato colectivo de trabajo. 
 
 
De aquí se parte de otra institución jurídica que es la irrenunciabilidad de derechos, que  
ya se trató anteriormente, en vista que los derechos de los trabajadores serán irrenunciables, será 




Es así que, la nulidad no necesita ser declarada, aquí se presentan algunos casos, entre 
ellos, los siguientes: 
 
 
1. La nulidad no se aplica en el derecho del trabajo en contra del trabajador. 
2. La nulidad del contrato no anula la nulidad de la relación del trabajo;  
3. La nulidad de una cláusula no anula al contrato del trabajo;  
4. La nulidad opera retroactivamente a favor del trabajador;  
5. El trabajador tiene derecho para que se le reconozca todos los beneficios que le 
reconoce la ley y la Constitución de la República. 
6. Solo el trabajador puede alegar la nulidad;  
7. La nulidad no se convalida con el transcurso del tiempo.  
 
 
Es así que se llega a la última característica del derecho del trabajo, que es un derecho 
público, el mismo que se lo puede desarrollar como: 
 
 
El derecho del trabajo como un derecho público.-  Con estos antecedentes se puede 
asegurar que el derecho del trabajo es un derecho público, en vista que se da una extensa cabida 
a la descripción de las instituciones como todo lo relacionado con el derecho al trabajo, que una 
obligación del Estado, un derecho y un deber social. Además, se da una extensa cabida a las 
instituciones como a los sindicatos, a los comités obrero - patronales. Cabe señalar que el 
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derecho del trabajo es un derecho eminentemente social, público, que representa los derechos de 
los trabajadores, así como el interés de la sociedad para generar riqueza y participar de ella, y la 
obligación del Estado de proteger a ese derecho fundamental.  
 
 
1.2. EL DERECHO LABORAL EN FRANCIA  
 
 
Francia siempre ha estado en los ojos del mundo. Ha desempeñado un papel muy importante en 
la política y en lo cultural a partir del siglo X. La lucha de los trabajadores fue forjando el 




En el año 1847 existió una crisis económica muy marcada en Francia, como consecuencia de 
una mala cosecha y producción en especial de patatas. Esta crisis influencio al sector industrial 
y financiero, causando una paralización de muchos obreros. La jornada laboral que se implanto 
en aquella época era de 10 horas diarias, la cuales la impusieron los primeros miembros 
socialistas del gobierno de aquella época.  
 
 
Por el año 1848 los trabajadores de la ciudad y del campo se constituyen. Toda Europa se 
admira de la rebelión ya que las calles de Paris se ensangrentaban fruto a estas reclamaciones de 
los trabajadores.  
 
 
En Francia en 1848 se dio un gran acontecimiento histórico como el del Derecho al trabajo, 
según nos narra la historia francesa.  
 
 
En 1852 los obreros toman el poder sobre las cúpulas de Sena e instalan banderas rojas en 
símbolo de triunfo.  
 
 




“-CADA CUAL TIENE EL DERECHO DE TRABAJAR Y EL DERECHO DE 
OBTENER UNA OCUPACION. NADIE PUEDE SER PERJUDICADO EN SU 
TRABAJO O EMPLEO A CAUSA DE SU ORIGEN, SUS OPINIONES O 
CREEENCIAS.  
-TODO HOMBRE PUEDE DEFENDER SUS DERECHOS Y SUS INTERESES 
MEDIANTE LA ACCION SINDICAL Y ADHERIRSE AL SINDICATO QUE 
PREFIERA.  
-EL DERECHO DE HUELGA ES RECONOCIDO A TODOS DENTRO DEL 
MARCO DE LAS LEYES QUE LO REGLAMENTAN.  
-TODO TRABAJADOR PARTICIPA, POR MEDIACION DE SUS DELEGADOS, 
EN LA DETERMINACIONCOLECTIVA DE LAS CONDICIONES DE TRABAJO, 
ASI COMO EN LA GESTION DE LAS EMPRESAS”.7  
 
 
Todas estas leyes fueron formándose en el nacimiento de cada república, en las reclamaciones 
de trabajadores explotados que exigían que se los trate con equidad y justicia los cuales 
derramaron mucha sangre para hacer valer sus derechos.  
 
 
1.3. EL DERECHO LABORAL EN ESTADOS UNIDOS  
 
 
El derecho laboral de los Estados Unidos según la historia señala que iniciaron con la 
reclamación hacia el patrono de los trabajadores los cuales exigían; mejores salarios, 
condiciones de trabajo, seguridad, entre otros. Para realizar estos levantamientos se unían en 
masas para lograr sus objetivos, ya que por sí solos iban a reclamar sus derechos, el patrono 
tenía la facilidad de sustituirlos. En los años 70 aproximadamente surgieron los sindicatos, en 
los cuales ya establecían o negociaban ciertos tipos de convenio con el patrón. El primer 
sindicato se llamó sindicato nacional, los sindicatos de esa época tenían como objetivos la 
disminución de las horas laborales, mejoría en sus salarios, educación pública gratuita, la 
eliminación del trabajo de los niños.  
 
 
Los propietarios de muchas empresas como era lógico siempre se oponían a estos sindicatos y a 
los convenios colectivos, ya que según ellos como propietarios de dichas compañías tenían la 
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facultad de mandar en sus empresas y que el gobierno o estado no tenía ningún derecho de 
imponerles algo sobre negocios que son privados.  
 
 
El primer Sindicato Nacional de obreros se organizó en Philadelphia, este sindicato fue una 
sociedad secreta que se llamó “Los Caballeros del Trabajo”. Después salió a la luz este 
sindicato y tuvo una gran popularidad pero con el pasar de los años dejó de existir, siendo 
sustituidos por una organización laboral más poderosa, la cual se denominaba “La Federación 
Americana”. En la actualidad sigue siendo una de las principales asociaciones en los Estados. 
Unidos. Estos tenían gran poder sobre todo en lo económico, ya que tenían fondos para 
sustentar a los obreros.  
 
 
Varias veces el gobierno actuó para frenar este tipo de huelgas las cuales no tuvo mucho éxito. 
Los huelguistas exigían con mucho coraje sus derechos ya que pensaban que el gobierno estaba 
a favor de los empleadores y de las grandes compañías que existían en el país.  
 
 
La ley laboral en este país ha sido regida por la regla del common law (Derecho Común) de 
“empleado a voluntad”, por lo que consiste en que una relación laboral puede culminar por 
cualquiera de las partes en cualquier momento sin motivo alguno. Pero en 1941, muchas leyes 
prohibieron estos despidos, ya que muchos de estos se realizaban por discriminación racial. Y 
así fueron creándose nuevas leyes para la protección del trabajador, dando un mejor trato en su 
lugar de trabajo y dando más derechos al mismo.8  
 
 
1.4. DERECHO LABORAL EN ECUADOR  
 
 
El derecho laboral hace un siglo atrás no existía en nuestro país. Breves rasgos trataba la 
Constitución sobre el trabajo. En el año de 1861 en el Código Civil basándose en el Código 
Civil de Napoleón, hace referencia del trabajo como un contrato cualquiera y lo reglamenta 
como tal. Alfaro se preocupa por amparar al hombre en el año de 1899 y el 12 de abril del 
mismo año, decreta un reglamento del arrendamiento de servicios indígenas, pero el mismo 
Alfaro más se relacionaba con un derecho civil no como un derecho de trabajo.  
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En el año de 1914 a secuelas de la primera guerra mundial, se dicta una ley monetaria para 
evitar que la fuga de oro salga del país, con esta ley la misma burguesía bancaria se enriqueció 
enormemente. El dinero acumulado dio buenos beneficios, ya que por medio de esta ley se 
fortaleció la burguesía industrial que era contra los terratenientes que en esa fecha 
predominaban en el país, formando así una nueva clase social, la misma que trata de frenar la 
explotación.  
 
En el año 1916 es la iniciación del Derecho de Trabajo en el Ecuador, en este año en el gobierno 
de Baquerizo Moreno se dicta la “Ley sobre Reglamentación de Horas de Trabajo para 
Empleados, Jornaleros, etc.” En la misma establecía un horario de trabajo de 8 horas diarias y 6 
días a la semana.  
 
El Presidente de la República José Luis Tamayo y el Ministro de Instrucción Pública y Trabajo 
Pablo A. Vásconez fueron los que decretaron una ley más completa la cual se dictó el 22 de 
septiembre de 1921. Esta ley reconocía la indemnización a las personas imposibilitadas ya sea 
parcial o total para trabajar y las que sufran daño a la persona, por enfermedad, explotación y 
varias más. En la misma gobernación del Presidente de la República Tamayo dicta una Ley 
sobre Accidentes de Trabajo, la cual establecía que después del accidente sufrido por el 
trabador, tendría una atención médica y luego se proyectaba un cuadro de incapacidades 
laborales. 3 
 
Después de 100 años después de la independencia Ecuatoriana, el proletariado especialmente en 
la ciudad de Guayaquil ha empezado su organización y manifestarse para exigir sus derechos.  
 
En el mandato de Isidro Ayora es el que encabeza la dictadura, con mucha sabiduría y 
conocimiento es el que dicta algunas leyes de trabajo. Es el mismo presidente Ayora quien crea 
“La Junta Consultiva del Trabajo” el 15 de julio de 1926. Siendo Ayora un luchador de los 
derechos del trabajador dictando el 4 de marzo 1927 la “Ley sobre Previsión de Accidentes de 
Trabajo”, la misma que velaba por la seguridad del trabajador el cual no tenga ni sufran ningún tipo de 
riesgo que ponga en juego su vida, indicando un poco de condiciones. El 6 de octubre de 1928 en la 
misma gobernación de Ayora se dicta la “LEY SOBRE EL CONTRATO INDIVIDUAL DE TRABAJO”. 
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La cual establece cuestiones muy parecidas al código y sobre todo limitando el plazo máximo 
de un año de contrato.  
 
“Y es así que todas estas leyes fueron dando forma y acoplándose más al trabajador 
para evitar la explosión de los mismos empleadores, los cuales día tras día, exigían 
sus derechos ante manifestaciones, huelgas y derramando sangre para poder así ser 
tomados en cuenta y disminuya la explotación en el país como en el resto del 
mundo, tomando ejemplo de muchos países que han ido desarrollándose y 
surgiendo cada día mejor.” 
 
 
1.5. CONTRATO INDIVIDUAL DEL TRABAJO 
 
 
El contrato individual de trabajo es el convenio en virtud del cual una persona se 
compromete con otra a prestar sus servicios lícitos y personales, bajo su dependencia, por una 
remuneración fijada por el convenio, la ley, el contrato colectivo o la costumbre. 
 
 
La definición acogida por nuestro Código del Trabajo, se deduce que los elementos del 
contrato son:  
 
 
• Las partes contratantes; 
• El objeto (servicios lícitos); 
• La dependencia; 
• La remuneración; y, 
• El plazo. 
Además de lo señalado, se tiene que el contrato individual de trabajo debe contener: 
• La clase de trabajo; 
• La manera de ejecutarse; 
• Por unidades de tiempo o de obra; 
• El lugar que debe ejecutarse el trabajo o la obra; 
• El plazo;  
• La cuantía y la forma de pago; 
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• Las sanciones y la forma de determinarlas; 
• Las garantías; y, 
• Las formas de terminar la relación de trabajo.  
 
 
El contrato de trabajo, tiene como antecedente al derecho individual de trabajo, que se 
refiere fundamentalmente al contrato antes señalado. Nuestro Código del trabajo, como se verá 
más adelante, contiene en el artículo 8 la definición del contrato individual de trabajo, señalando 
que, “el contrato de trabajo es aquel por el cual una persona, mediante el pago de la 
retribución correspondiente, subordina su fuerza de trabajo al servicio de los fines de la 
empresa”  (De La Cueva, 2008, pág. 8) 
 
 
Al respeto se puede señalar en este punto que, la naturaleza del contrato de trabajo ha 
sido objeto de un cuidadoso estudio de parte de la doctrina. Los tratadistas del derecho laboral 
han elaborado numerosas tesis sobre la naturaleza de éste contrato.  
 
 
El Código del Trabajo, en el artículo 8 señala que:  
 
 
“Art.  8.-  Contrato individual.- Contrato individual de trabajo es el convenio en 
virtud del cual una persona se compromete para con otra u otras a prestar sus 
servicios lícitos y personales, bajo su dependencia, por una remuneración fijada por 
el convenio, la ley, el contrato colectivo o la costumbre” 
 
 
De ésta definición se desprenden los siguientes elementos: el contrato individual de 
trabajo es el acuerdo de voluntades, entre dos personas, una llamada trabajador y otra llamada 
empleador, mediante el cual el primero se obliga para con el segundo en prestar sus servicios 
lícitos y personales y a su vez, el segundo se obliga con el primero a pagarle una remuneración, 
además de la subordinación del trabajador al empleador, empresario o patrono. 
 
 
Esta formulación tiene una gran ventaja, en vista que apunta a la identificación del 
contrato de trabajo con la relación de trabajo, que traduce su verdadera naturaleza aunque 
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subraya únicamente a la subordinación de los fines de la empresa, omitiendo por una parte el 
contrato expreso entre dos personas y por otra la referencia importante que hace nuestra 
legislación al carácter ilícito y personal de los servicios que se prestan. 
 
 
Se puede señalar que el contrato de trabajo es la misma relación de trabajo que se forma 
por la subordinación de los servicios de una empresa, mediante la retribución, el contenido está 
en la subordinación que es fijada por la ley, lo que corresponde a la naturaleza del derecho del 
trabajo, que es el derecho protector y se establece para asegurar los derechos de la persona en la 
relación de trabajo.  
 
 
De acuerdo con la doctrina, se asegura que el contrato de trabajo es la misma relación 
de trabajo, como se reafirma al hablar del contrato tácitamente celebrado. El contrato debe ser 
celebrado por escrito y registrado en la Inspectoría de Trabajo. 
 
 




Entre las características del contrato individual de trabajo se encuentran: 
 
 
- Personal: El trabajador presta sus servicios personalísimos, indelegables.  
- Bilateral: Los contratantes se obligan recíprocamente.  
- Oneroso: Cada parte se grava en beneficio de la otra.  
- Conmutativo: Las obligaciones de la partes son equivalentes.  
- Principal: Subsiste por sí mismo.  
- Nominado: Tiene individualidad y denominación propia.  
- De tracto sucesivo: Se cumple y realiza en el tiempo.  







1.5.2. CLASIFICACIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO:  
 
 
De acuerdo con el artículo 11 del Código del Trabajo, el contrato de trabajo puede ser: 
 
 
a) Expreso o tácito, y el primero, escrito o verbal; 
b) A sueldo, a jornal, en participación y mixto; 
c) Por tiempo fijo, por tiempo indefinido, de temporada, eventual y ocasional; 
d) A prueba; 
e) Por obra cierta, por tarea y a destajo; 
f) Por enganche;  
g) Individual, de grupo o por equipo. 
 
 
Dicho artículo, señala textualmente, lo siguiente: 
 
 
“Art. 11.- Clasificación.- El contrato de trabajo puede ser: 
 
a) Expreso o tácito, y el primero, escrito o verbal;  
b) A sueldo, a jornal, en participación y mixto; 
c) Por tiempo fijo, por tiempo indefinido, de temporada, eventual y ocasional; 
d) A prueba; 
e) Por obra cierta, por tarea y a destajo;  
f) Por enganche;  
g) Individual, de grupo o por equipo” 
 
 
Pero, esta clasificación no queda allí, en vista que el artículo 19 del Código del trabajo, señala o, 
mejor dicho complementa la clasificación de los contratos, sobre todos los que tienen la 
obligación de hacerse por escrito, dicho artículo, señala: 
 
 





a) Los que versen sobre trabajos que requieran conocimientos técnicos o de un arte, 
o de una profesión determinada; 
b) Los de obra cierta cuyo valor de mano de obra exceda de cinco salarios mínimos 
vitales generales vigentes; 
c) Los a destajo o por tarea, que tengan más de un año de duración;  
d) Los a prueba; 
e) Los de enganche;  
f) Los por grupo o por equipo; 
g) Los eventuales, ocasionales y de temporada; 
h) Los de aprendizaje;  
i) Los que se estipulan por uno o más años;  y, 
k) Los que se celebren con adolescentes que han cumplido quince años, incluidos 
los de aprendizaje; y, 
l) En general, los demás que se determine en la ley”. 
 
 
1.5.3. REQUISITOS PARA CONTRATAR:  
 
 
En cuanto a los requisitos del contrato individual de trabajo tenemos en primer lugar 
aquellos que son comunes a todo convenio o contrato, señalados por el Código Civil en su 
artículo 1461, que señala lo siguiente: 
 
 
“Art. 1461 del Código Civil.- “Para que una persona se obligue a otra por un acto 
o declaración de voluntad es necesario: 
 
1. Que sea legalmente capaz; 
2. Que consienta en dicho acto o declaración, y su consentimiento no adolezca 
de vicio; 
3. Que recaiga sobre un objeto lícito; y, 
4. Que tenga una causa lícita” 
 
 





CAPACIDAD.- Capacidad legal es aquella actitud que tenemos las personas para 
cumplir con alguna obligación y exigir ciertos derechos. Esta capacidad está determinada por la 
mayoría de edad. La excepción es la incapacidad: 
 
 
Se llama “capacidad” a la aptitud de la persona para ser titular de relaciones jurídicas. 
Esta aptitud es la calidad saliente de la personalidad jurídica a tal punto que con razón se ha 
dicho que no puede faltar en los individuos de una manera absoluta porque tal carencia de 
capacidad sería contradictoria de la personalidad que el derecho moderno predica de todos ellos. 
 
 
Naturaleza.- La capacidad es un atributo inherente a la personalidad. La capacidad para 
realizar actos jurídicos sin que estos tengan como consecuencia una nulidad o anulabilidad, la 
capacidad recae sobre la persona que realizará el acto jurídico, esta persona debe poseer una 
aptitud que le es otorgada por el ordenamiento jurídico que es la capacidad de ejercicio y la otra 
capacidad que la persona tiene desde la concepción que es la capacidad de goce.  
 
 
La capacidad de goce es aquella que la persona posee desde su concepción hasta su 
muerte, esta capacidad de goce consiste en que la persona puede ser titular de derechos pero 
como aún no posee la capacidad de ejercicio no los pude ejercitar.  
 
 
En lo que se refiere a la parte empleadora, se tiene que tomar en cuenta, si es persona 
natural o jurídica:  
 
 
1. Persona natural: Tendrá plena capacidad para contratar, según las reglas del 
Código Civil; es decir si es mayor de dieciocho años y no está sujeto a ninguna clase de 
interdicción legalmente establecida. 
 
 
2. Persona jurídica: Necesita contratar mediante la intervención de sus 
representantes, que pueden ser los directores, gerentes, administradores y, en general, las 
personas que a nombre de sus principales ejercen funciones de dirección y administración, 
aunque no tengan poder escrito y suficiente.  
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El trabajador, en cambio, siempre será una persona natural y, así mismo, su capacidad 
se establecerá según el Código Civil. Podrá entonces contratar libremente la persona mayor de 
edad y no sujeta a interdicción. 
 
 
CONSENTIMIENTO.- Es el visto bueno que se da para acceder u obligarnos a ciertos 
actos. El consentimiento debe ser espontáneo y libre de los vicios. El consentimiento es 
considerado nulo cuando existe alguno se estos vicios: error, fuerza y dolo.  
 
 
El consentimiento es el acuerdo real de voluntades, acuerdo que coincide en todas las 
cláusulas del contrato, lo que hace suponer que existe el conocimiento acerca de lo estipulado y 
que quiere llevarlo a cabo, Por ello resulta indispensable que no adolezca de vicio, entendiendo 
a esto como que no debe haber error, fuerza o dolo. 
 
 
ERROR.- Para que el error vicie el consentimiento es necesario que recaiga sobre la 
especie del contrato que se ejecuta o celebra; sobre la identidad de la cosa específica de que se 
trata; sobre la sustancia o calidad esencial sobre la que versa el acto o contrato o sobre una 
calidad accidental cuando esta es el motivo principal de una de las partes para contratar y este 
motivo es conocido por la otra parte. 
 
 
FUERZA.- La fuerza es otro de los vicios del consentimiento, ésta puede ser física o 
moral y es indudable que afecta a la voluntad, hay violencia física cuando se ha arrancado el 
consentimiento causando una impresión fuerte a una persona de sano juicio, tomando en cuenta 
su edad, sexo o condición, este tipo de vicio puede llegar incluso a causar lesiones en la persona 
de la que se quiere obtener el consentimiento. Existe fuerza moral o intimidación cuando se 
infunde justo temor a una persona de verse expuesto él, su cónyuge sus ascendientes o 
descendientes a un mal irreparable y grave, sin embargo, no podemos tomar en cuenta el temor 




DOLO.- Para que el dolo vicie el consentimiento es necesario que sea realizado por una 
de las partes contratantes y que aparezca claramente que sin él no se hubiese suscrito el 
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contrato, además a pesar de ser un vicio del consentimiento el dolo solamente da lugar a la 
acción de perjuicio en contra de la o las personas que lo fraguaron. 
 
 
OBJETO LÍCITO.- El bien, objeto, cosa, material del contrato tienen que ser lícitos, o 
sea permitidos por la ley El objeto de todo contrato es la obligación misma que consiste en dar, 




CAUSA LÍCITA.- Es el objetivo, finalidad y propósito del contrato que también debe 
ser permitido por la ley. La causa es el motivo determinante del contrato, es un factor subjetivo 
y al igual que el objeto debe ser real y lícito.  
 
 
1.5.4. JORNADA LABORAL: 
 
 
• Se establece en 8 horas diarias, los cinco días a la semana. 
• Queda prohibido el trabajo nocturno. 
• Los días de trabajo son de lunes a viernes. 
• Queda también prohibido el trabajo fines de semana y feriados. 
 
 
Actividad laboral: Es prohibido el trabajo en actividades peligrosas como camales, 
construcción, mercados, mecánica, florícolas, entre otras. En minas, basurales, camales, canteras 
e industrias extractivas de cualquier clase. Actividades de manipulación de substancias 
explosivas, psicotrópicas, tóxicas, peligrosas o nocivas para su vida, su desarrollo físico, mental. 
Prostíbulos, lugares de juegos de azar, venta de bebidas alcohólicas.  
 
 
En actividades que empleen maquinarias peligrosas o que estén expuesto a ruidos que 
excedan los límites de tolerancia. En actividades que agrave la discapacidad de adolescentes 
discapacitados. En actividades prohibidas en otras actividades que están incluidas en 
instrumentos internacionales ratificados por el Ecuador.  
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En hogares que tengan antecedentes de abuso o maltrato y en actividades que están 
contempladas en el Reglamento de trabajos prohibidos para adolescentes en capacidad legal de 
trabajar bajo relación de dependencia o por cuenta propia. 
 
 
1.5.5.  LAS PARTES DEL CONTRATO 
 
 
En el contrato de trabajo intervienen: el Empleador y el Trabajador. Pueden presentarse 
varios casos: un solo Empleador y pluralidad de Trabajadores, varios Empleadores y un solo 
Trabajador y pluralidad de Empleadores y Trabajadores. 
 
 
1.5.6. CONFLICTOS LABORALES  
 
En nuestra legislación ecuatoriana en lo que hace referencia a la materia laboral encontramos 
varios conflictos laborales, ya que en la actualidad se constituye una de las más importantes 
ramas del derecho social, cuyos principios y normas jurídicas regulan las relaciones entre 
empleadores y trabajadores en sus diferentes modalidades y condiciones de trabajo. Dentro de 
los conflictos laborales más importantes tenemos en visto bueno, desahucio, finiquito la 
renuncia y despido intempestivo.  
 
1.6.  EL DESAHUCIO  
 
En términos generales, desahucio es el aviso con el que una de las partes hace saber a la otra que 
su voluntad es la de dar por terminado el contrato de trabajo; aviso que debe darse con la 
anticipación y en la forma determinadas por la ley.  
 
Sin embargo, las disposiciones de la ley son diferentes en cuanto a las modalidades y a los 





1.6.1.  DESAHUCIO EN CONTRATOS A PLAZO FIJO  
 
Cuando el contrato de trabajo se ha celebrado a plazo fijo, cualquiera de las partes, el empleador 
o el trabajador, puede avisar a la otra su voluntad es la de dar por terminado el contrato de 
trabajo; aviso que debe darse con la anticipación y en la forma determinadas por la ley.  
 
Sin embargo, las disposiciones de la ley son diferentes en cuanto a las modalidades 
y a los plazos en que este aviso debe darse. Hace falta, por tanto, una explicación 
concreta de cada caso.  (Vásquez López, 2004, pág. 364) 
 
1.6.2.  DESAHUCIO EN CONTRATOS A PLAZO FIJO  
 
Cuando el contrato de trabajo se ha celebrado a plazo fijo, cualquiera de las partes, el empleador 
o el trabajador, puede avisar a la otra su voluntad de terminarlo a la conclusión del plazo, con 
anticipación de treinta días por lo menos. De no haberse producido la notificación de este 
desahucio, el contrato se convertirá en contrato por tiempo indefinido.  
 
En estos casos de desahucio, pedido por cualquiera de las partes, el empleador bonificará al 
trabajador con un 25% de la última remuneración mensual por cada uno de los años de servicio 
prestados. Sin este pago hecho previamente, el desahucio pedido por el empleador no tendrá 
efecto alguno.  
 
1.6.3.  DESAHUCIO EN CONTRATOS A TIEMPO INDEFINIDO  
 
“El derecho del empleador de desahuciar a un trabajador, en los contratos a tiempo 
indefinido, estuvo durante varios años prohibido por las leyes y decretos que, al 
fijar salarios mínimos, establecen simultáneamente una estabilidad especial para 
los trabajadores comprendidos en este caso, a pesar de que el Código del Trabajo 
seguía manteniendo la institución del desahucio. La última disposición respecto a 
tal estabilidad concluyó su vigencia el 31 de diciembre de 1991”. 
 
Las reformas laborales de noviembre de 1991, que notifican la institución, han creado en este 
punto una situación un tanto ambigua. En efecto, no parece en el texto legal ninguna disposición 
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expresa que aclare de modo definitivo si se mantiene o no en estos contratos la posibilidad de 
darlos por terminado mediante desahucio.  
 
Por una parte, el conjunto de las reformas permitiría opinar que el desahucio sí se mantiene 
como opción, tanto del empleador como del trabajador; sin que sea necesario ningún tiempo de 
espera entre la notificación a la otra parte de la intención de dar por terminado el contrato y la 
terminación del mismo. Por otra parte se podría sostener lo contrario, pues a falta de disposición 
expresa, podrá entenderse que prevalece en materia laboral la interpretación más favorable a los 
trabajadores, en aplicación del principio pro operario.  
 
En todo caso, sí se mantiene el desahucio, el trabajador deberá recibir como bonificación una 
suma equivalente al 25% de la última remuneración mensual que haya percibido por cada uno 
de los años trabajados.  
 
En la ley 90 (contratación a tiempo parcial) se establece una especie de desahucio en los 
contratos a plazo indefinido, mediante el cual el empleador puede notificar al trabajador con 
treinta días de anticipación su voluntad de dar por terminado el contrato.  
 
1.6.4.  CASO DE LIQUIDACION DE EMPRESAS  
 
El empleador que fuere a liquidar definitivamente su negocio o empresa debe dar aviso a sus 
trabajadores, con anticipación de un mes, y este aviso surtirá los mismos efectos que el 
desahucio.  
 
Si por defecto de la liquidación el empleador da por terminadas las relaciones laborales, los 
trabajadores tendrán derecho a las indemnizaciones establecidas en los Arts. 188 y 18 del 
Código del Trabajo.  
 
Pero si el empleador reabriere la misma empresa o negocio dentro del plazo de un año está 




1.6.5.  CASOS EN QUE NO HACE FALTA EL DESAHUCIO  
 
Hay que señalar que en ciertos casos no hace falta el desahucio para dar por terminado el 
contrato:  
 
 En los contratos a prueba, en los cuales las partes pueden darlo por terminado en 
cualquier momento sin necesidad de formalidad alguna.  
 En los contratos eventuales, ocasionales y de temporada, en los cuales el contrato 
termina una vez cumplido el período de labor o los servicios contratados;  
 En los contratos por obra cierta, que terminan con la entrega de la obra;  
 En los contratos con empresas maquiladoras, en los cuales es causa suficiente de 
terminación la conclusión del plazo concedido a la empresa;  
 En los contratos que celebren los usuarios de zonas francas con sus trabajadores.  
 
1.6.6.  PROCEDIMIENTO PARA EL DESAHUCIO  
 
 La solicitud de desahucio debe presentarse ante el inspector o subinspector del trabajo 
del lugar;  
 La solicitud debe ser escrita y patrocinada con la firma de un abogado;  
 Deben acompañarse las cédulas del solicitante y la certificación del IESS de estar al día 
en el pago de las obligaciones respecto al trabajador cuyo desahucio se tramita;  
 El inspector de trabajo notificará el desahucio a la otra parte dentro de las 24 horas 
siguientes;  
 Si el trabajador tiene derecho a la bonificación del 25% por año de servicio, se 
procederá a realizar la liquidación correspondiente por parte del inspector del trabajo y 
el empleador deberá consignar el valor liquidado dentro del plazo de treinta días. Si no 
lo hiciere el desahucio no surtirá efecto alguno.  
 
Ha sido materia de controversia el determinar si en todos los casos en que la ley 
habla de aviso para la terminación del contrato de trabajo se requiere este trámite o 
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si, en aquellas situaciones en que la ley no habla expresamente de desahucio, el 
aviso puede darse en forma privada. Sin embargo, prevalece el criterio de que 
siempre es necesaria la intervención del inspector o subinspector de trabajo, 
inclusive para asegurar la prueba de haberse procedido a dar el aviso exigido por 
la ley y no afrontar después reclamaciones por falta de este aviso. (Vásquez López, 
2004, pág. 370) 
 
 
1.7. EL VISTO BUENO  
 
Podemos definir al visto bueno como la resolución de la autoridad del trabajo, declarando que 
son legales las causas aducidas por el empleador o el trabajador, en su caso, para dar por 
terminado el contrato de trabajo unilateralmente antes de su vencimiento.  
 
Como se deduce de este concepto, para que haya un visto bueno se requieren los siguientes 
elementos: 
  
 La solicitud del empleador o del trabajador, presentada en cualquier momento de la 
relación laboral;  
 La resolución de la autoridad correspondiente del trabajo, en este caso del inspector de 
trabajo;  
 La invocación de una causa legal y justa para dar por terminado el contrato.  
 
1.7.1.  VISTO BUENO SOLICITADO POR EL EMPLEADOR  
 





- “Faltas repetidas e injustificadas de puntualidad o asistencia al trabajo, o 
abandono del mismo por más de tres días consecutivos, siempre que tales hechos se 
hayan producido dentro del mismo mes. En la práctica suele interpretarse lo de 
“faltas repetidas” así mismo colmo más de tres días en el mismo mes;  
- Indisciplina o desobediencia graves a los reglamentos internos legalmente 
aprobados y en general a las disposiciones del empleador en la dirección y 
administración de la empresa o negocio;  
- Falta de probidad o conducta inmoral del trabajador;  
- Injurias graves proferidas por el trabajador contra el empleador, su cónyuge, 
ascendentes, descendientes o representantes;  
- Ineptitud manifiesta del trabajador respecto de la ocupación o labor para la cual 
se le contrató;  
- Denuncia injustificada presentada por el trabajador ante el IESS, respecto al 
cumplimiento de las obligaciones del empleador con el Seguro Social;  
- No acatamiento de las medidas de seguridad, higiene y prevención de accidentes, 
exigidas por la ley, los reglamentos o las autoridades, así como de las 
prescripciones y dictámenes médicos emitidos en esta misma materia;  
- En conformidad con las reformas de noviembre de 1991, también se podrá 
solicitar el visto bueno cuando el trabajador no volviere al trabajo luego de que se 
hubiere cumplido el plazo de una huelga solidaria; o si se rehusare al 
mantenimiento de los servicios mínimos requeridos, en los casos de huelga en el 
sector público o en empresas de interés social o público.” (Trujillo Vázquez) 
 
En cualquiera de estos casos, si el inspector de trabajo concede el visto bueno, termina el 
contrato de trabajo sin que el empleador deba pagar indemnización o bonificación alguna.  
 
1.7.2.  VISTO BUENO SOLICITADO POR EL TRABAJADOR  
 
Las justas causas por las cuales el trabajador puede solicitar el visto bueno son las siguientes:  
 
- “Injurias graves proferidas por el empleador, sus familiares o representantes en 
contra del trabajador, su cónyuge, ascendientes o descendientes;  
- Disminución, falta de pago o falta de puntualidad en el abono de la remuneración 
acordada por las partes;  
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- Exigencia del empleador de que el trabajador ejecute una labor distinta a la 
convenida, salvo los casos de urgencia, por accidente o peligro.” 
 
 
También en estos casos, si el inspector de trabajo concede el visto bueno termina el contrato; 
pero en cambio el trabajador adquiere el derecho a recibir indemnizaciones como si hubiera sido 
despedido intempestivamente. 
 
1.7.3.  PROCEDIMIENTO PARA EL VISTO BUENO  
 
- La solicitud de visto bueno debe presentarse por el peticionario, empleador o trabajador, ante 
el inspector o subinspector del trabajo de la respectiva jurisdicción;  
- La solicitud debe ser escrita y estar firmada por un abogado y en ella se harán constar los 
fundamentos de hecho y de derecho de la petición de visto bueno;  
- Debe estar acompañada por las cédulas del peticionario y si el que presenta es el empleador 
debe acompañar con una certificación del IESS de estar al día en el cumplimiento de las 
obligaciones correspondientes frente al trabajador;  
- El inspector del trabajo dispondrá que la petición sea notificada a la otra parte y le concederá 
dos días para que la conteste;  
- Con la contestación o en rebeldía (o sea, cuando no hay contestación), el inspector procederá a 
investigar los hechos en que se fundamenta la petición. Las partes podrán también presentar las 
pruebas que crean conveniente;  
- Luego de transcurrido el período e investigación, que es de tres días, el inspector dictará su 
resolución aceptando o negando el visto bueno, lo cual significa que se habrá producido un 
despido o un abandono intempestivo con las consecuencias legales correspondientes, aunque 
luego la causa del visto bueno quedara justificada;  
- Sin embargo de lo anterior, el empleador que desee la suspensión inmediata de las relaciones 
laborales, podrá consignar el valor de la remuneración correspondiente a un mes. En este caso el 
inspector dispondrá la suspensión inmediata de las relaciones laborales, sin perjuicio de que, si 
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luego se negare el visto bueno, el trabajador sea integrado a sus labores y se le entregue el valor 
de la remuneración mensual;  
 
- De todas maneras, la resolución del inspector del trabajo no obsta el derecho de cualquiera de 
las partes de impugnar tal resolución; pero en este caso deberá acudir ante el juez del trabajo 
con la demanda correspondiente. En este último caso el juez apreciará la resolución del 
inspector como un informe.  
 
1.7.4.  CASOS EN QUE NO HACE FALTA EL VISTO BUENO  
 
Además de los casos en que el Código del Trabajo expresamente establece la posibilidad de 
recurrir al visto bueno para terminar el contrato de trabajo, el propio Código señala otros casos 
en que no hace falta este trámite especial y pueden el empleador o el trabajador, según sea el 
caso, terminar automáticamente el contrato, sin perjuicio por supuesto de que puedan también 
recurrir al visto bueno. Estos casos son los siguientes:  
 
a) Por parte del empleador:  
 
- Si se tratare de un empleado privado cuando éste haya revelado secretos o hecho divulgaciones 
que perjudiquen al empleador o cuando lo haya inducido a celebrar el contrato mediante 
certificados falsos;  
- Cuando el trabajador de un taller o fábrica se resistiere a obtener la ficha de salud facilitada 
por el empleador y proporcionada por el IESS, previa notificación hecha por la inspección del 
trabajo;  
 
- En los contratos de aprendizaje, cuando el aprendiz cometiere faltas graves de consideración 
contra el empleador, su familia o sus clientes; o tuviere incapacidad manifiesta o negligencia 




- En las empresas de transporte cuando el trabajador desempeñare sus funciones bajo la 
influencia de bebidas alcohólicas o estupefacientes, o faltare injustificadamente al trabajo y sin 
previo aviso por más de veinticuatro horas; o se atrasare más de tres veces dentro de un mes o 
inobservare los reglamentos de tránsito y los especiales de la empresa en lo relativo a la 
prevención de accidentes;  
 
- Cuando una huelga ha sido declarada ilícita, es decir cuando los huelguistas hubieren 
ejecutado actos violentos o causare a las propiedades perjuicios de consideración, el empleador 
podrá despedir a los huelguistas.  
 
b) Por parte del trabajador:  
 
- Cuando se omitieren por parte del empleador las medidas de prevención, seguridad e higiene 
determinadas por los reglamentos;  
 
- En el caso de los aprendices, cuando el empleador no cumpliere las obligaciones específicas 
del contrato de aprendizaje;  
 
- Cuando el empleador hubiere acordado un paro ilegal de las actividades de la empresa o lo 
hubiere prolongado por más tiempo del autorizado, en cuyo caso tendrá derecho a ser 
indemnizado como si se tratare de despido intempestivo;  
 
- Cuando por orden del empleador, el trabajador fuere cambiado de ocupación actual sin su 
consentimiento, aunque el cambio no implique disminución de categoría o remuneración, 
siempre que lo reclamare dentro de los sesenta días posteriores a la orden del empleador. En 
esta situación el trabajador puede a su arbitrio plantear un visto bueno o simplemente 
considerarse despedido intempestivamente.  
 




La ley determina que el empleador sólo podrá hacer valer su derecho a terminar el contrato por 
justa causa, ya sea en los casos en que hace falta, dentro del mes en que se hubiere producido la 
causa legal de terminación.  
 
En el caso del trabajador, la ley solo se refiere a un plazo determinado al referirse al cambio de 
ocupación, en que se establece que el reclamo debe producirse dentro de los sesenta días 
posteriores; pero en los demás casos no señala plazo alguno, por lo cual habrá que entender que 
podrá el trabajador ejercer este derecho en cualquier tiempo, naturalmente mientras subsista la 
relación laboral.  
 
Art. 170.- En los casos previstos en el artículo 169, numeral 3 de este Código, la terminación de 
la relación laboral operará sin necesidad de desahucio ni otra formalidad; bastará que se 
produzca la conclusión efectiva de la obra, del período de labor o servicios objeto del contrato, 
que así lo hayan estipulado las partes por escrito, y que se otorgue el respectivo finiquito ante la 
autoridad del trabajo.  
 
Art. 171.- Obligación del cesionario y derecho del trabajador.- (Reformado por el Art. 183 
del Decreto Ley 2000-1, R.O.144-s, 18-VIII-2000).- En caso de cesión o de enajenación de la 
empresa o negocio o cualquier otra modalidad por la cual la responsabilidad patronal sea 
asumida por otro empleador, éste estará obligado a cumplir los contratos de trabajo del 
antecesor. En el caso de que el trabajador opte por continuar con la relación laboral, no habrá 
lugar al pago de indemnizaciones.  
 
Fallo de Casación: - 21-II-2000 (Exp. 347-99, Tercera Sala, R.O. 54-S, 10-IV-2000)  
 
“...TERCERO...5.- El Art. 171 del Código del Trabajo, como ya lo ha resuelto la 
Sala en otras ocasiones, no contempla responsabilidad solidaria para el cesionario 
o comprador de la empresa o negocio, en relación con derechos insatisfechos u 
obligaciones adquiridas por el cedente o vendedor con sus trabajadores. Lo que 
establece este precepto básicamente, es que el cesionario o comprador (esto es el 
nuevo empleador) está obligado a cumplir los contratos de trabajo del antecesor, 
que es asunto diferente; en virtud de la disposición contenida en este precepto del 
Código Laboral, el nuevo empleador debe responder por el cumplimiento del 
contrato de trabajo con sus trabajadores, esto es, las obligaciones legales y/o 
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contractuales de su antecesor, pero solo a partir del momento que se asume su 
condición de nuevo empleador. En abono a este criterio debe tenerse en cuenta 
cuando el Legislador considera que debe existir solidaridad en situaciones 
análogas, lo señala expresamente, tal como ocurre con la solidaridad para el pago 
de fondo de reserva, que se regula en el Art. 198 del Código del Trabajo...”  
 
 
Jurisprudencia: -31-VIII-81 (GJ, S. XIII, No. 12, p 2808)  
 
“La filosofía de los Arts. 170 (171), 200 (198) y 208 (206), regla 2ª, del Código de 
Trabajo, es definidamente amparadora de los derechos del trabajador, ya que con 
esas disposiciones se evita que éste tenga que deducir demandas contra cada uno de 
los empleadores en el mismo y continuado medio de labor, corriendo los riesgos de 
la actividad judicial ante distintos jueces, lo que no sería de equidad y destrozaría 
la unidad del derecho del trabajo, debiendo recordarse, en esta parte, que el 
derecho laboral es esencialmente de equidad, lo que equivale decir de la justicia sin 
venda, como explican los tratadistas del Derecho del Trabajo.”  
 
 
-22-VI-87 (GJ, s. XV, No. 2, p. 444)  
 
 
“El artículo 170 (171), concerniente al otro supuesto examinado, esto es el de 
cesión o enajenación, manda sencillamente que, en tales casos, el cesionario o el 
comprador estarán obligados a cumplir los contratos de trabajo del antecesor´, por 
donde se hecha de ver, con toda claridad que, en esta situación, que es la de autos, 
no hace falta preaviso a los trabajadores y que ellos se hallan garantizados de 
estabilidad en sus puestos, en virtud de la obligación que tiene el cesionario o 
comprador de cumplir los contratos de trabajo del antecesor. Claro está que si el 
cesionario o comprador incumple ese deber y despide intempestivamente a los 










TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL  
 
1.9. FORMAS DE DAR POR TERMINADA LA RELACIÓN DE TRABAJO 
 
 
Conforme lo dispone el Art. 169 del Código del Trabajo, el contrato individual, termina 
por:  
 
1.- Por las causas legalmente previstas en el contrato 
2.- Por acuerdo de las partes 
.- Por la conclusión de la obra, período de labor o servicios objeto del contrato 
4.- Por muerte o incapacidad del empleador 
5.- Por muerte del trabajador o incapacidad permanente 
6.- Por caso fortuito o fuerza mayor 
7.- Por voluntad del empleador en los casos del artículo 172 del Código del Trabajo 
8.- Por voluntad del trabajador según lo dispuesto en el artículo 173 del Código del 
Trabajo 
9.- Por desahucio. 
 
 
El contrato puede terminar por voluntad unilateral del trabajador (renuncia), o del 
empleador (despido), y tiene su explicación en que el contrato individual de trabajo presenta una 
situación asimétrica para las partes (no hay igualdad entre ellas, sino que una está subordinada a 
la otra). 
 
1.10.  CAUSALES DE TERMINACIÓN. 
 
 
Entre las principales causales de terminación del contrato de trabajo, se encuentran las 
siguientes. 
 
- Desahucio patronal o terminación de la relación laboral sin expresión de causa: El 
empleador, por su propia voluntad, decide poner fin al contrato de trabajo, sin ofrecer 
mayores justificaciones.  
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- Renuncia del trabajador: El trabajador simplemente renuncia a su propio trabajo, lo 
que surte efectos inmediatos. 
 
 
- Terminación por causas propias del contrato: El contrato de trabajo llega a su fin por 




- Terminación por infracción del empleador de acuerdo al artículo 173 del Código del 
Trabajo: En estas causales el trabajador se considera agraviado o perjudicado en sus 
derechos cuando el empleador comete una infracción grave que hace imposible 
continuar el vínculo, en este caso el trabajador puede acudir ante el Inspector o 
Inspectora de Trabajo a solicitar el correspondiente visto bueno y una vez aceptado, el 
empleador tiene la obligación de cancelarle todos sus derechos, así como las 
indemnizaciones y bonificaciones correspondientes. 
 
 
Una vez demostradas las causas de terminación de la relación laboral, previo visto 
bueno, señaladas en el artículo 173 del Código del Trabajo, se configura como despido 
intempestivo, con las consiguientes consecuencias que tiene que cumplir el empleador 
para con el trabajador. 
 
 
- Terminación por infracción del trabajador: Son el derecho que tiene el empleador a 
poner término al contrato de trabajo, despidiendo al trabajador, en caso de que éste 
realice una infracción grave que hace imposible continuar con el vínculo laboral. 
 
 
- Terminación por necesidades de la empresa: Opera debido a consideraciones 
económicas que nada tienen que ver con el trabajador en sí mismo. Tal como lo señala 
el artículo 169 del Código del Trabajo, que señala: 
 
 
“Art. 169.- Causas para la terminación del contrato individual.- El contrato 
individual de trabajo termina: 
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1. Por las causas legalmente previstas en el contrato; 
2. Por acuerdo de las partes;  
3. Por la conclusión de la obra, período de labor o servicios objeto del contrato;  
4. Por muerte o incapacidad del empleador o extinción de la persona jurídica 
contratante, si no hubiere representante legal o sucesor que continúe la empresa o 
negocio; 
5. Por muerte del trabajador o incapacidad permanente y total para el trabajo; 
6. Por caso fortuito o fuerza mayor que imposibiliten el trabajo, como incendio, 
terremoto, tempestad, explosión, plagas del campo, guerra y, en general, cualquier 
otro acontecimiento extraordinario que los contratantes no pudieron prever o que 
previsto, no lo pudieron evitar; 
7. Por voluntad del empleador en los casos del artículo 172 de este Código; 




1.11.  ATRIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DEL TRABAJO  
 
 
El Inspector del Trabajo es una persona competente, con conocimiento y habilidad 
suficiente para llevar a cabo la inspección de los lugares de trabajo y elaborar el informe 
correspondiente. Es pues, quien examina, quien tiene a su cargo la vigilancia y la inspección de 
las fábricas, empresas y en general los sitios de trabajo. Es la persona física acreditada por el 
Ministerio de Relaciones Laborales como agente supervisor de las actividades y procesos 
sujetos de control, de esta entidad. Los inspectores del trabajo son provinciales. 
 
 
El Art. 545 del Código del Trabajo, entre las atribuciones de los Inspectores establece 
5ta. La de conceder o negar el Visto Bueno en las solicitudes de despido de los trabajadores o de 
separación de éstos; y el Art. 183 Código del Trabajo manda que las causales expuestas para 
fundamentar la petición del Visto Bueno deben ser calificadas por el Inspector del Trabajo, cuya 






Pero, como todo acto jurídico, para que surta los efectos deseados requiere seguir un 
trámite legal, nuestro legislador nos ha señalado los pasos a darse, siendo los mismos aquellos 
que nos señala el Art. 621 del Código del Trabajo. 
 
 
La resolución del Inspector del Trabajo no quita el derecho de acudir ante el Juez del 
Trabajo, pues sólo tendrá valor de informe que se lo apreciará con criterio judicial, en relación 
con las pruebas rendidas en el juicio. Siendo nuestra propuesta la reforma del Código del 
Trabajo de modo que, la resolución administrativa del Inspector del Trabajo pueda ser 
impugnada-apelada, de tal suerte que el inmediato superior, es decir el Director del Trabajo 
pueda conocer la legalidad o ilegalidad de la solicitud de Visto Bueno.  
 
 
Impugnación que servirá de filtro porque evitará la interposición de un juicio laboral por 
despido intempestivo, haciéndole ahorrar al Estado tiempo y dinero, y sobretodo velando por la 
cristalización de los derechos de los trabajadores. Dando soluciones directas, inmediatas, firmes, 
rápidas y equitativas. 
 
 




1. Funciones de Acción.- Estas facultades o funciones de acción se encuentran 
plasmadas en las disposiciones actuales que establece el Código del Trabajo; y es 
así que el Inspector del Trabajo ejerce su potestad jurídica en el conocimiento y 
resolución de Vistos Buenos; conocimiento y requerimiento en accidentes de 
trabajo o muertes por accidentes de trabajo; en enfermedades profesionales; 
conocimiento y notificación de desahucios; registro de contratos de trabajo; 
integración en los Tribunales de Conciliación y Arbitraje; etc.  
 
 
2. Funciones de Control.- Hacemos referencia a la INSPECCIÓN en los lugares de 
trabajo; y para ello es menester hacer hincapié en que nuestras leyes laborales, 
consecuentes con la realidad social de nuestros trabajadores y empleadores, regula 
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en sus artículos 42 al 46 sobre las obligaciones, derechos y prohibiciones inherentes 
a estos dos sujetos de la relación laboral.  
3. Funciones de Asesoramiento y Orientación.- Asesoramiento y orientación que se 
basa fundamentalmente en el diálogo permanente del Inspector, como autoridad de 
trabajo, con los trabajadores coligados en una asociación, comité de empresa o 
sindicato; de igual manera con los trabajadores individualmente considerados, y por 
ende con los empleadores. 
 
 
4. Funciones de Información.- La labor que desempeña el inspector es de suma 
importancia; porque con la información que brinde a través del diálogo permanente 
con el trabajador, hace sentir en él, la satisfacción de no estar solo, y con el respaldo 
del Estado a su condición de sujeto productivo de la sociedad. 
 
 
5. Otras Funciones.- Concordantemente con lo manifestado, esta autoridad se 
encuentra revestida tácitamente de la facultad de autoridad pacifista y mediadora 
laboral;   
 
6. En cambio su intervención en los conflictos colectivos, se manifiesta a través de la 
integración de los llamados Tribunales de Conciliación y Arbitraje; en donde la 
controversia laboral es sometida a decisión, no sólo del Inspector, sino que la 
decisión del fallo está determinada por el Tribunal. 
 
 
1.13.  OBJETIVOS DEL INSPECTOR DEL TRABAJO. 
 
 
Dentro de los objetivos de la Inspección del Trabajo y por ende del Inspector de Trabajo, 
tenemos los siguientes: 
 
 
1. Cuidar de que en todos los centros de trabajo se observen las disposiciones que 
sobre seguridad e higiene de los talleres y más locales de trabajo, establecen el 





2. Cuidar de que las relaciones provenientes del trabajo respeten los derechos y se 
cumplan las obligaciones que la ley impone a empleadores y trabajadores; 
 
 
3. Efectuar las visitas a las que se refiere el numeral 5 del artículo 542 de este Código; 
 
 
4. Cerciorarse, por los medios conducentes, tales como la revisión de documentos y 
registro de las empresas, la interrogación al personal de los establecimientos sin 
presencia de testigos, etc. Del cumplimiento de las disposiciones legales y 
reglamentarias referentes al trabajo, y hacer constar sus observaciones en los 
informes que eleven a sus respectivos superiores jerárquicos; 
 
 
5. Conceder o negar el visto bueno en las solicitudes de despido de los trabajadores o 
de separación de éstos, y notificar los desahucios, de acuerdo con las prescripciones 
pertinentes de este Código; 
 
 
6. Intervenir en las comisiones de control; 
 
 
7. Imponer multas de acuerdo con las normas de éste Código; y, 
 
 




Estos objetivos son los que debe cumplir el Ministerio de Relaciones Laborales por medio de 
sus empleados o funcionario públicos, en especial, como su nombre lo indica, proteger y 














Los inspectores del trabajo son responsables civil y penalmente, en caso de divulgar, en 
forma maliciosa los procedimientos de fabricación y de explotación que lleguen a su 
conocimiento con motivo del ejercicio de sus funciones. 
 
 
Cuando los inspectores del trabajo se extralimitaren en sus funciones, serán sancionados 
por el Director Regional del Trabajo, con multa de cuatro dólares de los Estados Unidos de 
América, y además con la destitución, si actuaren con parcialidad o malicia.  
 
 
Cabe además manifestar que los Inspectores de Trabajo presiden los Tribunales de 
Conciliación, cuando se presentan conflictos laborales colectivos. Lo que significa que también 
hacen las veces de Mediadores. Rol, que no puede ser vanamente desperdiciado, y que 
lógicamente debe ser encaminado al servicio permanente de la comunidad, mediante la 




El artículo 283 del Código de Trabajo, señala las atribuciones de los inspectores o 
inspectoras de trabajo, de esta norma se desprende: 
 
 
“Art. 283.- Atribuciones de los inspectores del trabajo.- Respecto del trabajo a 
domicilio, además de las atribuciones generales, corresponde también a los 




1. Comprobar que los empleadores se hayan inscrito en el registro de empleadores 
del trabajo a domicilio, exigiéndoles la presentación del correspondiente  
certificado; que los trabajadores tengan la libreta a la que se refiere el artículo 276 
de este Código, y que los empleadores lleven debidamente el registro de 
trabajadores a domicilio; 
 
2. Cerciorarse de que en los respectivos locales se halle fijada, en sitio visible, la 
tarifa de salarios, y de que los pagos se efectúen conforme a lo que en ella se 
encuentra establecido; y, 
 
3. Practicar inspecciones periódicas a los locales en donde se realice el trabajo a 
domicilio cuando aparezca que laboran juntos más de cinco obreros. Podrán 
también inspeccionar los talleres cuando recibieren denuncia de que el trabajo que 
en ellos se realiza, es peligroso o insalubre”. 
 
 
1.15.  LOS DIRECTORES DE TRABAJO 
 
 
Los directores de trabajo, se encuentran distribuidos en: 
- La Dirección y subdirecciones de mediación laboral; y, 
- La Dirección de Empleo y Recursos. 
 
 
Corresponde a la Dirección y subdirecciones de Mediación Laboral: 
 
 
1. Elaborar y ejecutar programas de contacto entre empleadores y trabajadores, a 
través de sus respectivos organismos, encaminados a lograr un mejor entendimiento 
entre ellos; 
 
2. Realizar la mediación obligatoria conforme a lo previsto en el Código del Trabajo; 
 
3. Realizar la mediación previa a cualquier conflicto colectivo de trabajo; 
 
4. Impulsar la negociación colectiva y convertirla en medio eficaz para el 




5. Impulsar y propender al trato extrajudicial de los conflictos colectivos de trabajo, 
que tienda a aproximar las posiciones de las partes; y, 




Corresponde a la Dirección de Empleo y Recursos Humanos: 
 
 
a) Orientar la utilización adecuada de la fuerza laboral del país; 
 
b) Promover y ejecutar la política de empleo, mediante el servicio de 
colocación; 
 
c) Investigar y atender todo lo relacionado con la selección de las migraciones 
labora 
 
d) Llevar el registro de los trabajadores ocupados y desocupados, siguiendo 
una catalogación metodizada y completa con forme a las diversas ramas de 
trabajo, con las especificaciones necesarias; y, 
 
e) Las demás conferidas por la ley. 
 
 
El servicio de colocación será público y gratuito, y sus fines los siguientes: 
 
 
a) Aproximar la oferta y la demanda de mano de obra, relacionando a los 
trabajadores desocupados o en demanda de colocación, con los empleadores 
que los necesiten; 
 
b) Proporcionar un conocimiento general, uniforme y centralizado de las 
necesidades de las diversas profesiones e industrias de las características y 




c) Obtener el empleo de los desocupados en las obras públicas nacionales o 
municipales y las que emprendan las demás entidades de derecho público, y 
gestionar que se les concedan facilidades para adquirir tierras baldías y 
medios de cultivo; y, 
 
 
d) Procurar la reintegración de los campesinos a las labores agrícolas que 





EL VISTO BUENO 
 
 
1.16.  DEFINICIÓN 
 
 
Según (Carlos Vela Monsalve), constituye  
 
 
“…la resolución del Inspector del Trabajo o de quien haga sus veces, que se 
pronuncia a solicitud de parte y según el procedimiento especial determinado en la 
Ley”. A decir de Nelly Chávez, el Visto Bueno es “…una autorización que concede 
el Inspector del Trabajo para dar por terminado un contrato individual, cuando una 




Otra definición, señala: 
 
 
 “El Visto Bueno es una diligencia de carácter administrativo por la cual se obtiene 
de la Autoridad del Trabajo la aprobación para dar por concluidas las relaciones 
laborales con un trabajador bajo dependencia”. 
 
 
En corolario se puede manifestar que el visto bueno es un recurso estipulado en el 
Código del Trabajo que faculta la terminación de la relación laboral. El visto bueno puede ser 
solicitado tanto por el empleador o patrono como por el empleado. 
 
 
El visto bueno es una de las formas de dar por terminada la relación laboral por parte 
del Empleador o Trabajador en los casos previstos por la norma legal laboral y que tiene por 
finalidad encontrar una solución rápida a las diferencias entre las dos partes o forzar por medio 
de la vía administrativa la terminación de la relación laboral persistente. 
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1.17.  REQUISITOS PARA SOLICITAR EL VISTO BUENO 
 
 
El trabajador lo solicita con patrocinio de un Abogado, de igual manera que una 
demanda, es decir debe cumplir con requisitos legales y formales. Debe existir un fundamento 
legal es decir una de las causales mencionadas en el Art. 172 del Código del Trabajo. 
 
 
Para que el trámite inicie corresponde al empleador presentar el visto bueno por escrito, 
con firma de abogado y por triplicado ante el Inspector del Trabajo, alegada una o varias de las 
causales de Visto Bueno contenidas en el Art. 172 del Código del Trabajo, además deberá 
acompañar conforme como lo determina el Art. 618 del mismo Código lo siguiente: 
 
 
1. Certificado del IESS, correspondiente al último mes de aportaciones (Conste 
cartera, cobranzas, aportes y fondos de reserva Art. 172 del Código del Trabajo, 
además deberá acompañar conforme como lo determina el Art. 92 del Reglamento 
de Seguridad Social; 
 
2. Copia de cédula de identidad y papeleta de votación del empleador o del 
representante legal; 
 
3. Último rol de pago del trabajador; 
 
4. Si es persona natural, deberá acompañar el número de Registro Único de 
Contribuyentes R.U.C y, si es persona jurídica a más del documento mencionado, 
acompañará el nombramiento que le da la calidad de Representante Legal; 
 
5. Copia del contrato de trabajo legalizado en caso de suspensión de labores; 
 
6. Cheque certificado a nombre del Ministerio de Relaciones Laborales; 
 
7. Si es Artesano, copia de calificación artesanal; 
 




De acuerdo con la página web del Ministerio de Relaciones Laborales, los requisitos para 
solicitar el visto bueno del empleador al trabajador, con o sin suspensión de la relación laboral 
son los siguientes: 
 
 
Solicitud de visto bueno dirigida al Inspector de Trabajo con firma de abogado (tres 
originales) en la que conste: Correo electrónico que señale el solicitante, teléfono 
fijo y casillero judicial. 
 
2. Copia del nombramiento del representante legal, apoderado o persona natural 
 
3. Copia de la cédula y certificado de votación del representante legal o patrono 
 
4. Copia actualizada del RUC de la empresa 
 
5. Certificado actualizado de Cumplimiento de Obligaciones con el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) o convenio de purga  por mora. 
 
6. Croquis de la dirección del lugar de notificación 
 
7. Resolución o pronunciamiento del Comité Obrero Patronal en los casos donde 
existe contrato colectivo que establece este requisito. 
  
• En caso de visto bueno con suspensión de relación laboral, se debe consignar el 
valor correspondiente a la última remuneración para el trabajador por lo que se 
debe adjuntar el comprobante de depósito respectivo (cuenta del MRL del Banco 
Nacional Fomento N°3001038964). 
 
• En caso de concesión de visto bueno a favor del patrono previa a la presentación 
del comprobante de consignación y con la resolución de aceptación del visto bueno 
se devolverá (al empleador) vía transferencia electrónica la remuneración 
consignada. 
• En caso de negativa del visto bueno, el trabajador deberá reintegrarse de manera 
inmediata y el monto consignado se entregará al trabajador por transferencia 
electrónica. (http://www.tramitesciudadanos.gob.ec) 
En cambio, cuando el visto bueno es solicitado por el trabajador en contra de su 





1. Solicitud de visto bueno dirigida al Inspector de Trabajo con firma de abogado 
(tres originales) en la que conste: Correo electrónico que señale el solicitante, 
teléfono fijo y casillero judicial. 
 
2. Copia de la cédula y certificado de votación del representante legal o patrono 
 




1.18. NATURALEZA JURÍDICA DEL VISTO BUENO 
 
 
El Visto Bueno se ha creado como una institución para proteger a las partes vinculadas 
en el contrato individual de trabajo, tiene muchos efectos jurídicos, siendo la resolución 
administrativa dada por el Inspector del Trabajo cuya persona califica la legalidad o no; del 
motivo alegado para romper el vínculo laboral. 
 
 
La Ley, ponderando la importancia del interés individual y del interés social 
comprometido en la terminación del contrato de trabajo, fijó taxativamente los únicos motivos 
que había de establecerse como legítimos para proceder a tal terminación. 
 
 
La estabilidad laboral y su continuidad, constituyen verdaderos postulados que se 
apoyan en los principios de Justicia Social; por eso es necesario limitar la voluntad de los 
contratantes en materia laboral. 
 
 
El Visto Bueno es un requisito previo para justificar debidamente el despido o abandono 
que se basan en las causales de los Arts. 172 y 173 del Código del Trabajo. Corresponde al 
Inspector del Trabajo calificar las causas aducidas para la terminación del contrato, para poder 
consecuentemente conceder o negar su Visto Bueno, esto no quiere decir que el peticionario 





Aquí es donde precisamente surge la dificultad para determinar cuál es su verdadera 
naturaleza jurídica: si acaso se trata de una resolución de carácter administrativo o de una 
resolución de carácter judicial. 
 
 
Existen algunas disposiciones en el Código del Trabajo, que no precisan la Naturaleza 
Jurídica del Visto Bueno, y que por ello necesitan ser debidamente aclaradas, puesto que si el 
interesado no acude ante el Juez del Trabajo, el Visto Bueno resuelve el asunto controvertido, lo 
decide, asimilándose entonces a una sentencia; pero ante el Juez del Trabajo, conforme a la 
clara disposición del segundo inciso del Art. 183 del Código del Trabajo , el Visto Bueno tendrá 
valor de informe, que se lo apreciará con criterio judicial, en relación con las pruebas en el 
juicio. Más aún si consideramos la norma jurídica contenida en Art. 589 del Código del Trabajo, 
que literalmente manifiesta: “Cuando el Inspector hubiere conocido anteriormente el caso según 
el Art. 621 de este Código, se tendrá por informe su resolución al conceder el Visto Bueno 
 
 
Sin embargo, se debe tener presente que el Visto Bueno previsto en el artículo 172 del 
Código del Trabajo, constituye una sanción para el trabajador, por eso es que la ley no confiere 
garantías a los dirigentes sindicales, cuya conducta se adecue a las causas detalladas en la 
prenombrada disposición normativa. 
 
 
Es preciso manifestar que, la resolución dictada por el Inspector del Trabajo es 
impugnable ante el juez de trabajo competente para quien la prenombrada resolución tiene el 
valor de informe.  
 
 
Mientras el juez de trabajo no se pronuncie, la resolución emitida por el Inspector de 
Trabajo competente, es un acto que goza de los principios de legalidad, legitimidad y 
ejecutoriedad, consecuentemente debe ser cumplida. 
 
 
Los que sostienen que el Visto Bueno es un simple informe parten de la interpretación 
de los Arts. 183 y 589 del Código del Trabajo, ya que en estas normas legales se manifiesta que 
la resolución del Inspector de Trabajo sólo tendrá valor de informe, ante el Juez del Trabajo; y 
se tendrá por informe su resolución al conceder el Visto Bueno, respectivamente. 
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Se debe aclarar cada uno por separado: en el primer caso, es decir, en el Art. 183 inciso 
segundo Código del Trabajo, se pretende impedir que un Visto Bueno otorgado por una 
autoridad competente llegue a coartar la facultad del Juez del Trabajo de decidir sobre el asunto 
que es puesto a su consideración, ya que de no considerarse en ese supuesto el Visto Bueno 
como un mero informe, implicaría que el Juez debe limitarse a revocarlo, reformarlo o 
confirmarlo, como si se tratara de una verdadera apelación hecha a un superior; por esta razón 
es que resulta tan lógica y razonable la disposición que revisamos. 
 
 
El segundo inciso del Art. 589 Código del Trabajo, si bien califica igualmente el Visto 
Bueno como informe, la razón es otra, evitar la duplicación de informes. 
 
 
Ya que debiendo presentarse informe del Inspector en toda demanda del trabajo, como 
lo dispone el inciso primero de este artículo, se da por cumplida tal obligación por parte del 
Inspector en el caso del Art. 183 inciso segundo Código del Trabajo con el Visto Bueno que 
emitió sobre el asunto. 
 
 
Se puede afirmar que el Visto Bueno, solo en los casos en que se recurra de el ante el 
Juez de Trabajo, tendrá valor de informe, lo cual sucede en prácticamente todos los casos. 
 
 
Por otra parte, existen corrientes que señalan que el visto bueno es una sentencia en 
vista que el inciso el inciso segundo del Art. 183 del Código del Trabajo habla de la resolución 
del Inspector, al igual que lo hacen los Arts. 589 y 621 del mismo cuerpo de Leyes; 
 
 
El Visto Bueno, parece reunir en esencia los caracteres de una sentencia, más aún si 
consideramos que a esta resolución ha precedido:  
 
 
Pero aun cuando reúne algunos caracteres de sentencia, no los reúne todos, ni puede, 
por lo mismo, ser considerado procesalmente como tal basta mencionar un elemento esencial 
que requiere para ser sentencia, del cual carece el Visto Bueno como resolución del Inspector 
del Trabajo, y es precisamente que no lo expide la función judicial, única con el poder de 
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administrar justicia, con la potestad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado; sino que es expedido 
por una autoridad administrativa.  
 
 
De ser favorable la resolución del visto bueno y si es solicitada por el trabajador, se 
suspenderá definitivamente la relación laboral con respecto al patrono, y este depositará en la 
Inspectoría del Trabajo la cantidad de una remuneración mensual que percibía el trabajador; si 
el caso no fuere aceptado al trámite de Visto Bueno, el empleador se verá obligado a restituir en 
el puesto en el que venía desempeñándose el trabajador, en caso de no acatar la resolución 
tendrá que ser sancionado con las indemnizaciones que corresponden cuando haya procedido al 
despido intempestivo del trabajador. 
 
 
1.19.  EL VISTO BUENO SOLICITADO POR EL EMPLEADOR 
 
 
Art. 172.- “El empleador podrá dar por terminado el contrato de trabajo, previo 
Visto Bueno, en los siguientes casos:  
 
1. Por faltas repetidas e injustificadas de puntualidad o de asistencia al trabajo 
o por abandono de éste por un tiempo mayor de tres días consecutivos, sin causa 
justa y siempre que dichas causales se hayan producido dentro de un período 
mensual de labor; 
 
Entre otra de las características de esta causal, debemos puntualizar que los 
atrasos y/o faltas deben ser “INJUSTIFICADAS”. 
 
 
Es asimismo de puntual atención que esta primera causal hace referencia en forma 
textual: “siempre que dichas faltas se hayan producido dentro de un período mensual de 
labor”. Por lo tanto no basta la sola enunciación de la falta como tal, sino que esta se encuentre 
dentro de un período idéntico.  
 
 
La misma causal también habla de un tercer motivo que es: “…abandono del trabajo 
por un tiempo mayor de tres días consecutivos dentro de un período mensual de labor sin 
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justificación…”, de lo que se entiende que cuando llegue el cuarto día consecutivo sin asistir al 
trabajo el empleador podrá solicitar el Visto Bueno  en contra del trabajador. 
 
 
2. Por indisciplina o desobediencia graves a los reglamentos internos legalmente 
aprobados; 
 
La falta que cometa el trabajador debe ser grave, aquella que ocasione consecuencia de 
hecho y de derecho que alteren la actividad normal de la empresa, por ejemplo paralización 
temporal o definitiva de las actividades propias del trabajador o de del comercio o industria para 
la cual presta los servicios el trabajador.  
 
 
3. Por falta de probidad o por conducta inmoral del trabajador; 
 
El trabajador debe prestar sus servicios lícitos y personales, ajustado a la Ley, la moral, 
la ética y las buenas costumbres; es decir  debe ser íntegro, y honrado en su obrar, 




Debemos partir primero de que esta causal tiene dos partes, la primera que es la 
falta de probidad, justamente para entender lo que es la falta de probidad, debemos 
conocer el significado de probidad: “…bondad, rectitud  de  ánimo, hombría  de  
bien, integridad y  honradez  en  el obrar” . 
 
 
La segunda es la conducta inmoral del trabajador. La moralidad es: “…la norma de 
conducta que los seres humanos civilizados y socialmente reunidos, debemos observar en todas 
nuestras actuaciones, pues de lo contrario estaríamos ofendiendo a los demás, lo cual se 
tornaría en un impedimento para la vida en sociedad, siendo los actos inmorales los que 
transgreden la norma de conducta prestablecida”; por eso decimos que lo moral es lo bueno y 





4. Por injurias graves irrogadas al empleador, su cónyuge o conviviente en unión 
de hecho, ascendientes o descendientes, o a su representante; 
 
 
 “La injuria presenta la idea del agravio violento. El ultraje exterioriza la idea del 
vilipendio público. Es la desconfianza de la honradez de una persona de bien, es 
una injuria; tratarle públicamente de ladrón”. 
 
 
Formalmente, puede consistir en la atribución de unos hechos, en la expresión de 
palabras soeces, en la ejecución de acciones de menosprecio, en una comparación denigrante, en 
la burla injustificada, en formular juicios de minusvaloración sobre otro.  
 
 
En conclusión podemos manifestar que la constituye toda acción proferida o ejecutada 
en descrédito o menosprecio del empleador, sus ascendientes, descendientes. A pesar de que no 
se incluye como una cláusula en los contratos, es importante citar que toda relación social en 




5. Por ineptitud manifiesta del trabajador, respecto de la ocupación o labor para la 
cual se comprometió; 
 
 
La ineptitud se la puede entender como la falta de capacidad para desarrollar una 
actividad física o intelectual.  
 
 
Dependiendo de la naturaleza del negocio de la empresa, se requiere contar con personal 
que tenga el suficiente conocimiento y experiencia en el manejo de la actividad encomendada. 
Sería riesgoso no solo para la integridad y prestigio del empleador que su personal no demuestre 
eficiencia, sino que aquella puede acarrear perjuicios económicos por aquel descuido o 





6. Por denuncia injustificada contra el empleador respecto de sus obligaciones en 
el Seguro Social. Pero, si fuere justificada la denuncia, quedará asegurada la estabilidad del 
trabajador, por dos años, en trabajos permanentes; y, 
 
 
De conformidad con lo que dispone el Artículo 369 de la Constitución de la República 
del Ecuador, el Seguro Universal obligatorio cubrirá las contingencias de enfermedad, 
maternidad, paternidad, riesgos de trabajo, cesantía, desempleo, vejez, invalidez, discapacidad, 
muerte y otras que establece la Ley.  
 
 
7. Por no acatar las medidas de seguridad, prevención e higiene exigidas por la 
ley, por sus reglamentos o por la autoridad competente; o por contrariar, sin debida 
justificación, las prescripciones y dictámenes médicos” 
 
 
Para lograr una adecuada armonización entre las medidas de seguridad, las reglas de 
higiene, el reglamento de la empresa o lugar de trabajo y las prescripciones de la autoridad 
competente y los dictámenes médicos, se requiere precisar detalladamente en el contrato 
individual de trabajo, estos puntuales aspectos. Además, se debe difundir, mediante circulares y 
letreros, en resumen las normas más importantes de prevención.  
 
 
1.20.  EL VISTO BUENO SOLICITADO  POR EL TRABAJADOR 
 
 
1.- “Por injurias graves inferidas por el empleador, sus familiares o representantes 
al trabajador, su cónyuge, ascendientes o descendientes”.- 
 
 
En derecho lo que se afirma debe probarse, es decir que,  en este caso, el delito de 
injurias graves, tipificado y sancionada por el Art. 490, numeral 1. del Código Penal, debería ser 
juzgado y sancionado previamente, caso contrario a más de coartarle al trabajador el derecho a 
la defensa, también  se atentaría contra la garantía del debido proceso determinado en el Art. 76 
de la Constitución de la República. El Inspector o subinspector del Trabajo, por su condición de 
autoridad administrativa, no tiene la calidad de Juez para atribuir actos delictivos  ni conductas 
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atípicas, se trataría entonces de un caso de prejudicialidad, en donde la Sentencia condenatoria, 
sería prueba plena para conceder el respectivo Visto  Bueno.  
 
 




Esta causal tiene inmerso tres motivos para solicitar el Visto Bueno por parte del 
trabajador y las desglosamos de la siguiente manera: 
 
 
a) Por disminución de la remuneración 
b) Por falta de pago de la remuneración 
c) Por falta de puntualidad en el pago 
 
 
La remuneración también se sujeta a una serie de aspectos que se traducen ciertamente en 
problemas que tienen que ver con: 
  
 
a) Remuneración inferior a lo establecido en la ley (entiéndase sueldo básico unificado 
b) Asignación de actividades fuera del horario de trabajo.  
c) No pago de horas extras.  
d) Sueldos distintos para idéntica función.  
e) Retraso en los pagos.  
f) Pago en bienes o productos que produce la propia empresa. 
g) Descuento de préstamos al contado sin otorgar facilidades de pago al trabajador.  
h) Concesión de préstamos bajo el cobro de un interés.  
i) Negación o dilatación de anticipos.  
j) Pago en cheques sin fondos  
 
 
3.- “Por exigir que el trabajador ejecute una labor distinta de la convenida, salvo en los casos de 
urgencia previstos en el Art. 52 y artículo 19 literal d) referente al trabajo polifuncional, pero siempre de 




Esta causal establece una regla y su excepción. Así el artículo 52 del Código del Trabajo 
hace referencia al trabajo que se efectúa en sábados y domingos,  con dos finalidades:  
 
 
1. Necesidad de evitar un grave daño al establecimiento amenazado por la 
inminencia de un accidente o por caso fortuito o fuerza mayor; y,  
 
2. La condición manifiesta de que la industria, explotación o labor no pueda 
interrumpirse en razón de la naturaleza de las necesidades que satisfacen.  
 
 
Conocida la excepción que tiene que ver con la urgencia de prestación de servicios 
laborales, los cuales en muchos de los casos se refieren a circunstancias no previstas que alteran 
el normal desempeño de las actividades, es preciso comprender que la regla impone un detalle 
pormenorizado de las funciones a ser ejecutadas.  
 
 
1.21.  TRÁMITE DEL VISTO BUENO  
 
 
De acuerdo con la página web del ministerio de Relaciones Laborales, se tiene que el 
trámite para solicitar el visto bueno, ya sea del trabajador o del empleador, es el siguiente: 
 
 
a. Empleador o trabajador ingresa la documentación en la oficina del MRL que 
corresponda al lugar de trabajo. 
b. Se califica el visto bueno y se notifica al trabajador o empleador dentro de 24 
horas, concediéndole dos días para que conteste. 
c. Con su contestación o en rebeldía señala día y hora para la diligencia de 
investigación en el lugar de trabajo. 
d. Se emite la correspondiente Resolución otorgando o negando el visto bueno y se 
notifica al casillero judicial. (www.tramitesciudadanos.gob.ec) 
 
 












LA SOLICITUD.- La solicitud, deberá ser presentada al Inspector del Trabajo y deberá 
contener básicamente las causales y fundamentos por los cuales se solicita dicho trámite, el 




LA NOTIFICACIÓN.- En lo que se refiere a la notificación, de la misma manera que la 
solicitud, aunque no se trate de una demanda propiamente dicha, se la asimila de esa manera.  
 
 
LA CONTESTACIÓN.- La contestación según el Art. 621 del Código del Trabajo debe 
efectuarse dentro de los dos días subsiguientes a la notificación, a más de lo indicado, por 
asimilar el procedimiento al judicial y para señalar que en lo pertinente deben tomarse como 
supletorias las normas del Código de Procedimiento Civil; por analogía o extensión, en esta 
contestación se deben observar los requisitos del Art. 102 del Código de Procedimiento Civil, 
en lo que fuere aplicable. 
 
 
Posteriormente el Inspector de Trabajo notificará al trabajador, concediéndole dos días para 
que conteste de igual forma con patrocinio de un Abogado. Con o sin contestación, el Inspector 
fijará una audiencia en donde recibirá las pruebas que verifiquen las imputaciones. Al tercer día 
concederá o negará el visto bueno. 
 
 
INVESTIGACIÓN.- Por lo que tiene relación con la investigación, surte esta los efectos de 
la etapa de prueba en un juicio civil, en consecuencia las partes interpondrán las que creyeren 




“Art. 621.- Solicitud de visto bueno.- El inspector que reciba una solicitud tendiente 
a dar por terminado un contrato de trabajo por alguno de los motivos determinados 
en los artículos 172 y 173 de este Código, notificará al interesado dentro de 
veinticuatro horas, concediéndole dos días para que conteste. Con la contestación, 
o en rebeldía, procederá a investigar el fundamento de la solicitud y dictará su 
resolución dentro del tercer día, otorgando o negando el visto bueno. En la 
resolución deberá constar los datos y motivos en que se funde” 
 
 
Cabe señalar que los resultados de la investigación a los que se refiere el Código del 
Trabajo, en el artículo que se acaba de anotar, tienen que registrarse en un acta, la misma que la 




LA PRUEBA - El medio de prueba es el mecanismo a través del cual el órgano judicial 
adquiere una serie de conocimientos sobre los hechos objeto de debate que permiten, 
correctamente interpretarlos y valorarlos, y puedan llegar a una conclusión acerca de la 
existencia de los hechos alegados por las partes. 
 
 
En la legislación española la expresión “Sana Critica” La expresión “reglas de la sana 
crítica” pasó a tener un significado general como norma de valoración probatoria y no limitada a 
la prueba testimonial. 
 
 
La práctica enseña que al trabajador resulta casi imposible la prueba del despido. Si el 
empleador contra quien se reclamare indemnizaciones por despido, no prueba que la relación de 
trabajo termino por una causal legal, debe ser condenado a satisfacer las indemnizaciones 
legales o contractuales respectivas. Se trata de la inversión de la carga de la prueba en lo 
concerniente al despido intempestivo, ya que según la legislación procesal actual, al que alega el 
hecho del despido, le corresponde acreditarlo.  
 
 
Por las consideraciones expuestas debe agregarse a continuar del Art. 596 del Código del 




Art. “Prueba del cumplimiento de obligaciones patronales y de la terminación de la 
relación del trabajo. Al empleador le corresponde probar que ha cumplido las 
obligaciones que la ley y el Contrato le imponen. En caso de despido intempestivo o 
ilegal, corresponderá exclusivamente el empleador probar que la relación de 
trabajo terminó por una causa justa”. 
 
 
El método de la sana critica consiste en considerar un conjunto de normas de criterios de los 
jueces, basadas en pautas de la lógica, la experiencia y la psicología, y aún del sentido común, 
que sumadas llevan al convencimiento humano.  
 
 
Las reglas de la Sana Critica están integradas, por una parte con los principios 
fundamentales del intelecto humano, pilares de todo conocimiento racional e instrumento de 
certeza, en su camino hacia la verdad lógica y ontológica, y por otra parte por las reglas 
empíricas denominadas máxima de experiencias.  
 
 
Esa libertad dada por la Sana Critica, reconoce un límite que es el respeto a las normas que 
gobiernan la corrección del pensamiento, es decir, las Leyes de la lógica, de la Psicología y de la 
experiencia común, por lo que es exigible que las conclusiones a que se arriben sean del fruto 
racional de las pruebas del proceso, sin afectación del principio lógico de razón suficiente, que 
exige la prueba en que se funde solo permita arribar a una única conclusión y no a otra, 




Así al hablar de la sana crítica del juez en materia laboral, afirmamos en decir que la sana 
crítica dependerá de que el juez no se aparte de la norma jurídica; pero sin embargo en cuanto se 
refiere a equilibrar la prueba presentada dentro de un trámite de Visto Bueno, cuando este ha 
sido impugnado ante el Juez de derecho; este juez deberá apreciar el informe que constituye el 
Visto Bueno y las pruebas que en este trámite se presentaron con criterio judicial y con la sana 
crítica; es decir la valoración de las pruebas del Visto Bueno para saber si es procedente o no  la 
impugnación en contra de dicho trámite administrativo y la valoración del sentido común sobre 





PROTECCIÓN JUDICIAL Y ADMINISTRATIVA.- La protección judicial y 
administrativa se encuentra establecida en el Art. 5 del Código del Trabajo. En caso de duda 
sobre el alcance de las disposiciones  legales, reglamentarias o contractuales en materia laboral, 




Todo esto se desprende del derecho de protección que el Código del Trabajo tiene para con 
los trabajadores, por ello siempre se ha hablado de que nuestro Código es un Código Protector 
al trabajador; por ello,  no cabe duda que los Inspectores del Trabajo y Jueces de la función 
judicial, aplican estas normas, la una de Protección Judicial y Administrativa y la otra como una 
institución o principio pro operario en beneficio de los trabajadores.  
 
 
Art. 425.- El orden jerárquico de aplicación de las normas será el siguiente: La 
Constitución; los tratados y convenios internacionales; las leyes orgánicas; las 
leyes ordinarias; las normas regionales y las ordenanzas distritales; los decretos y 
reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y 
decisiones de los poderes públicos. 
En caso de conflicto entre normas de distinta jerarquía, la Corte Constitucional, las 
juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores públicos, lo 
resolverán mediante la aplicación de la norma jerárquica superior. 
La jerarquía normativa considerará, en lo que corresponda, el principio de 
competencia, en especial la titularidad de las competencias exclusivas de los 
gobiernos autónomos descentralizados. 
 
 
De acuerdo con esta disposición, se tiene que la Constitución es la máxima norma jurídica, a 
ella se encuentran supeditadas todos y cada uno de las demás normas jurídicas y legales, y esta 
tiene que ser observada permanentemente, y aplicada de forma obligatoria, en vista que es 
garantista de una serie de derechos y garantías, entre los que se encuentran el derecho al trabajo, 
el derecho a la vida misma, el derecho a una remuneración justa, el derecho al trabajo y a un 





RESOLUCIÓN.- Finalmente la Resolución según el Art. 621 del Código del Trabajo se 
dictará dentro del tercer día, otorgándose o negando el Visto Bueno y debiendo constar los 
motivos en que se funde.  
 
 
Si una de las partes no estuvieren de acuerdo con la resolución dictada por el Inspector del 
Trabajo, pueden acudir ante el Juez del Trabajo para que se pronuncie sobre el asunto 
cuestionado según el contenido de la demanda que se formulare, conforme se indica a 
continuación; en este caso, la resolución expedida por el inspector del Trabajo, sólo tendrá valor 




La resolución que se emite en el trámite de visto bueno, tiene que ser motivada, es decir, 
además de contener la parte expositiva, de cómo llegó a conocimiento de la inspectora o del 
inspector de trabajo la solicitud, la contestación a la misma, los resultados de las investigaciones 
realizadas, para luego pasar a una parte considerativa, que tiene que ser fundamentada y 
motivada, lo cual servirá para dictar la correspondiente resolución. 
 
 
La motivación y fundamentación de la resolución que resuelve el visto bueno tiene su base 
en lo que señala la misma Constitución, que manda:  
 
 
“Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 
cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las 
siguientes garantías básicas: 
 
6. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
 
k) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No 
habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o 
principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su 
aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, 
resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se 




La fundamentación que se refiere esta disposición constitucional va más allá del solo hecho 
de colocar disposiciones jurídicas, sino que se debe realizar diferentes juicios de valor en los 
que se determine como se aplica la norma de acuerdo a los hechos que son objeto del trámite, de 
allí que cada resolución tiene que ver con el hecho que se analice en forma lógica y jurídica lo 
relacionado con el los hechos solicitados, las cuestiones probadas y como se resuelve de tal o 
cual forma. Es decir, si se acepta la petición de visto bueno o se rechaza la misma  
 
 




“Art. 621.- Solicitud de visto bueno.- El inspector que reciba una solicitud tendiente 
a dar por terminado un contrato de trabajo por alguno de los motivos determinados 
en los artículos 172 y 173 de este Código, notificará al interesado dentro de 
veinticuatro horas, concediéndole dos días para que conteste. Con la contestación, 
o en rebeldía, procederá a investigar el fundamento de la solicitud y dictará su 
resolución dentro del tercer día, otorgando o negando el visto bueno. En la 
resolución deberá constar los datos y motivos en que se funde”.  
 
 
Como se puede apreciar, claramente se ordena que la resolución deberá constar los datos, es 
decir los antecedentes de hecho, así como los resultados de las investigaciones y las normas 
aplicables al caso y que sirven para fundamentar en forma lógica la disposición administrativa 
que va a dar solución a la controversia por visto bueno entre el trabajador y el empleador.  
 
 
1.22. EFECTOS JURÍDICOS DEL VISTO BUENO 
 
 
Si es el trabajador el que ha solicitado y ha obtenido el visto bueno, es de suponer que el 
empleador ha incurrido en la causa que ha motivado la solicitud; la consecuencia jurídica es que 
el contrato de trabajo puede terminar, pero el empleador deberá pagar al trabajador las 





Si se trata del empleador, se debe suponer que el trabajador ha incurrido en la causa o ha 
dado el motivo y la consecuencia jurídica para que el empleador pueda dar por terminado el 
contrato individual de trabajo, sin lugar a indemnización alguna por este concepto. 
 
 
Desde luego, el hecho que el contrato termine por Visto Bueno, nada tiene que ver, ni 
altera en absoluto los derechos del trabajador provenientes de la relación laboral. 
 
 
Si a todo esto agregamos lo expresamente dispuesto por el Código de Procedimiento 
Civil en el sentido de que demanda es diferente a solicitud, entenderemos que estamos ante el 
problema formal de clasificar en solicitud o demanda la petición de Visto Bueno. 
 
 
Un criterio basado desde luego en los fundamentos doctrinarios de los tratadistas 
citados, es que, nos encontremos ante una solicitud y no ante una demanda. 
 
 
Finalmente el Capítulo de la Competencia y  Procedimiento del Código del Trabajo 
indica claramente en su Art. 621.- “El Inspector que reciba una solicitud tendiente a dar por 
terminado el contrato por alguno de los motivos determinados en los artículos 172 y 173...”. Esto 




¿Cabe apelación, ampliación o nulidad a la resolución de Visto Bueno? 
 
 
Respecto a este punto debemos aclarar que la apelación puede ser, Judicial o 
Administrativa. La apelación judicial tiene lugar cuando se cumplen los presupuestos traídos 
por el Art. 323 del Código de Procedimiento Civil que dice: “Apelación es la reclamación que 
alguno de los litigantes u otro interesado hace al juez o Tribunal Superior, para que revoque o reforme 






El caso de la apelación administrativa contempla otros presupuestos, porque son otros 
elementos que juegan en su formación. 
 
 
Pero, lo sorpresivo y lo contradictorio de nuestra Ley Laboral en relación a esta 
Institución, se refiere al hecho que, la Resolución administrativa  del Inspector o Subinspector  
del Trabajo, concediendo o negando el Visto Bueno, no causa ejecutoria, “...porque a pesar de 




Existe jurisprudencia en el sentido que, no se debe demandar el pago de 
indemnizaciones por despido intempestivo en tratándose de un Visto Bueno concedido, sino con 
solamente la impugnación y Resolución tendiente al reingreso al trabajo. 
 
 
Una nueva tendencia también aceptada por la Corte Suprema es el derecho de 
reinstalación  tal como está previsto por ejemplo en la Legislación Mexicana. 
 
 
De ser calificado el Visto Bueno como procedente, jurídicamente: 
 
a) Termina las relación laboral en forma legal; 
b) El trabajador puede impugnar ante el juez de trabajo; y, 
c) El resto de derechos que amparan al trabajador no sufren modificación alguna. 
 
 
Al ser negado el pedido de Visto Bueno por falta de prueba necesaria que lo justifique: 
 
 
a) La relación laboral continúa, y el trabajador tiene el derecho de ser reintegrado al 
trabajo, 
b) El trabajador debe ser pagado en los que a su derecho a las remuneraciones se 





“Art. 622.- Suspensión de relaciones laborales.- En los casos de visto bueno el 
inspector podrá disponer, a solicitud del empleador, la suspensión inmediata de las 
relaciones laborales, siempre que consigne el valor de la remuneración equivalente 
a un mes, la misma que será entregada al trabajador si el visto bueno fuere negado. 
En este caso, además, el empleador deberá reintegrarle a su trabajo, so pena de 




Esta es una práctica común en nuestra legislación, en vista que, los empleadores al presentar 
el visto bueno para su trámite, tienen la certeza de que el inspector o la inspectora de trabajo va 
aceptar el mismo, pero resulta que en micos casos no es aceptado en visto bueno, eso hace que 
el empleador reintegre al trabajador a sus actividades y le cancele el valor que este tiene derecho 
por concepto del tiempo que deja de trabajar, en vista que también se solicita la suspensión de 
las actividades, por ende, para garantizar que no vulneren los derechos, el Código del Trabajo 
prevé esta posibilidad de que se le cancele al trabajador dicho valor, si esto no lo hace el 
empleador, la ley considera que se lo tomará como despido intempestivo. 
 
 
Por otra parte: 
 
 
1. Si el trabajador solicita Visto Bueno, se supone que el empleador ha 
incurrido en una o más de las causales previstas en el artículo 173 del 
Código del Trabajo, y el efecto jurídico inmediato es que el trabajador sale 
de su lugar de trabajo por la aceptación del visto bueno planteado, pero 
tiene derecho a que el empleador le pague la indemnización y bonificación 




2. En la práctica se da con frecuencia que el trabajador que propuso el Visto 
Bueno y fue negado por el Inspector del Trabajo, se ve afectado por parte 
del empleador que se cree con el derecho de no darle ninguna certificación 
de trabajo y lo peor es que empieza a dar malas referencias sobre su 





3. Otra consecuencia negativa sería que a pesar de ganar el Visto Bueno el 
trabajador, el empleador no cumple con lo que dispone el Inspector del 
Trabajo o hace caso omiso de pagarle los valores por despido intempestivo 
o reintegrarle a su puesto de trabajo, y como no tiene dinero el trabajador 
para hacer valer sus derechos no podrá demandar  judicialmente, es aquí 
cuando entra la Defensoría Pública, que tiene la potestad y la obligación de 
asesorar a los trabajadores en los trámites administrativos y judiciales en 
contra de sus patronos.  
 
 
Y como resultado de lo señalado anteriormente, el trabajador no puede 
cobrar los valores que le correspondan  porque el empleador se niega a 
pagarlos, encaprichado injustamente por haber perdido el Visto Bueno, tal 
es así que el empleador espera que el trabajador lo demande judicialmente 
para que se retarde el pago, como el trabajador necesita del dinero para 
satisfacer sus necesidades y las de su familia hasta encontrar otro trabajo, 
no le queda más que llegar a un acuerdo con el empleador y de esto se vale 
el empleador para pagarle lo que a bien le parezca al trabajador, 
renunciando éste último a sus derechos. 
 
 
De ser favorable la resolución del visto bueno y si es solicitada por el trabajador, se 
terminará las relaciones laborales con respecto al patrono, y este depositará en la Inspectoría del 
Trabajo la cantidad de una remuneración mensual que percibía el trabajador; si el caso no fuere 
aceptado al trámite de Visto Bueno, el empleador se verá obligado a restituir en el puesto en el 
que venía desempeñándose el trabajador en caso de suspensión, en caso de no acatar la 
resolución tendrá que ser sancionado con las indemnizaciones que corresponden cuando haya 







4.1. EL DESAHUCIO: DEFINICIÓN, NORMAS QUE LO REGULAN, 






En el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española se define el término 
desahucio como: 
 
 “La acción y efecto de desahuciar” que a la vez significa “Quitar  a uno toda 
esperanza de conseguir lo que desea; desesperar al inquilino porque ha cumplido su 
arrendamiento o por otra razón”. 
 
 
En el Diccionario Jurídico de Escriche se define al desahucio como: 
 
 
 “El acto de despedir el dueño de una casa o heredad al inquilino o arrendamiento 
y también el de despedirse el inquilino o arrendamiento del dueño por no querer 








Quizá partiendo de este antecedente nuestras leyes, especialmente la de Inquilinato y el 
Código del Trabajo, al término desahucio le dan el significado de aviso que da una de las partes 
a la otra, para hacerle saber que es su voluntad dar por terminado un contrato. 
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En materia laboral, la parte pertinente del Art. 184 del Código del Trabajo dice: 
 
 
“Desahucio es el aviso con el que una de las partes hace saber a la otra que su voluntad es dar 
por terminado el contrato”. 
 
 
De esta definición se desprende que la palabra desahucio no tiene significado 
económico; en consecuencia es incorrecto o impropio hablar de que han pagado o no le han 
pagado el desahucio; el significado propio y el que le da la Ley es el de aviso, prevención que 
hace una de las partes en el contrato de trabajo a la otra para hacerle conocer que es su deseo 
darlo por terminado. 
 
 
Se explicó ya que en materia laboral la voluntad de las partes tiene que moverse dentro 
de los límites fijados por la Ley; es así que también en lo relativo al desahucio ninguna de las 
partes puede hacerlo el momento que se cumple el plazo o el momento que tiene a bien. 
 
 
4.1.2. NORMAS QUE REGULAN EL DESAHUCIO  
 
 
En materia laboral el desahucio está sujeto a las prescripciones siguientes: 
 
 
1- No se lo puede dar si se encuentra vigente algún plazo forzado para la generalidad de 
los contratos, lo cual últimamente ha venido ocurriendo cada vez que se expiden 
reformas al Código  del Trabajo, se modifican las presentaciones laborales o se 
aumentan las remuneraciones.  
 
 
2- En los contratos a plazo fijo, el desahucio debe notificarse por lo menos con treinta días 
de anticipación al vencimiento del plazo, caso contrario, el contrato se entenderá 




3- En los contratos, una vez cumplido el año mínimo de estabilidad contemplado en la Ley 
para la generalidad de los contratos, el desahucio deberá notificarse con treinta días de 
anticipación, por lo menos, a la fecha en que se quiere que termine el contrato, si el que 




4- En las empresas que cuenten hasta con veinte trabajadores, no podrán desahuciarse más 




5- El empleador que desahucia a un trabajador deberá pagarle una bonificación igual al 25 
% de la última remuneración mensual que hubiera estado percibiendo por cada uno de 
los años de servicio. Por ejemplo, un trabajador que en la actualidad gana el salario 
mínimo vital y han trabajado tres años, tendrá derecho al 25% multiplicando por tres, se 
exceptúan de esta bonificación los contratos a plazo fijo y por una sola vez.  
 
 
4.1.3. TRAMITE DEL DESAHUCIO.- SOLICITUD.-  
 
 
La parte que desee notificar un desahucio presentará, ante el inspector o subinspector del 
Trabajo, y en los lugares en que no haya estos funcionarios ante los jueces de trabajo, una 
solicitud que debe contener los datos siguientes: 
 
 
a) Designación de la Autoridad 
 
b) Nombre del compareciente, con la indicación de si lo hace por su propio derecho o a 
nombre o en representación de otra persona natural o jurídica; 
 
c) Nombre del trabajador o empleado a quien se va a notificar el desahucio, tiempo de 




d) Indicaciones de si el contrato es de plazo fijo; 
 
e) La expresión que signifique la voluntad de dar por terminado el contrato y el podido de 
que se notifique el desahucio; 
 
f) El fundamento legal 
 
g) La constancia de que se acompaña el certificado de encontrarse al día en las 
obligaciones patronales con el Seguro Social, en el caso de ser el empleador el que 
desahucie; y, 
 




De acuerdo con la página web del Ministerio de Relaciones Laborales, se desprende que 




Desahucio presentado por el empleador al trabajador:  
 
 
1. Solicitud de desahucio dirigida al Inspector del Trabajo suscrita por el 
empleador, representante legal, apoderado o propietario (tres originales), en la 
que conste: Dirección, número de teléfono fijo, número de celular y correo 
electrónico del empleador. 
 
2. Copia del contrato de trabajo legalizado por el MRL. 
 
3. Copia certificada del nombramiento del representante legal de la empresa o 
poder. 
 
4. Copia de la cédula de identidad y certificado de votación (empleador, 
representante legal, apoderado o propietario 
 




6. Certificado actualizado de Cumplimiento de Obligaciones con el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) o convenio de purga de mora. 
7. Croquis de la dirección del lugar de trabajo, que solicita la notificación. 
  
• Se deberá entregar el acta legalizada hasta 30 días de la terminación de la 
relación laboral, caso contrario se entenderá por no presentada la solicitud de 
desahucio 
 
• No está permitido el desahucio dentro del lapso de 30 días a más de dos 
trabajadores en los establecimientos en que hubiere veinte o menos y más de cinco 




Desahucio presentado por el trabajador en contra del empleador, se tienen que cumplir con 
los siguientes requisitos: 
 
 
1. Solicitud de desahucio dirigida al Inspector del Trabajo suscrita por el 
trabajador, representante legal, apoderado (tres originales), en la que conste: 
Dirección, número de teléfono fijo, número de celular y correo electrónico del 
trabajador. 
 
2. Copia del contrato de trabajo legalizado por el MRL. 
 
3.- Copia de la cédula de identidad y certificado de votación  
 
4. Croquis de la dirección del lugar de trabajo, que solicita la notificación. 
  
• Se deberá entregar el acta legalizada hasta 15 días de la terminación de la 
relación laboral, caso contrario se entenderá por no presentada la solicitud de 





“a. Empleador o trabajador ingresa la documentación en la oficina del MRL donde 




b. Se notifica al trabajador o empleador  con el desahucio solicitado por el 
empleador o trabajador”. (www.tramitesciudadanos.gob.ec) 
 
 
4.1.4. NOTIFICACIONES.-  
 
 
La autoridad que recibe la solicitud de desahucio deberá notificarla a la otra parte, 




Si es el empleador es el que desahucia, ya se ha dicho que es de treinta días por lo 
menos. Dentro de ese plazo el Inspector del Trabajo procederá a liquidar la bonificación a que 
tiene derecho el trabajador desahuciado, la cual debe ser conseguida dentro de ese mismo lapso. 
 
 
Sí en el plazo antedicho el empleador no hubiere conseguido el valor de la bonificación, 
el desahucio no surtirá efecto alguno y si de hecho despidiere al trabajador, se tendrá como 
despido intempestivo que da lugar a las indemnizaciones ya explicadas más la bonificación. 
 
 
4.1.5. CASOS ESPECIALES EN RELACIÓN AL DESAHUCIO  
 
 
TRABAJADORES DE SERVICIO DOMESTICO.- Para estos trabajadores, por mandato 
de la Ley, los primeros quince días son de prueba y durante este lapso cualquiera de las dos 
partes puede darlo por terminado, previo aviso de tres días. 
 
 
Este aviso es realmente un desahucio especial, en cuanto no está sujeto a las formalidades 





Pasado este periodo de prueba, los contratos de servicio doméstico se sujetan a las 
disposiciones generales, con la salvedad de que, durante los treinta días que deben decurrir entre 
la notificación del desahucio y la fecha de terminación del contrato, el empleador deberá 
conceder al trabajador doméstico dos horas semanales para que busque empleo. 
 
 




“Los empleadores que fueren liquidar definitivamente sus negocios darán aviso a 
los trabajadores con anticipación de un mes, y este anuncio surtirá los mismos 
efectos que el desahucio. 
 
Sí el empleador reabriere la misma empresa o negocio dentro del plazo de un año, 
sea directamente o por interpuesta persona, está obligada a admitir a los 




En esta situación especial, sí la Ley dispone que este aviso surtirá los mismo efectos que el 
desahucio, debe entenderse que en realidad se trata de un desahucio; de carácter colectivo, si se 
quiere, pero que deberá sujetarse a las formalidades del trámite previsto para la generalidad de 
los desahucios y causa también la misma bonificación, sin perjuicio de otros derechos que 
hayan adquirido ya sea mediante contratos colectivos ya por actas transacciones. 
 
 
1- TRABAJADORES DIRIGENTES.- No se podrá desahuciar los contratos individuales de 
los dirigentes de las asociaciones de trabajadores durante el período para el cual hayan sido 
elegidos y hasta un año después; si de hecho el empleador lo hace, estará obligado a pagar 
al trabajador la indemnización explicada en el caso de despido intempestivo de trabajadores 
dirigentes, sin perjuicio de sus otros derechos. 
 
 
2- TRABAJADORES ENFERMOS.- El empleador no podrá desahuciar los contratos de 
trabajadores que padecieren de enfermedades no profesionales ni de las trabajadoras que 
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padezcan enfermedades relacionadas o provenientes del embarazo, mientras la incapacidad, 
en los dos casos, no exceda de un año. 
 
 
3- ASOCIACIÓN DE TRABAJADORES EN FORMACIÓN.- Está prohibido el desahucio 
para trabajadores desde el momento que notifican al Inspector de Trabajo que se han 


































5. PROCESO LABORAL 
 
5.1  DEFINICIÓN  
 
El proceso laboral tiene como finalidad solucionar las controversias y conflictos de trabajo, 
entre trabajadores y empleadores y patrones, sindicatos, etc.  
 
Es un conjunto de objetivos, de reglas y de procedimiento que regulan la tramitación de juicios, 
donde la autoridad se encarga de administra justicia, en cual intervienen las partes en litigio, las 
cuales seguirán un trámite establecido dentro de los parámetros de la ley en la cual el juez 
emitirá una sentencia justa para resolver el conflicto. 
  
Es fundamental indicar que dentro de las consideraciones finales que se debe tomar en cuenta 
para dictar una sentencia dentro del ámbito laboral que se debe llevar acabo un juzgamiento 
razonable amparado a la legislación ecuatoriana. 
 
Dentro del derecho procesal del trabajo se necesita principios propios, que deben estar en el 
proceso laboral y que no están en el derecho común. La desigualdad compensatoria, la búsqueda 
de la verdad real y la indisponibilidad. Así mismo si es necesario, la competencia en materia 
laboral, se determina por razón de territorio, materia, función y cuantía. Cuando hablamos de 
jurisdicción laboral, es el ámbito territorial donde el juez competente del lugar en donde se 
encuentra el centro de trabajo y domicilio principal del empleador, tiene funciones válidas y 
eficaces, resolviendo conflictos de intereses que les propongan y prima la elección del 
demandante.  
 
El conjunto de formalidades a que deben someterse los Jueces, auxiliares de la justicia, Fiscales, 
las partes y los terceros, en la tramitación del proceso laboral constituyen el procedimiento, que 




Los principios Constitucionales son:  
 
1.- Principio de Oralidad.- Cuando la Constitución ordena que el proceso laboral será oral 
consagra una norma programática, que precisa de una Ley Reglamentaria, hasta ahora debida 
por los legisladores. La oralidad pretende la tramitación preferentemente sumaria y oral, con 
predominio de la palabra hablada sobre la escritura, sin formalismos que dilaten el proceso. En 
el Art.53 del Código Procesal del Trabajo vigente se consagra que "El procedimiento será 
predominantemente verbal y actuado, salvo las excepciones previstas.  
 
No existe la posibilidad real de implantar un sistema oral puro, en ninguna jurisdicción. Además 
de ser el procedimiento oral o verbal, ciertos actos deben resumirse en Actas (Actuado).  
 
Con el Código Procesal Laboral vigente, sin la complicidad de los Jueces que permiten a los 
abogados abusar de la escritura, y con una Ley especial de notificaciones, se podrá conseguir la 
mayor economía de tiempo. Por otra parte, las normas imperfectas, como aquellas que fijan 
plazos para dictar resoluciones sin prever sanciones deben ser modificadas.  
 
2.- Principio de Inmediación.- El Juez debe presidir el intento de conciliación, recibir y admitir 
las pruebas, dirigir las audiencias para el diligenciamiento de las pruebas.  
3.- Principio de Economía Procesal.- Tiene como objeto la disminución del tiempo del 
proceso, así como de esfuerzos y gastos en general.  
4.- Principio de Concentración.- Obliga realizar las diligencias probatorias en el menor 
número posible de audiencias sucesivas.  
5.- Principio de Celeridad.- Los términos o plazos en el procedimiento laboral son perentorios 
e improrrogables, salvo excepciones, y deben ser observados.  
6.- Principio de Equidad.- Entendida como la justicia del caso particular. También cumple una 
función correctora, interpretativa y supletoria de la Ley, y es aplicable por el Juez en la 
conducción general del procedimiento.  
76 
 
7.-Principio Impulso Procesal de Oficio.- A cargo del Juez, sin perjuicio de la facultad que 
corresponde a las partes. La función del Juez es activa.  
8.-Interpretación Favorable.- Interpretación favorable al trabajador en caso de Duda.  
9.-Gratuidad para los Trabajadores.- Se refiere a la liberación de impuestos y tasa para 
actuar en juicio, y a la previsión por el Estado de servicios de patrocinio, asesoramiento y 
representación (Abogacía del Trabajo y Procuraduría del Trabajo) 
 
5.2. AUDIENCIA PRELIMINAR  
 
Estimo conveniente introducirnos al tema sobre lo que es la audiencia preliminar o conciliación, 
en primer lugar, el significado de los vocablos que compones la denominación de la misma. 
Audiencia significa en una primera acepción, el acto por medio del cual una autoridad 
administrativa o judicial, en función de juzgar escucha las partes, así también la audiencia es un 
medio de comunicación entre las partes y el juez ya que, institucionalmente, es la ocasión 
procesal para aportar pruebas e invocar razones ante el juez competente. 
  
La audiencia es entonces un acto en el cual los justiciables toman contacto directo entre sí con el 
juzgador. Sin duda alguna, la audiencia constituye la concreción en la realidad de la vida 
procesal del principio de inmediación, esto es la vinculación, sin intermediario alguno entre las 
parte las partes y el juez. Dentro del ámbito laboral cuando hablamos de conciliar nos referimos 
al hecho de componer, ajustar los ánimos de quienes estaban en litigio. Esta circunstancia puede 
ser intentada por espontanea voluntad de las partes o por la mediación de un tercero quien, 
advertido de las diferencias, no hace otra cosa que ponerlos en presencia para que busquen la 
coincidencia, ese tercero puede ser un particular o un funcionario, en este último caso forma 
parte del mecanismo procesal y lleva la importancia del Estado, que tiene un interés permanente 
en lograr la paz social etapa a atravesar en el decurso del mismo, con lleva necesariamente un 
matiz formalista, inherente a todos los actos de naturaleza procesal.  
 
La audiencia preliminar es una diligencia judicial, parte secuencial del proceso laboral oral, en 
la que el juez con la presencia del actor y demandado, determina la existencia procesal de un 
conflicto entre los contendientes y de la argumentación y posesión de los mismos. Una vez que 
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se tiene esta certeza se inicia su solución, compuesta de dos etapas: la primera, en la que, con 
una participación extraordinaria del juzgador, se trata de alcanzar una conciliación de partes de 
los propios interesados; y la segunda, en defecto a la anterior, en la que se prosigue el tramite 
con la formulación de pruebas, para que luego sea el juez quien decida.   
 
Una vez que el juez ha verificado que se realizó la citación de la demanda, en providencia 
separada debe convocar a las partes la audiencia preliminar, contestación a la demanda y 
formulación de pruebas. A pesar de que el texto del precepto dice que, una vez presentada la 
demanda, el juez calificara la demanda, ordenara que se cite al demandado y convocara a las 
partes a la audiencia preliminar, es inamisible incluir esta llamamiento a la audiencia en el auto 
de calificación de la demanda por que para ello el código exige previamente que se haya 
cumplido con la citación. El mismo código establece un lapso dentro del cual se debe llevar a 
cabo la referida diligencia, en el término de veinte días contados desde la fecha en que la 
demanda fue calificada, lo que implica que la citación se realice lo más pronto posible, cinco 
días lo establece la ley.  
 
5.3.  DILIGENCIA DE AUDIENCIA DE CONCILIACION  
 
En el lugar, día y hora señalados, en el decreto de convocatoria se instalara la audiencia 
preliminar, con la presidencia del juez de trabajo y la concurrencia de las partes y la 
intervención del secretario del juzgado, quien dará fe de la constitución de la audiencia, de la 
comparecencia (o ausencia) e intervención de las partes, de sus pedimentos y actuaciones 
procesales, y de los proveídos del jugador.  
 
Es de vital importancia mencionar, dejar enmarcado que existe una diferencia sustancial entre 
una simple reunión entre actor y demandado, y en la audiencia en que además interviene el juez 
y el secretario, se deben cumplir exigencias jurídicas de fondo y forma. 
 
 Para que exista jurídicamente la audiencia es necesaria:  
- La convocatoria en legal y debida forma  
- La instalación material en el lugar, día y hora establecida en la convocatoria, y su declaración 
jurídica de constitución, realizada por el juez y sentada por el secretario; y,  
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- El cumplimiento de su objetivo, de acuerdo a lo prescrito estrictamente por el ordenamiento y 
bajo la conducción de juez.  
 
Al cumplirse todos y cada uno de estos requisitos jurídicamente existe la audiencia preliminar.  
 
En cuanto al objeto de la audiencia preliminar tenemos:  
 
a. Que en ella se debe procurar una conciliación entre las partes en la misma que es una 
obligación del juez buscar diligentemente el acuerdo; para cuyo efecto sus opiniones o gestiones 
no podrán servir de fundamento para ninguna acción en su contra. Si se consigue superar las 
desavenencias, el convenio será aprobado en el mismo acto mediante sentencia que causara 
ejecutoria. Cuando no sea posible causar una solución amigable entre las partes, proseguirá el 
trámite y el demandado procederá a contestar la demanda. Hay un error en la secuencia de la 
audiencia preliminar ya que según el precepto lo primero que el juez debe hacer es buscar una 
conciliación, y si no lo consigue, el demandado puede contestar la demanda (y reconvenir 
también).  
 
Con esta respuesta del accionado se traba recién la litis; es decir, recién en ese momento se tiene 
la certeza procesal de lo que pretende el actor y que ha sido negado por el reo, y de los 
correlativos fundamentos de hecho y de derecho que esgrimen cada uno. Solo con esta precisión 
se puede determinar si en verdad hay conflicto entre los comparecientes al juicio, y por tanto 
únicamente después de este acto se puede llevar a una conciliación.  
 
La transacción o negociación entre esos sujetos procesales solo puede darse, si previamente, 
existe una desavenencia entre ellos sobre algún aspecto sometido a la decisión del juez.  
 
La audiencia preliminar siempre debe empezar con la contestación de la demanda, a partir de 
ahí y cuando existan posiciones encontradas entre los interesados, cabe perfectamente la gestión 
de conciliación del juez. 
  
Respecto a la viabilidad sustancial de la conciliación es necesario analizar el derecho 
fundamental consagrado en el numeral 5 del art. 35 de la Constitución Política del Ecuador 
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(anterior constitución de 1998): que establece “será válida la transacción de materia laboral 
siempre que no implique renuncia de derechos y se celebre ante autoridad administrativa o juez 
competente”. Dentro de lo anteriormente puntualizado es importante establecer que los derechos 
del trabajador son irrenunciables, lo que con lleva para su goce y ejercicio no están sometidos ni 
dependen de la libre voluntad de su titular, menos aún de la contraparte.  
 
Esto lleva a concluir que la transacción, y nuestra caso la conciliación en el procedimiento 
laboral oral que según la corte suprema es válida bajo condición que no implique renuncia de 
derechos y se celebre ante autoridad competitiva o juez competente, (seria licita solo cuando 
tenga por objeto mejorar la eficacia de los modos y formas de ejecución y concreción de los 
derechos del trabajador.  
 
b. En la audiencia se debe receptar la contestación de la demanda, tanto verbal como escrita su 
efecto es trabar la litis.  
 
c. También en esta etapa hay que acoger la reconvención conexa del demando y la contestación 
de la misma por parte del actor.  
 
d. Actuar pruebas, esto es, receptar el pedido y la presentación de prueba, y proveer su practicar.  
 
e. Disponer el pago de remuneraciones adeudadas al trabajador, siempre que en la audiencia 
preliminar el demandado reconociere la existencia de la relación laboral y admitiere q tiene esa 
deuda y señalar su monto.  
 
f. Ordenar la acumulación de acciones, de oficio o a petición de parte. Hemos incluido esta 
obligación en la audiencia preliminar, porque en esta recién se traba la litis con lo cual a partir 
de este instante tenemos una acción que puede ser acumulada a la otra.  
 
La audiencia preliminar termina una vez que se ha cumplido su objeto, con la declaración del 




5.4.  AUDIENCIA DEFINITIVA  
 
La audiencia definitiva es pública, la cual se llevara a cabo, una vez culminada la audiencia 
preliminar. En esta audiencia el juez debe proveer, convocando audiencia definitiva, señalando 
día y hora para que se lleve la misma. En aplicación al código de procedimiento civil, esta 
providencia se considerara notificada en la fecha y hora concordada – la audiencia – se celebre 
así no encuentre presente alguna de las partes.  
 
Dicho acto procesal en mención del que estamos hablando en este punto debe estar presidida 
por el juez de la causa y con la asistencia del secretario, contara con la asistencia de las partes y 
de sus abogados, así como también como los testigos que asistieran a rendir sus declaraciones. 
En caso de inasistencia de una de las partes se procederá en rebeldía.  
 
El objeto de la audiencia definitiva es:  
 
- Receptar la prueba testimonial: confesión judicial y declaración de testigos, que fue pedida en 
la audiencia preliminar.  
 
- Acoger prueba documental que no fue entregada y agregada al proceso en la audiencia 
preliminar; siempre que estos instrumentos sean necesarios para justificar las acciones o 
excepciones del interesado.  
 
- Presentar alegatos en derecho que es competencia de las partes. Al tratarse de un 
procedimiento oral, los alegatos en derecho deben ser expuestos en forma verbal, como si se 
tratara de la figura común de la audiencia en estrados.  
 
Una vez hechas las alegaciones, el juez debe declarar concluida la diligencia y, en el mismo 
acto, dictar autos en relación. Empieza a correr el término para expedir el fallo.  
Una vez concluida la audiencia definitiva el juez tiene la obligación de expedir la sentencia en el 
término de diez días, en dicha sentencia el juez debe resolver toda la excepción dilatoria y 
perentoria, tanto de la acción como de la reconvención. El juez también tiene la obligación en el 
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este proceso de dictar sentencia de imponer el pago de costas judiciales y honorarios de la 
defensa, determinar si todas y una de las partes ha litigado con temeridad o mala fe, y, en 
consecuencia, sancionarlas con multa.  
 
El fallo o sentencia se ejecutara en la forma señalada en el art 488 del código de procedimiento 
civil.  
Una vez dictada la sentencia cualquiera de las partes si no está de acuerdo con lo emitido por 
medio del juez, puede solicitar los siguientes recursos:  
 
- “Recurso de aclaración, si la sentencia fue oscura.  
 
- Ampliación, cuando no se hubiere resuelto alguno de los puntos controvertidos, o se hubiere 
omitido decidir sobre frutos, interés o costas.  
 
- Apelación, si la cuantía del juicio determinada por el actor es superior a unos mil dólares o, sea 
cual fuere la cuantía de la causa, cuando se rechace en todo o en parte de la demanda, pudiendo 
la otra parte adherirse al recurso. 
 
 Trámite de las controversias laborales.- Las controversias a que diere lugar un contrato o una 
relación de trabajo, serán resueltas por las autoridades establecidas por este Código luego de no 
haber existido un arreglo alguno dentro del proceso de mediación, de conformidad con el 
trámite que el mismo prescribe.  
 
La demanda puede ser planteada luego de no haber existido un resultado favorable dentro de la 
mediación, en los juicios de trabajo podrá ser verbal o escrita. En el primer caso, el juez la 
reducirá a escrito y será firmada por el interesado o por un testigo si no supiere o no pudiere 
hacerlo, y autorizada por el respectivo secretario. Las controversias individuales de trabajo se 




Audiencia preliminar de conciliación.- Presentada la demanda y dentro del término de dos días 
posteriores a su recepción en el juzgado, el juez calificará la demanda, ordenará que se cite al 
demandado entregándole una copia de la demanda y convocará a las partes a la audiencia 
preliminar de conciliación, contestación a la demanda y formulación de pruebas, verificando 
previamente que se haya cumplido con la citación, audiencia que se efectuará en el término de 
veinte días contados desde la fecha en que la demanda fue calificada.  
 
En esta audiencia preliminar, el juez procurará un acuerdo entre las partes que de darse será 
aprobado por el juez en el mismo acto mediante sentencia que causará ejecutoria. Si no fuere 
posible la conciliación, en esta audiencia el demandado contestará la demanda.  
 
Sin perjuicio de su exposición oral, el demandado deberá presentar su contestación en forma 
escrita.  
 
Los empleados de la oficina de citaciones o las personas encargadas de la citación que en el 
término de cinco días, contado desde la fecha de calificación de la demanda, no cumplieren con 
la diligencia de citación ordenada por el juez, serán sancionados con una multa de veinte dólares 
por cada día de retardo. Se exceptúan los casos de fuerza mayor o caso fortuitos debidamente 
justificados. En caso de reincidencia, el citador será destituido de su cargo. En los casos 
previstos en el artículo 82 del Código de Procedimiento Civil, para efectos del término para la 
convocatoria a la audiencia preliminar, se considerará la fecha de la última publicación. 
  
En la misma audiencia las partes solicitarán la práctica de pruebas como la Inspección judicial, 
exhibición de documentos, peritajes y cualquier prueba que las partes estimen pertinentes, en 
cuyo caso el juez señalará en la misma audiencia el día y hora para la práctica de esas 
diligencias, que deberán realizarse dentro del término improrrogable de veinte días. Quien 
solicite la práctica de estas pruebas deberá fundamentar su pedido en forma verbal o escrita ante 
el juez en la misma audiencia. Para su realización habrá un solo señalamiento, salvo fuerza 
mayor o caso fortuito debidamente calificados por el juez de la causa. El juez de oficio, podrá 
ordenar la realización de pruebas que estime procedentes para establecer la verdad de los hechos 
materia del juicio y el juez tendrá plenas facultades para cooperar con los litigantes para que 
éstos puedan conseguir y actuar las pruebas que soliciten. Adicionalmente, en esta audiencia 
preliminar las partes podrán solicitar las pruebas que fueren necesarias, entre ellas la confesión 
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judicial, el juramento deferido y los testigos que presentarán en el juicio con indicación de sus 
nombres y domicilios, quienes comparecerán previa notificación del juez bajo prevenciones de 
ley y las declaraciones serán receptadas en la audiencia definitiva. 
  
También durante esta audiencia las partes presentarán toda la prueba documental que se intente 
hacer valer, la cual será agregada al proceso. Si las partes no dispusieren de algún documento o 
instrumento, deberán describir su contenido indicando con precisión el lugar exacto donde se 
encuentra y la petición de adoptar las medidas necesarias para incorporarlo al proceso.  
En la audiencia preliminar el demandado podrá reconvenir al actor, siempre que se trate de 
reconvención conexa y éste podrá contestarla en la misma diligencia.  
 
La reconvención se tramitará dentro del proceso observando los mismos términos, plazos y 
momentos procesales de la demanda principal. La falta de contestación se tendrá como negativa 
pura y simple a los fundamentos de la reconvención.  
 
Si no asiste el demandado a la audiencia preliminar se tendrá como negativa pura y simple de 
los fundamentos de la demanda y se procederá en rebeldía, situación que será considerada para 
el pago de costas judiciales. Esta audiencia podrá ser diferida por una sola vez, a pedido 
conjunto de las partes, por un término máximo de cinco días. Antes de concluir la audiencia 
preliminar, el juez señalará día y hora para la realización de la audiencia definitiva que se 
llevará a cabo en un término no mayor de veinte días, contado desde la fecha de realización de 
la audiencia preliminar.  
 
La audiencia definitiva será pública, presidida por el juez de la causa con la presencia de las 
partes y sus abogados, así como de los testigos que fueren a rendir sus declaraciones. Las 
preguntas al confesante o a los testigos no podrán exceder de treinta, debiendo referirse cada 
pregunta a un solo hecho, serán formuladas verbalmente y deberán ser calificadas por el juez al 
momento de su formulación, quien podrá realizar preguntas adicionales al confesante o 
declarante. Los testigos declararán individualmente y no podrán presenciar ni escuchar las 
declaraciones de las demás personas que rindan su testimonio y una vez rendida su declaración, 
abandonarán la Sala de Audiencias. Las partes podrán repreguntar a los testigos. Receptadas las 




Si una de las partes ha obtenido directamente documentos no adjuntados en la diligencia 
preliminar, necesarios para justificar sus afirmaciones o excepciones, podrá entregarlos al juez 
antes de los alegatos.  
 
En caso de inasistencia a la audiencia de una de las partes se procederá en rebeldía y este hecho 
se tomará en cuenta al momento de dictar sentencia para la fijación de costas.  
 
En caso de declaratoria de confeso de uno de los contendientes deberá entenderse que las 
respuestas al interrogatorio formulado fueron afirmativas en las preguntas que no contravinieren 
la ley, a criterio del juez, y se refieran al asunto o asuntos materia del litigio. Idéntica presunción 
se aplicará para el caso de que uno de los litigantes se negare a cumplir con una diligencia 
señalada por el juez, obstaculizare el acceso a documentos o no cumpliere con un mandato 
impuesto por el juez, en cuyo caso se dará por cierto lo que afirma quien solicita la diligencia.  
 
Concluida la audiencia definitiva, el juez dictará sentencia en la que resolverá todas las 
excepciones dilatorias y perentorias en el término de diez días; en caso de incumplimiento el 
juez será sancionado por el superior o el Consejo Nacional de la Judicatura, según corresponda, 
con una multa equivalente al 2.5% de la remuneración mensual del juez a cargo del proceso, por 
cada día de retraso.  
 
Los fallos expedidos en materia laboral se ejecutarán en la forma señalada en el artículo 488 del 
Código de Procedimiento Civil.  
 
5.5. DERECHO DE IMPUGNACIÓN 
 
5.5.1 DEFINICIÓN  
 
 
La impugnación es la acción de combatir, contradecir o refutar judicialmente una decisión, 
mediante una acción de impugnación ante un juzgado de trabajo o Unidad Judicial 




Cabe señalar que el propio ordenamiento jurídico que establece y garantiza a favor de los 
particulares el derecho a la impugnación, también establece límites a éste, ya sea en razón del 
tiempo o de la naturaleza de la causa.   
 
 
El primer caso obedece al principio de Seguridad Jurídica, en virtud del cual no se puede 
mantener indefinidamente vigente la posibilidad de que una persona impugne un acto o 
resolución judicial o administrativa; para ello hay un tiempo legalmente acordado, luego del 
cual, si no ha existido impugnación, se entiende por aceptado el contenido del acto o sentencia 
y, por tanto, ha de cumplirse.  
 
 
El segundo caso obedece, como su nombre lo indica, a la naturaleza de ciertas causas o 
procesos donde la impugnación sólo comportaría demoras que perjudicaría a una parte y 
beneficiaría indebidamente a la otra. 
 
 
La impugnación es el medio por el cual puede ponerse remedio al error en una decisión 
judicial que causa un agravio injusto a una de las partes, como garantía procesal a la buena 
administración de justicia. También tiende a lograr la unidad jurisprudencial, sobre todo a través 
de la casación. 
 
 
Se basa también en la existencia de una jerarquía jurisdiccional, por la cual un órgano 
jerárquicamente superior, está facultado a petición de parte interesada, a reexaminar el caso 
planteado. En algunos casos es el mismo Juez, como en el caso del recurso de aclaratoria. 
 
 
Para que proceda la impugnación es necesario que exista una resolución o una sentencia, un 
legitimado para impugnarla, pues fue parte en el proceso en que la sentencia fue dictada, y que 
esa parte haya resultado vencida o su derecho no reconocido. Rige en su ejercicio la formalidad, 
pues deben circunscribirse las actuaciones a lo establecido en los códigos procesales, siendo 
imposible aplicar la analogía, o sea para situaciones diferentes a las contempladas en la norma. 
Si hay un error en la impugnación, está ya no puede volver a plantarse. En general existe un solo 




5.5.2. RECURSO DE APELACIÓN 
 
 
El término apelación proviene del latín appellare, que significa pedir auxilio. Es el 
medio impugnativo ordinario a través del cual una de las partes o ambas (Apelante) solicita que 
un tribunal de segundo grado (Ad quem) examine una resolución dictada dentro del proceso 
(materia judicandi) por el juez que conoce de la primera instancia (a quo), expresando sus 
inconformidades al momento de interponerlo (agravios), con la finalidad de que el superior 
jerárquico, una vez que las analice y sin que pueda suplir sus deficiencias (en estricto derecho), 
corrija sus defectos (errores in procedendo modificándola o revocándola. 
 
 
Dentro del orden jurisdiccional existen diferentes instancias ordenadas de forma 
jerárquica. Esto significa que la decisión de un órgano jurisdiccional puede ser revisada por uno 
superior. Cuando una sentencia jurisdiccional no admite ningún recurso, o ha terminado el plazo 




- El objeto de la apelación: Es la necesidad de reparación de un acto por el Superior. El 
acto provocatorio del apelante no supone, que la sentencia sea realmente injusta, basta 
que él la considere tal, para que el recurso sea otorgado y surja la segunda instancia, con 
el fin de que el Superior revise la justicia o injusticia de la sentencia apelada. 
 
- Los sujetos de la apelación: las partes litigantes. 
 
- Los efectos de la apelación: Interpuesto el recurso se produce la inmediata sumisión del 
asunto al Juez Superior (efecto devolutivo). Pero en la previsión natural de que la nueva 
sentencia pudiera ser revocatoria de la anterior, normalmente se suspenden los efectos 
de la sentencia recurrida (efecto suspensivo). 
 
 
Se interpondrá el recurso de apelación, dentro del término de tres días de notificada la 





El impulso instintivo de desobediencia de parte del perdedor, se sustituye en derecho 
procesal por un instrumento técnico para recoger esta misma protesta, justicia por mano propia, 
se remplaza por la justicia del Juez.  
 
 
5.5.2.1. CARACTERÍSTICAS DEL RECURSO DE APELACIÓN.- 
 
 
- Es un recurso ordinario, porque procede contra la generalidad de las resoluciones 
judiciales. Su admisibilidad no está restringida más que por las consideraciones 
elementales que se fundan en la brevedad y economía de los juicios. 
 
- Se interpone ante el mismo órgano judicial que dictó la resolución recurrida. 
 
- El conocimiento y decisión del recurso corresponde a un tribunal de jerarquía superior 
al que dictó la resolución recurrida, lo que lo diferencia de los recursos estudiados 
anteriormente. 
 
- Constituye una segunda instancia, porque en ella se revisan de nuevo todas las 
cuestiones de hecho y de derecho que las partes hayan promovido en la primera 
instancia. No obstante, las partes tienen derecho a limitar el recurso a determinados 
puntos, y entonces la segunda instancia sólo se refería a ellos. La característica en 
estudio diferencia al recurso de apelación de los recursos extraordinarios de casación de 
forma y de fondo y del de revisión, en los cuales, el tribunal que conoce del recurso no 
puede alterar o modificar los hechos establecidos en la resolución contra la cual se 
recurre. 
 
- El recurso de apelación no tiene causales específicamente señaladas por la ley, como los 
recursos extraordinarios de casación y de revisión. La causal del recurso de apelación es 
genérica; el agravio que según el recurrente le causa la sentencia recurrida. 
 
- Regla general, la interposición del recurso de apelación hace posible la procedencia 




- Además, es un recurso constitutivo de instancia, lo que significa que el tribunal superior 
puede pronunciarse sobre todas las cuestiones de hecho y derecho que han sido 
discutidas en el proceso. En otras palabras, no está limitado sólo a revisar la aplicación 
correcta de la ley, como sucede en los recursos de casación. 
 
- Aunque normalmente varía en función de la legislación y de la materia, lo normal es 
que el ámbito del tribunal en la apelación se limite a lo solicitado por las partes (el 
petitum). Es posible que una sentencia no sea completamente favorable a ninguna de las 
partes, y si sólo una de las partes apela una decisión, el tribunal que revisa el caso no 
puede perjudicar la situación del apelante y dictar una nueva sentencia que le sea más 
perjudicial (reformatio in peius). En este caso, lo normal es que ambas partes presenten 
apelaciones, de forma que el órgano judicial tenga un ámbito de actuación mayor. 
 
 
5.5.2.2. FUNDAMENTOS DEL RECURSO 
 
 
La segunda revisión del juicio hecha por jueces de una mayor versación jurídica y 
experiencia, hace que las partes se sientan más protegidas en sus derechos, y hay un interés 
público evidente en que los órganos encargados de administrar justicia propendan a mantener el 
orden y paz social garantizando los derechos de los particulares. 
 
 
5.5.2.3. CAUSALES DE LA APELACIÓN 
 
 
- El agravio que según el recurrente le causa a la sentencia que se va a recurrir. 
 
- Cualquier infracción de la ley, aplicación equivocada de la misma, aplicación errónea 
de los hechos o de las pruebas. 
 
- El escrito no necesita cumplir con ninguna formalidad. Bastará la individualización de 
rigor del apelante y del juicio del que se trata, manifestando que se apela de la 
resolución, porque le causa agravio y pedir que se conceda el recurso ante el tribunal 
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que corresponda. El escrito deberá llevar la firma de un abogado patrocinante, sin cuyo 
requisito se tendrá por no presentado. 
 
 
5.5.2.4. RENUNCIA DEL DERECHO DE APELAR 
 
 
El recurso de apelación es de interés privado en cuanto las partes tienen la facultad de 
renunciar a él. 
 
 
5.5.2.5. LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO POR LAS PARTES 
 
 
- Apelando personalmente de la resolución que le causa agravio, si son capaces de 
comparecer en juicio. 
 
- Apelando por ellas su procurador o mandatario judicial. 
 
- Apelando por ellas sus respectivos representantes legales, si son incapaces de 
comparecen en juicio. 
 
- Apelando por ellas cualquier abogado, aun cuando no tenga poder, si ofrece garantía de 
que el interesado aprobará la interposición del recurso en su nombre. 
 
- Apelando por ellas su abogado patrocinante. 
 
- Apelando por ellas sus herederos, si fallecen después de habérseles notificado la 
resolución y estando pendiente el plazo para apelar. 
 
- También puede apelar por la parte su sucesor a título particular, si la resolución afecta 
directamente su derecho. 
 
- Por último, puede apelar también por la parte, su cesionario en el derecho que litiga. 
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5.5.2.6. LA APELACIÓN INTERPUESTA POR UNA DE LAS PARTES NO 
APROVECHA LA OTRA 
 
 
El abogado que interpone un recurso a nombre de su cliente, deberá indicar que lo hace 
a ruego o por autorización del compareciente, caso contrario, de acuerdo a lo dispuesto en el 
inciso final del artículo 1063 del Código de Procedimiento Civil, el escrito carece de valor legal; 
si el abogado interponiente de algún recurso, comparece por primera vez a juicio a nombre de su 
cliente, deberá expresar ese particular y solicitar al juez, que le conceda un término prudencial 
para legitimar la personería.  
 
Interpuesta la apelación por el demandante o por el demandado, no se puede modificar la 
sentencia en beneficio de quien no haya apelado, quedando firme el fallo respecto de quien no 
haya impugnado. Esta regla general, sufre una excepción cuando entre los demandantes o 
demandados existe un vínculo de solidaridad o indivisibilidad.  
 
 
5.5.2.7. TRAMITACIÓN DEL RECURSO 
 
 
Interpuesto el recurso ante el inferior, éste deberá dictar una providencia concediéndolo 




- Si la resolución contra la cual se interpone el recurso es susceptible de apelación. 
 
- Si el recurso ha sido interpuesto dentro del plazo legal. 
 
 
La falta de cualquiera de estos requisitos traerá como consecuencia la denegación del 
recurso. La resolución, que dicte el tribunal inferior concediendo o negando el recurso, deberá 





El Superior debe volver a examinar el recurso para establecer si lo admite o no, verificando: 
 
- Si la resolución contra la cual se apeló, admite este recurso. 
 
- Si la apelación se interpuso en tiempo oportuno. 
 
 
Si el superior llega a la conclusión de que la resolución de la cual se apela, admite el recurso 
y éste se ha interpuesto oportunamente (dentro del término de tres días, artículo 328 del Código 
de Procedimiento Civil), dictará la resolución que corresponda en derecho, sobre lo principal del 
asunto. 
 
En esta especie de litis, la competencia del juzgador del segundo nivel, se contrae 
exclusivamente a los puntos a los que se refiere el recurrente en su formalización al recurso. El 
impugnante del fallo del Juez a quo, debe determinar de manera clara y ordenada, los aspectos a 
los que se refiere el recurso, es decir los puntos de la sentencia del primer nivel, en los que cree 
que el Juzgador ha equivocado, violentando normas legales, apreciando indebidamente la 
prueba, dejando de resolver lo que ha sido sometido a su conocimiento o resolviendo lo que no 
se ha sometido a su autoridad.  
 
 
5.5.2.8. DESISTIMIENTO DE LA APELACIÓN 
 
 
Es la renuncia expresa del recurso, realizada por el que lo ha interpuesto. La deserción 
de la apelación es el abandono tácito del recurso; el desistimiento es el abandono expreso, la 
renuncia formal del mismo. 
 
 
TRIBUNAL ANTE EL CUAL SE PRESENTA Y DECLARA EL 
DESISTIMIENTO 
 





EFECTOS DEL DESISTIMIENTO 
 
 
La sentencia del inferior queda firme y ejecutoriada; empero si hay adhesión al recurso 
de apelación, el fallo de la primera instancia queda firme solo en la parte que no es impugnada 
por el apelado. 
 
 
ABANDONO DE LA INSTANCIA 
 
 
La segunda instancia por el transcurso del plazo de dos años, lo cual también se aplica 
cuando interpuesto un recurso, ha transcurrido el plazo de dos años sin remitirse el proceso al 




VENTAJAS DE LA DOBLE INSTANCIA 
 
 
- Por el recurso de apelación es posible que los jueces superiores enmienden los agravios 
que los inferiores causen con sus fallos. 
 
- Las partes, mediante la apelación, pueden salvar o enmendar las omisiones o defectos 
en que hayan incurrido en la primera instancia por impericia, ignorancia o negligencia. 
 
- La existencia del recurso de apelación permite que los jueces de primera instancia, a 
sabiendas que tribunales superiores pueden revisar y modificar sus fallos, se esmeren en 
no cometer injusticias ni causar agravio a las partes. 
 
- La doble revisión de la cuestión controvertida hace posible que el fallo dictado por 
jueces superiores, que pueden tener mayor preparación y mejor criterio que los 










El Dr. José García Falconí, manifiesta que el debido proceso:  
 
"...es aquel que se inicia, se desarrolla y concluye respetando y haciendo efectivos 
los presupuestos, los principios y las normas constitucionales, legales e 
internacionales aprobadas previamente, con la finalidad de alcanzar una justa 
administración de justicia provocando como efecto inmediato la producción 
integral de la seguridad jurídica del ciudadano como un derecho”. 
 
 
El art. 76  de la actual Constitución de la República  señala: “En todo  proceso en el que 
se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se  asegurará el derecho al debido 
proceso que incluirá las siguientes garantías  básicas:  
 
 
1. Corresponde a  toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento 
de las  normas y los derechos de las partes.  
 
2. Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se 
declare  su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada.  
 
3. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de 
cometerse,  no esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de 
otra  naturaleza; ni se le aplicará una sanción no prevista por la Constitución o la  
ley. Sólo se podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y  con 
observancia del trámite propio de cada procedimiento.  
 
4. Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no 
tendrán  validez alguna y carecerán de eficacia probatoria.  
 
5. En caso de  conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen sanciones  
diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aun cuando su  
promulgación sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre una norma que  
94 
 
contenga sanciones, se la aplicará en el sentido más favorable a la persona  
infractora.  
 
6. La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones  
penales, administrativas o de otra naturaleza.  
 
7. El derecho de  las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías:  
 
a. Nadie podrá  ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado 
del  procedimiento.  
 
b. Contar con el  tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su 
defensa.  
 
c. Ser escuchado  en el momento oportuno y en igualdad de condiciones.  
 
d. Los  procedimientos serán públicos salvo las excepciones previstas por la 
ley. Las  partes podrán acceder a todos los documentos y actuaciones del 
procedimiento.  
 
e. Nadie podrá  ser interrogado, ni aún con fines de investigación, por la 
Fiscalía General del  Estado, por una autoridad policial o por cualquier otra, 
sin la presencia de un  abogado particular o un defensor público, ni fuera de 
los recintos autorizados  para el efecto.  
 
f. Ser asistido gratuitamente por una traductora o traductor o intérprete, si no 
comprende o no  habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento.  
 
g. En procedimientos judiciales, ser asistido por una abogada o abogado de su  
elección o por defensora o defensor público; no podrá restringirse el acceso 
ni  la comunicación libre y privada con su defensora o defensor.  
 
h. Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se 
crea asistida y replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas 




i. Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los 
casos resueltos  por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para 
este efecto.  
 
j. Quienes actúen como testigos o peritos estarán obligados a comparecer ante 
la jueza, juez o  autoridad, y a responder al interrogatorio respectivo.  
 
k. Ser juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y competente. 
Nadie será juzgado  por tribunales de excepción o por comisiones 
especiales creadas para el efecto.  
 
l. Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 
motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios 
jurídicos en que se  funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a 
los antecedentes de  hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos 
que no se encuentren  debidamente motivados se considerarán nulos. Las 
servidoras o servidores  responsables serán sancionados.  
 
m. Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se 
decida sobre sus  derechos. 
 
 
De la lectura del Art. 76 de la Constitución de la República, podemos señalar que el 
Debido Proceso, es el más perfecto y sofisticado instrumento de resolución de disputas o 
conflictos de contenido o relevancia jurídica, pues el proceso tiene reglas que nos permiten 
llegar a una resolución justa debida. 
 
 
LAS GARANTÍAS CONSTITUCIONALES Y SU RESPETO 
 
 
Renace como instrumento de protección de la libertad del ciudadano; y, como principio 
limitativo del Poder del Estado; desde este punto de vista los Derechos y Garantías 
Constitucionales que se proclaman hoy se los conoce con el nombre de principios 
constitucionales, porque ellos emanan de la Ley Suprema que otorga fundamentos de validez al 
Orden Jurídico y conforman la base política que regula el Derecho Penal del Estado. 
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De este modo, podemos definir a las Garantías Constitucionales, como los mecanismos 
que la Ley pone a disposición de la persona para que pueda defender sus derechos, reclamar 
cuando corren peligro de ser conculcados o indebidamente restringidos; y, por último obtener la 
reparación cuando son violados. 
 
 
De este modo, las  Garantías Constitucionales, son los procesos de Instituciones cuyo 
objetivo principal es proteger los Derechos Constitucionales y velar por el respeto del Principio 
de Supremacía de la Constitución de la República. 
 
 
En el Ecuador de hoy, las garantías de Orden Procesal, han adquirido la mayor 
importancia posible especialmente en el orden Procesal Penal, puesto que no podrá existir 
condena válida si el camino seguido para su imposición el Estado no ha respetado las Garantías 
Constitucionales; y, estas garantías constitucionales deben ser respetadas desde el primer 
momento en que la persecución criminal comienza hasta la ejecución completa de la sentencia 
que se dicte en dicho juicio. 
 
 
La garantía del Sistema Procesal se encuentra regulada en el  Arts. 76, de la 
Constitución de la República, esto es aquellas que se refieren al Debido Proceso con todas las 
garantías; y, esta es la piedra angular del proceso en general o sea no puede existir Garantía más 
importante que la de un JUSTO PROCESO tratando de  conseguir de este modo que en la 
tramitación de los procesos administrativos laborales se respeten las garantías constitucionales 
de orden procesal, pues solo el respeto de todas esas garantías son las que permiten calificar de 
Justo o Debido a un determinado Proceso.  
 
 
Los principios constitucionales procesales deben cumplirse para asegurar la defensa de 
aquellos cuyos derechos y obligaciones están sujetos a decisión administrativa o judicial. Todas 
las autoridades deben aplicar estas condiciones, incluso administrativas, independientemente de 
que el Estado tenga el monopolio de la Justicia, con excepción del arbitraje. Los fundamentos 
del Derecho Procesal se identifican con las garantías constitucionales, particularmente las 
relativas al debido proceso, que necesariamente deben considerarse en la nueva Constitución de 




La igualdad procesal, que viene de la igualdad de trato ante la Ley.  
 
 
La independencia judicial se plasma en la libertad del juez para decidir, que muchos no 
han tenido en los últimos tiempos, sujetos como han estado a la presión e influencia de los 
dueños del nombramiento, o cuando han cedido a fallar por lo que el sector corrupto de la 
prensa diga y no por lo que establecen los códigos y las leyes. Independiente es, pues, actuar 
conforme a Derecho respecto de otros poderes o de otros jueces y se opone. 
 
 
La imparcialidad hace que el juez actúe sin relación personal en el caso, que no esté 
sujeto a presiones, amistad, “noticias” de prensa o tentaciones.  
 
En los Derechos de Protección se incluyen las normas del debido proceso, divididas en 
el Art.  76 que contiene las normas y  garantías generales de todo proceso. El principal cambio 
respecto del 98 está en el artículo 76, que da inicio  a de los derechos de protección, esto es que, 
toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia.  
 
 
Debemos agregar además que según el Código Orgánico de la Función Judicial 
solamente los jueces pueden expedir sentencias y para ser tal deben reunir una serie de 
requisitos. El Inspector del Trabajo no es Juez de Derecho, pues no se le exige los requisitos 
antes aludidos, así como tampoco sus resoluciones tienen la calidad de sentencias.  
 
 
Tal es el caso de la Resolución administrativa que el Inspector del Trabajo emite en el 
Visto Bueno, que es una de las causas para dar por terminado el Contrato Individual de Trabajo. 
Esta resolución  no es susceptible de apelación ante ninguna autoridad superior administrativa, 
convirtiéndose ésta en inapelable,  única y de última instancia; pero si impugnable ante el Juez 
del Trabajo dentro de un Juicio Laboral; en donde cualquiera de las partes de la relación laboral 
que creyere que se han perjudicado sus derechos con la resolución de visto bueno emitida por el 
inspector del trabajo, puede comparecer a impugnarlo; fundamentados en que dicha resolución 





6. INVESTIGACION DE CAMPO 
 
Una vez realizada la investigación de campo establecida en la presente, me permito poner a 
conocimiento que luego de investigar minuciosamente todos los procesos laborales 
correspondientes año 2010 en el juzgado primero de lo laboral de Loja, la cual con la ayuda de 
la doctora  jueza de dicho juzgado, he revisado los 485 juicios de año antes mencionado, en la 
cual constara los procesos en los cuales se llevó a cabo ciertos casos en los que procedió a la 
mediación laboral como medio de solución en litigios laborales, demostrare mediante mi trabajo 
de campo y gráficas, la poca mediación que existe en los procesos laborales , ya sea por el 
desconocimiento de la ley y por no implementar un mediador como tercero para resolver ciertos 

































































6.2. GRAFICOS Y ESTADISTICAS  
 




Luego de haber realizado un análisis minucioso de todos los procesos laborales 2010 que se han 
tramitado dentro del juzgado primero de trabajo de Loja, dentro del mismo pudimos conocer 
que se han tramitado 485 juicios laborales, de los cuales se ha realizado una mediación en un 
número de 34 procesos y 451 han quedado con su trámite judicial normal, no llevándose a cabo 





En este cuadro de estadísticas podemos ver en número relativamente bajo de procesos mediados 
en los diferente meses del año 2010, en los cuales nos damos cuenta en de enero a diciembre no 
existe un gran número de procesos que han llegado a una mediación, por lo que debería existir 
más mediación en estos juicios llevándolos a un pronto arreglo y así solucionar con mayor 











- Como se pudo determinar, el Derecho del trabajo es un derecho público, un derecho 
social, a lo que se podría agregar el término derecho humano, en vista que va a favor de 
los derechos de los trabajadores, quienes tienen que desarrollarse dentro de un ambiente 
sano, apto, sin peligro, con seguridad, que se proteja su salud y su integridad. 
 
 
- El Derecho del trabajo parte de las relaciones entre personas, las mismas que previo 
acuerdo se ponen de acuerdo básicamente, en dos aspectos fundamentales, el tipo de 
trabajo y la remuneración, concomitante con esto, se encuentra  el lugar del trabajo, el 
horario, y demás especificaciones, todo esto debe constar en un documento que se llama 
contrato, el mismo que puede ver verbal o escrito y dentro de esto se encuentran los 
contratos que necesariamente tienen que ser escrito y las diversas modalidades, que se 
encuentran en la ley.  
 
 
- Todo contrato de trabajo debe ser realizado cumpliendo con los requisitos 
fundamentales, entre los se encuentran la capacidad, el consentimiento y que ese se 
encuentre libre de vicio alguno, además, debe tener una causa lícita y un objeto lícito, si 
esto no se encuentra determinando y demostrado, el contrato de trabajo no tiene validez 
y no caben reclamos por la viña administrativa o judicial 
 
 
- Pero el contrato o las relaciones laborales no son eternas, y pueden terminarse en un 
momento dado, es así que el Código de Trabajo, en el artículo 169, establece las formas 
como se pueden dar por terminado el contrato de trabajo, dentro de los cuales se 
encuentra el visto bueno y el desahucio, los mismos que pueden ser planteados, ya sea 
por el trabajador o por el empleador. 
 
 
- Tanto el trabajador como el empleador, para dar por terminadas las relaciones laborales, 
ya sea por visto bueno o por desahucio, tiene que realizar el trámite correspondiente al 
Ministerio de Relaciones Laborales, quien actúa en estas diligencias por medio de los 
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inspectores o inspectoras de trabajo, quienes son los funcionarios competentes para 
conocer, tramitar el visto bueno y el desahucio y resolver, el visto bueno. 
 
 
- El visto bueno, es un trámite que lo puede presentar el trabajador o el empleador, pero 
no de una forma discrecional, sino que debe estar fundamentado y motivado, en vista 
que se encuentran las causas previamente establecidas en los artículos 172 y 173 del 
Código del Trabajo, las mismas que tienen que demostrarse en la correspondiente 
investigación que realice la inspectora o el inspector de trabajo. 
 
 
- La solicitud de visto bueno tiene que ser acompañada por una serie de requisitos, los 
mismos que no difieren en mucho entre lo que presenta el trabajador con los que debe 
presentar el empleador, y que van de acuerdo con la naturaleza de cada uno de ellos. 
 
 
- El trámite de visto bueno se inicia con la presentación de la solicitud respectiva, la 
aceptación a trámite por parte de la inspectora o inspector competente, la citación o 
notificación a la contraparte, la contestación, que puede o no haberla; la investigación 
por parte de la funcionaria o funcionario competente y la respectiva resolución, en la 
que se puede aceptar o negar el visto bueno. Una vez concedido el visto bueno, este da 
por terminada la relación laboral, en cambio sino no es aceptado, el trabajador regresa a 
trabajar, pero cuando el visto bueno es presentado por el empleador y rechazado, el 
trabajador puede presentar una demanda por despido intempestivo. 
 
 
- El desahucio, es una institución jurídica que tiende a dar por terminadas las relaciones 
laborales, esto se lo realiza previo el aviso que se tiene que hacer, ya sea por parte del 
trabajador o ya sea por parte del empleador, obviamente, tiene que ser durante un 
tiempo determinado y cumpliendo con determinados requisitos. 
 
 
- El problema radica cuando, se presenta una solicitud de visto bueno o de desahucio y 
que esta se haya tramitado en forma ilegal o contenga hechos falsos y que el Ministerio 
de Relaciones Laborales, por medios de las inspectoras o inspectores de trabajo acepten, 
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causando un grave perjuicio a la pare en contra de quien se presentó la solicitud, o 
cuando el inspector no entrega una resolución adecuada. 
- Es esta la posibilidad por la que se determina que el trámite de visto bueno, sobre todo, 
y el desahucio, deben tener la posibilidad de ser impugnadas, mediante un recurso de 
apelación o impugnación, ante los Directores de Trabajo, para que una vez que 




- En la actualidad, no existe esta posibilidad, en vista que el desahucio solo es el aviso y 
una vez hecho eso, el trámite allí termina y se pueden realizar las gestiones para llegar a 
la liquidación; pero eso no pasa en el visto bueno, en el cual hay discrepancia, más aún, 
cuando en estos casos no se pueden reconocer al trabajador liquidaciones por concepto 
de bonificaciones o indemnizaciones por el tiempo laborado, lo cual, hasta cierto punto 














- Se tiene que fortalecer al Derecho del trabajo, en vista que cada vez más se encuentran 
los derechos de los trabajadores vulnerados en sus derechos y esto se tiene que impedir, 
no obstante los progresos y los esfuerzos de las autoridades para conseguir estos 
objetivos, pero no son suficientes. 
 
 
- Esto se debe a que en la mayoría de los casos, los trámites de visto bueno son 
presentados por el empleador en contra de los trabajadores, y son éstos quienes se 
encuentran en desventaja en este tipo de trámites, puesto que además, de enfrentar un 




- Es aquí en donde se presentan las diferencias entre las personas que se dedican a la 
labor de trabajar para una empresa o para un empleador, con su patrono, en vista que 
salen perjudicados, y son ellos que tienen el derecho para que una autoridad 
administrativa superior a los Inspectores de Trabajo revise sus actuaciones, esto dentro 
del ámbito netamente administrativo. 
 
 
- Si el trabajador que se encuentra vulnerado en sus derechos por las resoluciones de los 
inspectores de trabajo se siente inconforme, puede acudir ante la Función Judicial, pero 
esto le ocasiona una pérdida más de tiempo y dinero, lo cual no puede afectar más a los 
trabajadores, por lo que un reconocimiento de una instancia superior a la Inspectoría 
pueda solucionar esta discrepancia. 
 
 
- Esto coadyuvaría para que las causas se solucionen de la mejor manera, así como para 
que se evite la acumulación de causas en las dependencias de la Función Judicial, por 
otra parte, se puede señalar que esta etapa de impugnación no obsta ni impide para que 
las personas que se sienten perjudicadas acudan ante la Función Judicial en caso de que 
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Anexo 1: PROPUESTA DE LA TESIS PARA ABOGADO DE LOS JUZGADOS Y 
TRIBUNALES DE LA REPÚBLICA. 
 
 
TEMA INICIAL: “INCIDENCIAS DEL VISTO BUENO Y EL DESAHUCIO COMO 
FORMAS DE TERMINAR LAS RELACIONES LABORALES EN EL SECTOR 
PRIVADO”. 
 
TEMA RESTRUCTURADO: “INEXISTENCIA DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DE IMPUGNACIÓN A LA RESOLUCIÓN DE VISTO BUENO Y 





Actualmente nos encontramos viviendo en un Estado constitucional de derechos y justicia 
social, en donde los derechos son la parte más importante para las autoridades, los que deben ser 
respetados por todos los ciudadanos y ciudadanas y en caso de no hacerlo, la persona 
perjudicada puede acudir el Estado quien por intermedio de sus autoridades competentes exijan 
el respeto de los derechos. 
 
Este es el caso de los trabajadores y trabajadoras, que por llegar a soluciones rápidas a sus 
problemas cuando se quieren dar por terminadas las relaciones, ya sea por medio de desahucio o 
por medio del visto bueno, acuden ante el Ministerio de Relaciones Laborales, que por 
intermedio de los inspectores de trabajo conocen este tipo de casos y los tienen que resolver. 
 
Pero el problema se presenta cuando una de las partes no está de acuerdo en dicha acción legal, 
lo que hace que se presenten ciertos conflictos, entre los que se encuentran; que cuando el 
trabajador o el empleador son notificados con el desahucio, el primero tiene que seguir 
laborando por quince días más, tiempo en el cual las relaciones interpersonales con el 
empleador/a se resquebrajan y éstos son tratados de forma diferente, son violentados en forma 







Además de eso hay que señalar que en muchos casos estos trámites del desahucio y de visto 
bueno vulneran varios derechos de los trabajadores, pero lastimosamente, no se puede impugnar 
en la misma vía, sino que hay que acudir ante las instancias judiciales para hacer valer los 
derechos, lo que implica otro proceso, otro trámite, otros requisitos y con la demora que se 
realiza en los juzgados del trabajo. 
 
Pero ante las instancias judiciales se recurre pero por causas distintas a las que motivan el 
desahucio y el visto bueno; pero lo que se quiere es que se conozca la verdad o no de las causas 
que motivan a la presentación de estas instituciones jurídicas a las cuales los inspectores y 
subinspectores les dan paso, vulnerando los derechos de los trabajadores, que no tienen 





Existen muchas formas de terminar con la relación laboral, entre las formas más conocidas se 
tiene a las legales y a las ilegales, entre las primeras se encuentran el desahucio y el visto bueno; 
entre las ilegales se encuentra el despido intempestivo y la renuncia, las cuales tienen 
connotaciones muy diversas y difíciles de probar, sobre todo despido, en vista que no se lo hace 
con documentos ni tampoco ante la presencia de testigos. 
 
En lo que respecta a la renuncia, está la ejecuta cuando se presenta un documento en la cual el 
trabajador, supuestamente, en forma voluntaria se separa de su puesto de trabajo, lo cual los 
empleadores lo presentan y es aceptado por los inspectores y por los jueces o juezas del trabajo, 
contraviniendo los preceptos de los tratados y convenios internacionales, la Constitución de la 
República, el Código del Trabajo y otras disposiciones jurídicas. 
 
Es así que, si se encuentran anomalías en este tipo de casos que son de fácil resolución, pero que 
se complican en vista que no tienen criterio jurídico los funcionarios competentes que dan paso, 
más aún se presentan en casos más complejos, tales como el desahucio y el visto bueno, y 
mucho más en este último, toda vez que existe un trámite de por medio y que con la resolución 
del Inspector del Trabajo termina, sin que el trabajador, generalmente, tenga la oportunidad de 
impugnar un fallo que en muchos casos se encuentra ya arreglado. 
 
Se presentan casos en los cuales se notifica al trabajador con el visto bueno, y los empleadores 
le convencen para que no comparezca con un abogado dejándolo en la indefensión o le notifican 
sin darle mayor oportunidad para contestar el pedido y presentar la prueba correspondiente, o, 
cuando a pesar de eso se logra desvirtuar los antecedentes y fundamentos del visto bueno, el 
inspector lo acepta. 
 
Generalmente, los casos en los que se encuentran inmersas empresas de mucha influencia o con 
mucho poder económico, estas repercuten para que los inspectores de trabajo no acepten los 
pedidos de los trabajadores y acepten los vistos buenos presentados, incluso muchos contrarios 








3.- ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN:  
 
-La impugnación.-Es un derecho que tiene toda persona para poder acudir ante el superior 
jerárquico de la autoridad que emitió un fallo, sentencia o resolución para que revise la misma, y 
previo el análisis correspondiente se pueda confirmar, aceptar parcialmente o rechazar el acto 
impugnado. Pero en los trámites administrativos de trabajo, como son el desahucio y el visto 
bueno, esta posibilidad está vedada, por no decir, negada absolutamente, en vista que el Código 
del Trabajo no la contempla, por tal razón, con la resolución del inspector, que en muchos casos, 
por no asegurar en la mayoría acepta el pedido de visto bueno y, da trámite a los pedidos de 
desahucio. 
 
-En los casos de Desahucio.- Cabe señalar que los trabajador tiene todo el derecho de dar, a 
conocer a su empleador la voluntad de dar por terminadas las relaciones laborales, con quince 
días de anticipación por lo menos, y del empleador con treinta días, en el caso del trabajador no 
habría problema alguno, en vista que si lo solicita es porque encontró otra fuente de trabajo más 
beneficiosa para éste. Pero en el caso de ser el trabajador el desahuciado por parte de su 
empleador, los problemas se vuelven más perjudiciales, en vista que, el trabajador se queda sin 
una fuente de subsistencia, por lo que, en esta alternativa si se debería conceder la posibilidad de 
apelar a la decisión del inspector del trabajo así como a la voluntad del empleador, el mismo que 
debería fundamentar en una buena causa su decisión y no solo presentar pedidos simples, sin 
motivación y fundamento. 
 
-En los casos del Visto Bueno.-Es más compleja la situación, toda vez que existe litigio, el 
mismo que tiene un trámite específico, una vez presentada la petición, a la que hay que cumplir 
ciertos requisitos, como el aparejamiento de un cheque certificado con el valor de la 
remuneración que está ganando el trabajador o trabajadora. Con este pedido se le corre traslado 
al trabajador para que conteste y se abre un término de prueba, donde, supuestamente, es el 
inspector quien tiene que investigar pero no lo hace, y solo se limita a la audiencia en donde 
comparecen las partes, y con lo que presentan las partes en dicha audiencia, se resuelve. Con lo 
cual se tiene que no existe una investigación verdadera, no se contempla la igualdad de 
posiciones entre las partes, tal como los señalan los tratados y convenios internacionales, así 
como la misma Constitución de la República, se vulnera el principio del in dubio pro operario, 
entre otros muchos. Por ende, es necesaria la posibilidad que una autoridad superior pueda 
revisar este acto y determinar, con un criterio más amplio si procede o no la petición y dar a las 





Sobre este tema, la doctrina científica señala que: 
 
“Cuando el ciudadano es notificado o toma conocimiento de un resultado que no 
comparte o verifica que ha transcurrido el plazo legalmente señalado en que la 
administración pública debía pronunciarse en relación a su pretensión sin que haya 
recibido respuesta alguna, la ley faculta a contradecirla; sin embargo, la conducta 
asumida no siempre es uniforme. 
 
Ante esta posibilidad, las personas tienen el derecho de acudir ante la entidad a 
expresar su malestar o impugnación escrita debiendo satisfacerse, preferiblemente,  
los requisitos establecidos por la Ley, dentro del término que ésta señala. 
 
La impugnación debe dar lugar a que la autoridad superior proceda a revisar la 
decisión que es materia de lo  reclamado, en los casos más favorables, da lugar a la 
rectificación respectiva y con ello, algunas veces, a la respuesta de la autoridad 
administrativa comunicando la atención de su pretensión, que puede ser o no 
coincidente a la expectativa que aquél espera”. (Ayala Gordillo, 2011, pág. 5) 
 
Otro autor señala.  
 
“La impugnación es el medio por el cual puede ponerse remedio al error en una 
decisión  que causa un agravio injusto a una de las partes, como garantía procesal 
a la buena administración de justicia. Se basa también en la existencia de una 
jerarquía, por la cual un órgano jerárquicamente superior, está facultado a petición 
de parte interesada, a reexaminar el caso planteado. 
 
Para que proceda la impugnación es necesario que exista una resolución, un 
legitimado para impugnarla, pues fue parte en el proceso en que la misma fue 
dictada, y que esa parte haya resultado vencida o su derecho no reconocido. Rige 
en su ejercicio la formalidad, pues deben circunscribirse las actuaciones a lo 
establecido en los códigos procesales, siendo imposible aplicar la analogía, o sea 
para situaciones diferentes a las contempladas en la norma. Si hay un error en la 
impugnación, está ya no puede volver a plantarse. En general existe un solo recurso 







4.- LA FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA DE LA INVESTIGACIÓN.- 
 
Para introducirnos al tema de la presente tesis, hemos comprendidos ciertos conceptos claves, 
como: Derecho del trabajo, “que es el conjunto de disposiciones jurídicas y legales que rige en cada 
Estado el ámbito de las relaciones laborales. Surgió a finales del siglo XIX como consecuencia de la 
aparición del proletariado industrial y de la agrupación del mismo en torno a grandes sindicatos”. 
(Microsoft ® Encarta ® 2006. © 1993-2005 Microsoft Corporation. Reservados todos los derechos.) 
 
Otras definiciones, señalan:  
 
“El nuevo Derecho es la norma que se propone realizar la justicia social en el 
equilibrio de las relaciones entre el trabajo y el capital”  (De Buen N. , 1974, pág. 
3). Desde el punto de vista del sujeto, se asegura que, “el derecho del trabajo es el 
derecho especial de los trabajadores dependientes” (Nipperdey & Hueck, 1968, 
pág. 3); por último, se puede anotar la definición dada por el tratadista Caldera, 
que señala: “El derecho del trabajo comprende las normas estatales y autónomas 
que regulan las relaciones entre empleadores y trabajadores, como también el 
marco legal de las condiciones dentro de las cuales se ha de realizar el trabajo”. 
(Caldera, 1939, pág. 4) 
 
Como se puede observar, se tiene que muchos tratadistas concuerdan en señalar la importancia 
del Derecho del Trabajo o Laboral, así como su ubicación dentro del contexto del Derecho 
Social, de allí que su importancia y su reconocimiento  en toda instancia que tienda a solucionar 
los problemas de los trabajadores es necesaria y obligatoria. 
 
“La población activa del Ecuador se calcula en 5,26 millones de personas, de las 
cuales un 7,7% se dedica a actividades agrícolas, un 24,3% a la industria y a la 
construcción, y un 67,5% al sector servicios” ( INEC, “Informe del Sexto censo de 
población y Quinto de Vivienda”, Quito. ) 
 
Por otra parte tenemos que, las organizaciones de trabajadores más importantes que existen en 
nuestro país, son: Frente Unitario de los Trabajadores (FUT), Confederación Ecuatoriana de 
Organizaciones Clasistas (CEDOC), Confederación Ecuatoriana de Organizaciones Sindicales 






Todo esto coadyuva para que se fomenten los conflictos laborales, especialmente los colectivos, 
especialmente cuando se encuentran respaldados por sindicatos de trabajadores o de 
organizaciones, que muchas veces se encuentran ligadas con tendencias políticas. Ante lo cual y 
para dar solución a esta problemática, se debe partir de la simiente de la relación laboral, el 
contrato, que de acuerdo con el artículo 8 del Código de Trabajo, es:  
 
“el convenio en virtud del cual una persona se compromete para con otra u otras a 
prestar sus servicios lícitos y personales, bajo su dependencia, por una 
remuneración fijada por el convenio, la ley, el contrato colectivo o la costumbre”. 
 
Como se puede observar, el Derecho de Trabajo es un derecho irrenunciable, es reconocido y 
garantizado por la misma Constitución de la República, pero este puede vulnerarse, para lo cual 
la parte afectada puede acudir ante los funcionarios competentes para que se restablezca este 
derecho, pero puede darse en caso que la resolución no se encuentre apegada a derecho y sea 
necesaria otra opinión más especializada. En el caso del Ecuador, esta opinión en la vía 
administrativa no es reconocida, es más, no existe, razón por la cual las partes perjudicadas, 
tienen que salir de la vía antes señalada y en un nuevo trámite, ante otra autoridad, ante otra 
función del Estado, tiene que dar a conocer el caso y luchar hasta que se resuelva en última y 
definitiva instancia, lo cual perjudica al trabajador, que es la parte más débil de la relación 
jurídica. 
 
Es necesario que se reconozca el derecho a la “impugnación en vía administrativa, dentro de los 
trámites de desahucio y de visto bueno”, para que en una sola vía, ante la misma dependencia del 
Estado, se pueda solucionar, en forma rápida y oportuna y no acudir, desde el principio a otra 
instancia, institución o función, como ya se señaló. 
 
Además se requiere que se reconozca el derecho a la impugnación mediante la ley, cumpliendo 
así con el principio de legalidad, contenido y garantizado por la actual Constitución. Conforme 
este principio, solo se tiene que aplicar lo que señala la ley, en el caso que me ocupa, uno de los 
elementos de la acción legal es el derecho a la apelación o impugnación, de las resoluciones de 
desahucio y de visto bueno emitidas por la autoridad competente, derecho que se encuentra 







Sin tomar en cuenta de lo dispuesto en el artículo 425 de la Constitución de la República, en la 
que señala que el Código del Trabajo es una ley ordinaria y es jerárquicamente inferior, por lo 
que, se tendría que aplicar y reconocer el derecho a la impugnación que se encuentra reconocido 
jurídicamente en el Ecuador, tal como se señalará a continuación. Además, cabe señalar que, de 
acuerdo con el mismo artículo 425, inciso tercero, dispone que, en caso de que haya conflicto 
entre normas se aplicará o se resolverá el problema mediante la aplicación de la norma 
jerárquicamente superior. Pero esto no lo hacen los inspectores del trabajo, que prefieren aplicar 
una norma jurídica de lo más ordinaria en contra de la misma Constitución y de los tratados y 
convenios internacionales que están por encima del Código de Trabajo, específicamente, el 
artículo 425 y el artículo 76, número 7, letra m, de la Constitución de la República del Ecuador, 
que claramente señala: “Recurrir del fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se 
decida sobre sus derechos”. 
 
Principio de Motivación.- A pesar de consagrarse el derecho a la impugnación o recurrir de las 
sentencias y resoluciones, tal como lo establece expresamente la Constitución y los Tratados y 
Convenios Internacionales, los inspectores de trabajo, ignorando las normas jurídicas que en un 
Estado Constitucional de Derechos deben conocer y dominar, en forma inmotivada e infundada, 
niegan estos derechos causando graves perjuicios, tanto en lo social, económico, jurídico, 
laboral y personal. Por otra parte, las resoluciones que niegan el recurso de apelación tienen que 
ser motivadas, en lo que respecta a la vulneración del principio de motivación que debe tener las 
resoluciones y sentencias, al respecto se debe señalar que de acuerdo con el tratadista 
(Cabanellas, pág. 466), que señala “la motivación es la fundamentación o explicación de lo hecho o 
resuelto”. En forma más amplia (De la Rúa, 2008), señala que: 
 
 “la motivación en la sentencia constituye un elemento intelectual, de contenido 
crítico, valorativo y lógico, que consiste en el conjunto de razonamientos de hecho y 
de derecho, en el que el Juez apoya su decisión. Su exigencia es una garantía de 
justicia a la cual se le ha reconocido jerarquía constitucional […] la motivación de 
la sentencia es la fuente principal del control sobre el modo de ejercer los jueces su 
poder jurisdiccional. Su finalidad es suministrar una garantía y excluir lo 
arbitrario”. 
 
La Doctrina.- Señala que se tiene que aplicar de igual modo al resto de providencias que 
afecten los derechos fundamentales de las personas, especialmente cuando mediante decretos se 
vulnere un principio fundamental como es el acceso a la justicia y principalmente el derecho a 
recurrir de los autos y sentencias, esto viene al caso por cuanto en autos y decretos se niega no 
solo el recurso de apelación sino el recurso de hecho en franca vulneración de los derechos 
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consagrados en el artículo 25.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos y los 
contenidos en el Art. 76, número 7, letra m de la Constitución de la República. Dichas 
decisiones que solo se limitan a negar el derecho, a enunciar disposiciones de un cuerpo jurídico 
considerado como una de las leyes más ordinarias que tiene actualmente la legislación 
ecuatoriana. En lo que respecta a la seguridad jurídica esta se basa en la aplicación de normas 
jurídicas y en el derecho laboral, más aún cuando se tiene que interpretar la ley, y aplicarla de 
acuerdo a lo que establece el artículo 425 de la Constitución de la República, pero en el presente 
caso se vulnera este artículo, al igual que el artículo 25.1 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos al negar el derecho a la impugnación y volviendo a la aplicación arbitraria 
de las normas jurídicas y legales, lo cual está prohibido por la misma Constitución dentro del 
Estado Constitucional de Derechos. 
 
El Estado Constitucional de Derechos.-Específicamente es el establecimiento y 
reconocimiento de la jerarquía de la Constitución y del orden jerárquico de las leyes es 
justamente para que las autoridades no apliquen las normas jurídicas y legales en forma 
arbitraria o antojadiza sino que lo realicen en sentido estricto de la ley. De conformidad con el 
Art. 76, número 7, letra m, de la Constitución de la República así como el Art. 25.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos todas las personas tienen derecho a recurrir 
de las sentencias o resoluciones en todos los procedimientos en los que se decide sobre los 
derechos. 
 
En definitiva, se viola el debido proceso que se encuentra comprendido y garantizado en el 
artículo 76 de la Constitución de la República, el mismo que es vulnerado, tal como lo señalé 
con las motivaciones y fundamentaciones antes señaladas. A continuación se anotan algunos 
fallos de jurisprudencia que tienen relación al caso propuesto:  
 
Juicio Nº 96-96  
ACTOR: César Augusto Galarza Fernández 
DEMANDADO: Municipio de Quito 
 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.- PRIMERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL. Quito, 
febrero 16 de 1998; las 14h30. 
VISTOS: A fin de resolver el recurso de casación interpuesto por César Augusto Galarza 
Fernández, de la sentencia pronunciada por la Segunda Sala de la Corte Superior de Quito que, 
al reformar el fallo del Juez Quinto del Trabajo, acepta en parte la acción planteada en contra 
del I. Municipio de Quito; una vez radicada, por sorteo, la competencia en esta Sala, para 
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resolver, se considera: PRIMERO: El recurrente impugna la resolución, aduciendo que la 
misma viola los Arts. 171-183 y 565 del Código del Trabajo y los Arts. 117-118-119 y ordinal 
6º del Art. 220 del Código de Procedimiento Civil; basando su impugnación en las causales 
primera y tercera del Art. 3 de la Ley de Casación. SEGUNDO: En la decisión constante a fojas 
276 y 277 del cuaderno de primera instancia, aparece que el Inspector del Trabajo de Pichincha, 
el 15 de noviembre de 1993 luego de que realizó las investigaciones correspondientes, concedió 
a la I. Municipalidad de Quito, el visto bueno para dar por terminadas las relaciones 
contractuales con César Augusto Galarza Fernández, fundado en el Art. 171 actual 172, numeral 
3 del Código del Trabajo; eso es, por falta de probidad o conducta inmoral del trabajador. 
TERCERO: De conformidad con lo establecido en el Art. 183 del cuerpo de leyes de la materia, 
la resolución del Inspector, no impide el derecho para acudir ante el Juez de Trabajo; pues, sólo 
tendrá valor de informe que se lo apreciará, con criterio judicial, en relación con las pruebas 
aportadas en el juicio; por consiguiente, se puede comparecer ante el Juez para desvirtuar los 
fundamentos que sirvieran de base para el visto bueno; además, la Corte Suprema de Justicia, 
mediante resolución de 8 de marzo de 1990, publicada en el R.O. 412 de 6 de abril del mismo 
año, establece que en los casos en los cuales el Juez de Trabajo, desechare en su fallo el visto 
bueno concedido por el Inspector, es procedente el pago de indemnizaciones por despido o 
abandono en favor de quien lo hubiere reclamado, previa impugnación de lo resuelto por el 
funcionario administrativo. CUARTO: Por consiguiente, se puede acudir ante el Juez, para que 
éste deje sin efecto la decisión del Inspector; esta circunstancia imponía acreditar que la 
resolución adoptada carece de respaldo legal; sin embargo, el accionante, una vez que planteó el 
juicio, debía aportar prueba suficiente, con el objeto de que el juzgador admita su pretensión; 
pero, en el caso César Augusto Galarza Fernández, no ha logrado desvirtuar los fundamentos 
que tuvo el Inspector del Trabajo para conceder el visto bueno.- Por lo expuesto, 
ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD 
DE LA LEY, por improcedente se desecha el recurso de casación formulado.- Notifíquese.- 
f) Drs. Jaime Velasco Dávila.- Miguel Villacís Gómez.- Hugo Quintana Coello. 
 
Juicio Nº 282-97 
ACTOR: Jaime Cárdenas Calle 
DEMANDADO: EMETEL 
 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.- PRIMERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL. Quito, 
marzo 18 de 1998; las 09h50. 
VISTOS: A fin de resolver el recurso de casación interpuesto por Jaime Cárdenas Calle, de la 
sentencia pronunciada por la Corte Superior de Azogues que, al confirmar el fallo del Juez del 
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Trabajo, declara sin lugar la demanda planteada en contra del Presidente de EMETEL; una vez 
radicada, por sorteo, la competencia en esta Sala, para resolver, se considera. PRIMERO: El 
recurrente impugna la resolución, aduciendo que la misma viola los Arts. 121-126-127-144 y 
355 numeral 2º del Código de Procedimiento Civil y literal b) del Art. 612 del Código del 
Trabajo, basando su impugnación en las causales segunda y tercera del Art. 3 de la Ley de 
Casación. SEGUNDO: En la decisión constante a fojas 40-41 del cuaderno de primera instancia, 
aparece que el Inspector del Trabajo del Cañar, el 16 de agosto de 1994 luego de que realizó las 
investigaciones correspondientes, concedió a la Empresa Estatal de Telecomunicaciones R-3, el 
Visto Bueno para dar por terminadas las relaciones contractuales con Jaime Cárdenas Calle, 
fundado en el Art. 171 actual 172, numeral 3 del Código del Trabajo; esto es, por falta de 
probidad o conducta inmoral del trabajador; TERCERO: De conformidad con lo establecido en 
el Art. 183 del cuerpo de leyes de la materia, la resolución del Inspector, no impide el derecho 
para acudir ante el Juez de Trabajo, pues sólo tendrá valor de informe que se lo apreciará, con 
criterio judicial, en relación con las pruebas aportadas en el juicio, por consiguiente, se puede 
comparecer ante el Juez para desvirtuar los fundamentos que sirvieran de base para el visto 
bueno. Además, la Corte Suprema de Justicia, mediante resolución de 8 de marzo de 1990, 
publicada en R.O. 412 de 6 de abril del mismo año, establece que en los casos en los cuales el 
Juez de Trabajo, desechare en su fallo el visto bueno concedido por el Inspector, es procedente 
el pago de indemnizaciones por despido o abandono en favor de quien lo hubiera reclamado, 
previa impugnación de lo resuelto por el funcionario administrativo; CUARTO: Por 
consiguiente, se puede acudir ante el Juez, para que éste deje sin efecto la decisión del 
Inspector; esta circunstancia imponía acreditar que la resolución adoptada carece de respaldo 
legal; sin embargo, el accionante, una vez que planteó el juicio, debía aportar prueba suficiente, 
con el objeto de que el juzgador admita su pretensión; pero, en el caso Jaime Cárdenas Calle con 
las testimoniales rendidas por Bayron Verdugo, fojas 45, 46 y Angel Edgar Siguencia Abril, 
fojas 48 vuelta 49, no ha logrado desvirtuar los fundamentos que tuvo el Inspector del Trabajo 
para conceder el visto bueno.- Por lo expuesto, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE 
DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, por improcedente se desecha el 
recurso de casación formulado.- Notifíquese.- 
f) Dr. Jaime Velasco Dávila.- Miguel Villacís Gómez.- Santiago Velázquez Coello (Conjuez). 
 
 
 Juicio Nº 289-98 
ACTOR: Jorge Manuel Moreno Llumigusín 




CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.- PRIMERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL. Quito, 
marzo 31 de 1999; las 09h00. 
VISTOS: A fin de resolver el recurso de casación interpuesto por Jorge Manuel Moreno 
Llumigusín, de la sentencia pronunciada por los Conjueces de la Segunda Sala de la Corte 
Superior de Quito que, al reformar el fallo del Juez Segundo del Trabajo, acepta en parte la 
acción planteada en contra de la Empresa Eléctrica Quito S.A.; una vez radicada, por sorteo, la 
competencia en esta Sala, para resolver, se considera: PRIMERO: El recurrente impugna la 
resolución, aduciendo que la misma viola el Art. 49 de la Constitución Política, literales a) - d) y 
f); los Arts. 4- 5- 7- 183-590-619 y 633 del Código del Trabajo, fundando su impugnación en 
las causales primera, tercera y cuarta del Art. 3 de la Ley de Casación; SEGUNDO: En la 
decisión constante a fojas 1 y 2 del primer cuaderno, aparece que el Inspector del Trabajo de 
Pichincha, el 15 de junio de 1992 luego de que realizó las investigaciones correspondientes, 
concedió a la Empresa Eléctrica de Quito S.A., el visto bueno para dar por terminadas las 
relaciones contractuales con Jorge Manuel Moreno Llumigusín, fundado en el Art. 171 actual 
172, causal 3 del Código del Trabajo, y numeral XIX del Art. 6 del Reglamento de Normas 
Disciplinarias y Funcionamiento del Comité de Justicia; esto es, por falta de probidad o 
conducta inmoral del trabajador; TERCERO: De conformidad con lo establecido en el Art. 183 
del cuerpo de leyes de la materia, la resolución del Inspector, no impide el derecho para acudir 
ante el Juez de Trabajo, pues sólo tendrá valor de informe que se lo apreciará, con criterio 
judicial, en relación con las pruebas aportadas en el juicio; por consiguiente, se puede 
comparecer ante el Juez para desvirtuar los fundamentos que sirvieran de base para el visto 
bueno; además, la Corte Suprema de Justicia, mediante resolución de 8 de marzo de 1990, 
publicada en R.O. 412 de 6 de abril del mismo año, establece que en los casos en los cuales el 
Juez de Trabajo, desechare en su fallo el visto bueno concedido por el Inspector, es precedente 
el pago de indemnizaciones por despido o abandono en favor de quien lo hubiera reclamado, 
previa impugnación de lo resuelto por el funcionario administrativo; CUARTO: Por 
consiguiente, se puede acudir ante el Juez, para que éste deje sin efecto la decisión del 
Inspector; esta circunstancia imponía acreditar que la resolución adoptada carece de respaldo 
legal; sin embargo, el accionante, una vez que planteó el juicio, debía aportar prueba suficiente, 
con el objeto de que el juzgador admita su pretensión; pero, en el caso Jorge Manuel Moreno 
Llumigusín, no ha logrado desvirtuar los fundamentos que tuvo el Inspector del Trabajo para 
conceder el visto bueno.- Por lo expuesto, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE 
LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, por improcedente se desecha el recurso 
de casación formulado.- Notifíquese. 




5.- LA FORMULACIÓN DEL PROBLEMA.-  
 
Con los antecedentes antes mencionados el problema a solucionar que se estableció en mi tema 
de investigación es el siguiente: 
 
¿La inexistencia del procedimiento administrativo de impugnación a la resolución de visto 





1. ¿Cuál es el objetivo de la impugnación? 
 
2. ¿La impugnación es un derecho al que pueden acceder todas las personas que se encuentren 
en conflictos legales? 
 
3. ¿La falta de apelación permite que se acepten desahucios sin la menor fundamentación y 
motivación? 
 
4. ¿La falta de apelación permite que se vulneren los derechos de los trabajadores en los casos 
de visto bueno? 
 

















6.- LOS OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN: 
 
Como Objetivo General plateamos el siguiente.- Determinar si la inexistencia del 
procedimiento administrativo de impugnación a la resolución de visto bueno y desahucio incide 




1.- Realizar un estudio técnico – jurídico sobre el derecho que tienen los trabajadores a 
impugnar todo acto que les cause perjuicio a sus derechos, como al trabajo y a la estabilidad 
laboral. 
 
2.- Establecer cuáles son los derechos del trabajador que se encuentran más afectados por la 
falta del recurso de apelación en los trámites administrativos de desahucio y visto bueno en la 
legislación ecuatoriana. 
 
3.- Señalar que es procedente la aplicación y el reconocimiento legal del recurso de apelación u 
otros medios de impugnación a las resoluciones que conceden o rechazan el desahucio o el visto 
bueno en el Ecuador. 
 
4.- Proponer una alternativa de reforma al Código del Trabajo en donde se incorporen varios 
















7.- PROPUESTA DE LA INVESTIGACIÓN.- 
 
Como se señaló, en nuestra legislación se encuentra un problema que es el desconocimiento del 
derecho a la impugnación de las resoluciones que aceptan o niegan el desahucio o el visto 
bueno, lo cual perjudica a los trabajadores que deben acudir a otras instancias para hacer valer 
sus derechos, y entrar trámites más demorosos. Con esta propuesta, se incorpora el derecho a la 
impugnación de estas resoluciones a la vez que se da paso para que una autoridad superior 
conozca estas impugnaciones y de su criterio más apropiado, acertado y analítico, apegado a 
derecho y en estricto sentido de justicia. Lo cual no es imposible, en vista que en el 
ordenamiento jurídico internacional, reconocido por la legislación ecuatoriana, así como en el 
ordenamiento interno, existen bases para poder reconocer e incorporar en el Código del Trabajo 
esta posibilidad de impugnación y llegar a buenos y mejores resultados. 
 
Por lo que con nuestra propuesta platea un reconocimiento de una instancia superior a la 
Inspectoría de Trabajo dentro del Ministerio de Relaciones Laborales dirigida y coordinada por 
el Director Regional del Trabajo como órgano jerárquicamente superior, competencias que se 
podrán otorgar mediante una reforma al código orgánico por procesos de la mencionada Entidad 
Pública. Atribuciones que otorgara a la Dirección Regional del Trabajo por intermedio del 
Director Regional del Trabajo la potestad para que pueda solucionar estas discrepancias cuando 
el trabajador que se encuentra vulnerado en sus derechos por las resoluciones emitidas de los 
inspectores de trabajo al sentirse inconformes, y no acudir obligatoriamente ante la Función 
Judicial claro está sin coartar el derecho a acceder a esta instancia superior, y así evitar a la clase 
















BORRADOR DE PROYECTO LEY REFORMATORIA AL CODIGO LABORAL 
 
EXPOSICIÓN  DE MOTIVOS  
 
El estado Ecuatoriano tiene como deber primordial garantizar sin discriminación alguna el 
efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución de la República, siendo la defensa 
de los derechos laborales uno de los pilares fundamentales de la sociedad. 
 
Adicionalmente, existe una serie de organismos internacionales que emiten normas aplicables a 
los regímenes de derecho de trabajo en los países como lo contemplan la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) y los pactos o convenios de las Naciones Unidas. 
 
A través de nuestra historia republicana los derechos de los trabajadores han sido vulnerados y  
las obligaciones de los empleadores no han sido exigidas preocupándose por enriquecerse a 
través de la  explotación laboral. Por lo que se procedió a separar la legislación laboral de la 
civil, y elaborar códigos especializados sobre la materia, muchos de ellos basados en los 
principios de justicia social, dichos principios y normas jurídicas regulan las relaciones entre los 
trabajadores y empleadores. 
 
Dentro  de la relación laboral, es común escuchar que los trabajadores manifiestan que uno de 
los requisitos para suscribir el contrato de trabajo, es la firma de la carta de renuncia sin fecha, u 
hoja en blanco, documento que se convierte en poderosas armas a favor de empleadores 
inescrupulosos, a pesar de haberse obtenido de manera ilegal, infringiendo gravemente los 
derechos de la clase obrera, por cuanto el empleador lo utiliza de acuerdo a su conveniencia en 
la fecha que éste considere más oportuna, evitando de esta manera cubrir las indemnizaciones 
que determina el Código Trabajo, para precautelar los derechos de los trabajadores consagrados 
en la Constitución de la República. 
 
La Constitución de la República en el artículo 1 manifiesta que el Ecuador es un Estado 
constitucional de derecho y justicia social. 
 
De conformidad con los previsto en el artículo 33 de la Constitución de la República el trabajo 
es un derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente de realización personal y base 
de la economía. El Estado garantizará a las personas trabajadoras el ´pleno respeto a su 
dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeñó de un 
trabajo saludable y libremente escogido y aceptado. 
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En el artículo 325 de la Constitución de la República dice: El Estado garantiza el derecho al 
trabajo. En relación de dependencia o autónomas, con inclusión de labores de autosustento y 
cuidado humano; y como actores sociales productivos, a todas las trabajadoras y trabajadores. 
 
El artículo 326 en el numeral 2 ibídem dice: “Los derechos laborales son irrenunciables e 
intangibles. Será nula toda estipulación en contrario. 
 
En el numeral sexto del artículo 120 de la Constitución de la República establece como 
atribución de la Función Legislativa, expedir, codificar, reformar, derogar leyes e interpretarlas 
con carácter generalmente obligatorio; 
 
En el último inciso del artículo 39 de la Constitución de la República declara que el Estado 
fomentará la incorporación al trabajo de las y los jóvenes en condiciones justas y dignas, con 
énfasis en la capacitación, la garantía de acceso al primer empleo y la promoción de sus 
habilidades de emprendimiento;  
 
En el artículo 326 de nuestra Constitución se hallan plenamente reconocidos los principios del 
derecho al trabajo, siendo necesario que el Estado plasme los mismos en un cuerpo orgánico 
legal;  
 
De conformidad artículo 327 de la Constitución de la República manda que la relación laboral 
entre personas trabajadoras y empleadoras será bilateral y directa. Se prohíbe toda forma de 
precarización que afecte los derechos de las personas trabajadoras en forma individual o 
colectiva. 
 
En la actualidad el Código de  Trabajo se encuentra en contradicción con la Constitución de la 
República en lo relacionado a la prescripción de los derechos de los trabajadores como lo 
podemos constatar en el artículo 403 del Código de Trabajo que señala que las acciones 
provenientes de este título prescribirán en dos años. 
 
El artículo 8 del Código Laboral señala “Contrato de individual de trabajo”.- Es el convenio en 
virtud del cual una persona se compromete para con otra u otras a prestar sus servicios lícitos y 
personales, bajo su dependencia por una remuneración fijada por el convenio la ley, el contrato 




En el artículo 3 ibídem señala: Libertad de trabajo y contratación.- El trabajador es libre para 
dedicar su esfuerzo a la labor lícita que a bien tenga. Ninguna persona podrá ser obligada a 
realizar trabajos gratuitos, ni remunerados que no sean impuestos por la ley, salvo los casos de 
urgencia extraordinaria o de necesidad de inmediato auxilio. Fuera de esos casos, nadie estará 
obligado a trabajar sino mediante un contrato y la remuneración correspondiente. En general, 
todo trabajo debe ser remunerado. 
 
El numeral 6.1 literal b) de la Política y Lineamiento del Plan Nacional para el Buen Vivir, 
publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 144 de 05 de marzo de 2010, señala que es 
necesario valorar todas las formas de trabajo, generar condiciones dignas para el trabajo y velar 
por el cumplimiento de los derechos laborales, para lo cual se requiere reformar la legislación 
laboral y fortalecer los mecanismos de control sensibles a las diversidades, para eliminar el 
trabajo precario, la tercerización laboral y asegurar relaciones laborales directas y bilaterales 
 
Por estas consideraciones es fundamental que la Asamblea Nacional legisle este tipo de reforma 
planteada al Código de Trabajo, a efectos de que los derechos de los trabajadores ecuatorianos 
ya no sean vulnerados.  
 
En ejercicio de los derechos y obligaciones previstos en la Constitución de la República solicito 



















LEY REFORMATORIA AL CÓDIGO DE TRABAJO 
 
Artículo 1.- Incorpórese el numeral 10 en el Art. 542 Atribuciones de las Direcciones 
Regionales del trabajo el siguiente: 
 
10.- Resolver las impugnaciones de las resoluciones de Visto Bueno concedido por el Inspector 
de Trabajo, presentados por los trabajadores y los empleadores dentro de una instancia 
administrativa misma que será solicitada por las partes a su arbitramento; y, 
 
Artículo 2.- Sustitúyase el segundo párrafo del Art. 183 por el siguiente: 
 
Artículo 183.- Calificación del visto bueno.-  
 
La resolución del inspector no quita el derecho de acudir ante la instancia administrativa de 
impugnación misma que se presentara ante el Director Regional del Trabajo, además de acudir 
ante el Juez  del Trabajo, dado que la resolución emitida por el inspector de trabajo solo tendrá 
valor de informe, misma que se apreciara con criterio judicial, en relación con las pruebas 
rendidas en el juicio. 
 
Artículo 3.- Incorpórese un Art.  (…) en el que señale lo siguiente: 
 
Art. (…).- Impugnación de la Resolución de Visto Bueno.- El visto bueno suscrito y emitido 
por el Inspector de Trabajo es susceptible de impugnación administrativa ante el Director 
Regional de Trabajo; y,  
 




































Anexo 3 CASO: VISTO BUENO 
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